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Excmo. Sr.: 

Permítame V. E. que comience esta Memoria poniendo 
breve comentario a la exaltación de mi humilde persona a la 
Fiscalia general de la República. 

Por primera vez, desde que el Ministerio Fiscal fué sepa- 
rado de la Judicatura, la altisima misión de regirle se ha en- 
comendado a un funcionario perteneciente al mismo, y sola- 
mente por pertenecer a él; que seguramente este ha sido el 
iinico motivo tenido en cuenta para conferirme el honrosfsi- 
mo cometido, ya que, dedicado completamente a una profe- 
sión que siempre crel incompatible con actuaciones politicas, 
nunca senti la veleidad de distraer en éstas las energias, im- 
periosa y exclusivamente reclamadas por aquélla. 

Por medio de este nombramiento, en tales condiciones 
hecho, el Gobierno demostró, ante todo, a la Carrera Fiscal, 
estimas y deferencias que la ligan en perdurable gratitud; 
pero además quiso, sin duda, poner de relieve el carácter 
técnico e imparcial de su representación ante los Tribunales, 
carácter que se  funda en la finalidad especifica (velar por el 
cumplimiento de las leyes y por el interés social), que a esa 
representación asigna el art. 104 de la Constitución; porque, 
de un.lad3, tal finalidad excluye de la misión representativa 
del Ministerio público cualquiera otra, permanente o transito- 
ria, necesaria o contingente de las que corresponden a la 
función gubernativa del Estado, y de otra parte, si bien im. 
pone al representante una dependencia formal respecto del 
representado, le concede también una esencial autonomia en 
el ejercicio de su peculiar actividad, ya que está obligado a 
desarrollarla bajo su personal y directa responsabilidad por 



los medios y con los límites que determinan las leyes, cuya 
observancia le corresponde promover y vigilar. 

Mas no todo habla de ser aciertos, y tengo el temor (que 
exteriorizo, no como tópico de modestia impuesto por las cir- 
cunstancias, sino por incoercible expansión de un convenci- 
miento sincero) de que no lo haya sido la designación para 
desempeñar el  más alto cargo del Ministerio Fiscal de quien, 
para corresponder proporcionadamente at honor recibido y no, 
menguar los prestigios tan bien ganados por la Carrera a que 
pertenece, no dispone personalmente de  otros medios que 
una firme, voluntad de trabajo y un buen deseo de acierto, 
movidos por arraigados sentimientos de justicia, lealtad y 
gratitud. . 

Ertrucfura El art. 47 del Estatuto del Ministerio Fiscal, señala en el 
de., la Memo- contenido de  estas Memorias una parte obligatoria (exposi- 
:: ria. :-: ción del funcionamiento y resultados de la Administración de 

Justicia en todo el territorio nacional, de las reformas que s e  
consideren convenientes para el buen servicio y de los efec- 
tos producidos por las que se  hayan realizado) y otra parte 
potestativa (desarrollo de algtín punto técnico, interesante 
para la Administración de Justicia). 

La parte obligatoria queda,en rigor, cumplida mediante 
los resúmenes que se hacen en los Ap6ndices tercero y cuar- 
to, respectivamente, de las Memorias de los Fiscales de las 
Audiencias Territoria!es y Provinoiales y de las de los Fisca- 
les de los Tribunales Provinciales de lo Contencioso-admi- 
nistrativo, restimenes en los que se  consignan las observa- 
ciones razonadas que se han estimado pertinentes; mas, para 
completarla, he de comentar los cuadros estadisticos genera- 
les, incluidos en el Apéndice quinto, y, además, me ocuparé 
con la posible brevedad de algunas cuestiones jurídicas, cuya 
resolucidn ha ofrecido o puede ofrecer duda. 



En cuanto a la parte potestativa, cuando para cumplirla 
tenía ya adelantado el desarrollo de un tema que habfa solici- 
tado mi atención, la circunstancia de haberse incluido-en un 
libro oficial y recientemente publicado por el Departamento 
de Jusficia y Derecho de la Generalidad de Cataltiña, que 
lleva por titulo La Llei de Contractes de conreu daoant el 
Tribunal de GamntZes Constitucionals-el discurso que en 
representación del Estado tuve el honor de pronunciar ante 
dicho Tribunal en la vista pública de la cuestión de compe- 
tencia que, referente a aquella Ley del Parlamento Catalán, 
planteó el Gobierno Central, me hizo pensar en la convenien- 
cia de utilizar la facultad que el precepto estatutario me con- 
cedia para incorporar a esta Memoria dicho informe, porque 
muchos de los extremos que en 61 se desarrollan pueden ser 
interesantes para la Administración de 1u;ticia y porque me 
importa, mas que por salvar prestigios técnicos (ciertamente 
no desdeñables) por el más desinteresado p alto fin de servir 
a la verdad, restaurarlo en su genuinidad corrigiendo los 
errores y supliendo las omisiones que, debidas sin duda a las 
naturales deficiencias de la recogida taquigráfica no sometida 
a ulterior revisión, he notado en el texto inserto en el libro 
publicado por la Generalidad. 

A) Estadistica. 

Del cuadro estadístico núm. 1 aparece que, desde 1 .O de Di~minuciOh 

Enero hasta 31 de Diciembre de 1933, se incoaron 117.245 deEacri7ei*a- 

s:imarios, y como durante el año anterior (véase la Memoria :-: Eia'aa' :-: 

de 1933) este número fué de 126.609, resulta que ha habido 
una disminución de 9.364 procedimientos penales. 

Aunque no pueda identificarse en absoluto el número de 



causas criminales con el de hechos delictivos, porque muchos 
de éstos permanecen desconocidos, y a veces Ics que motivan 
la instrucción de aquéllas quedan reducidos, después de la 
investigación judicial, a meras contravenciones o desapare- 
cen completamente las apariencias punibles que en un princi- 
pio presentaban, hay una correspondencia bastante aproxi- 
mada entre el número de procesos penales y el de delitos 
realmente cometidos, por lo cual sirven perfectamente los 
datos estadisticos a aquel número relativos, como base para 
discernir las variaciones cuantitativas de la criminalidad. Po- 
demos, por consiguiente, concluir que ésta ha tenido en toda 
España una disminución de un 7'09 por ciento, proporción 
ciertamente exigua, pero más consoladora que la del 9'29 por 
ciento de aumento que la criminalidad de 1932 (126.609) ofre- 
ció sobre la de 1931 (112.266). 

A aquel coeficiente de disminución han contribuido de 
modo desigual las distintas provincias, y así, mientras en 
Barcelona el descenso en el número de sumarios ha llegado 
al 21'81 por ciento, en MSilaga al 18'25, en Granada al 18'21, 
en Madrid al 17'92, en Murcia al 12'55, y en Valencia al 8'75, 
en Sevilla no ha pasado del 3'61 ni en Zaragoza del 1'54 por 
ciento. 

La disminución (según resulta del estado niIm. 2 compa- 
rado con el del mismo número de la Memoria de 1933) ha te- 
nido lugar en los delitos de falsedad (de 2.649 a 2.072, 21'78 
por ciento); contra la Administración de Justicia (de 217 a 
16F, 22'58 por ciento); juegos y rifus (de 194 a 157,19'07 por 
ciento); contra Za salud pública (de 351 a 351, 8'54 por cien- 
to); de los cometidos por los empleados públicos en el ejet- 
cicio de sus funciones (de 1.324 a 1.187, 10'33 por ciento); 
contra la vida y la integridad fisica (de 21.807 a 20.258, 
7'10 por ciento); suicidios (de 2.205 a 2.003, 9'16 por ciento); 
contra la honestidad (de 2.690 a 2.396, 10'92 por ciento); 



contra el honor (de 863 a 656, 23'98 por ciento); contra la 
propiedad(de 59.826 a 52.320, 12'54 por ciento) (1); los tul- 
posos (de 9.437 a 7.691, 1850 por ciento); los accidentes (de 
7.478 a 7.088, 4'13 por ciento), y los delitos de emigración 
*(de 25 a 11, 56 por ciento). 

En cambio han aumentado los delitos contra la Consfiiu- 
ción (de 506 a 538, 6'32 por ciento); contra el orden pdblico 
(de 7.134 a 7.493, 5'03 por ciento); contra el estado civil (de 
104 a 113, 8'65 por ciento), contra la libertad y seguridad 
(de 4.074 a 4.335, 6'40 por ciento); los electorales (de 131 a 
988, 654 por ciento); los cometidos por medio de explosi- 
uos (de 428 a 1.156, 170'09 por ciento), y los de tenencia 26 
zita de armas (de 3.636 a 4.884, 34'32 por ciento). 

El enorme aumento de los delitos electorales tiene clarisi; 
'ma explicación, porque las parciales elecciones municipales, 
las generales para Diputados a Cortes y las de vocales del 
Tribunales de Garantías constitucionales, celebradas durante 
el año 1933, ofrecieron ocasiones que no se dieron en el ante. 
rior para la perpetración de esta clase de delitos. El tambiCn 
considerable aumento de los delitos cometidos por medio de 
 explosivos y de los de tenencia de armas, aparte de una, se- 
guramente, más acuciosa actuación de policia para descubrir 
depósitos de sustancias explosivas y de armas, se debe, como 
la elevación (más moderada) de las infracciones delictivas 
contra la Constitución y el orden público, al auge que vah al- 
canzando los procedimientos de acción directa y violenta que, 
para lograr los fines políticos y sociales respectivos, propug- 
nan y propagan partidos y grupos de las más opuestas ten- 
dencias. 

(1) Respecto de los delitos contra la propiedad, hay que tener en 
cuenta que gran parte de su disminuci6n obedece, sin duda, a que el 
Código que empezó a regir en l." da Diciembre de 1932 elevó la cuan- 
tia de los Iiurtos y estafas a 50 pesetas. 
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Causas despa- El estado núm. 3 nos muestra que al empezar el año 1933 

l 
chadasPrZas habfa pendientes en las Fiscalias de las Audiencias 1.929 cau- 
F i s c a z i a s .  sas y que durante el año han ingresado 122.924, que suma- 

das con aquéllas hacen un total de 124.853, todas las cuales 
se han despachado, a excepción de 2.094 que quedaban pen- 
dientes en 1.O de Enero de 1934; pero son muchas las Fisca- 
lías en que en esa fecha no habfa causa alguna pendiente, 

./ pues de las 50 del territorio nacional solamente quedaban en 
/' Cáceres (912), Zaragoza (302)) Barcelona (207), Cádiz (198), 

, Valencia (ll6), Málaga (63), Alicante (54), Madrid (52), Pon- 
"tevedra (28), Huelva (17), Toledo (16)) Oviedo (9), Logro- 
-. 

,?. Ro (3) y Lbrida (2), cifras que, excepto la de Cáceres (en que 
.'S el atraso se explica por la grave y larga enfermedad que su- 

.\, 
a ,,./' frió el Jefe y que motivó que los otros tres funcionarios tu- 

- viesen que suplir su labor), carecen de importancia (en rela- 
ción con el número de causas que en cada una de esas Fisca- 
lías entran), dependiendo de la naturaleza de los sumarios y 
de la fecha de su ingreso. 

Juicios cele- 

6rados;pi-o- 

pot-cid* de selz- 

tmcias conde- 

natorias y ab- 

s o l u t o r i a s .  

20.004 juicios orales ante los Tribunales de Derecho s e  
han celebrado en toda España durante el año 1933, segan s e  
consigne en el cuadro estadistico núm. 4 y 2.114 juicios por 
Jurados, segdn resultado del estado núm. 5; y comparados 
respectivamente esos totales con los correspondientes datos 
estadisticos de la Memoria del año anterior, se advierte que 
se han celebrado, en 1933, 570 juicios orales ante el Tribunal, 
de Derecho y 364 ante el Jurado más que en el año anterior, 
aumentos equivalentes respectivamente al 2'93 y al 3'50 por 
ciento. Quitando de los 20.004 juicios ante el Tribunal de 
Derecho 231 que terminaron por extinción de la acción, se 
dictó sentencia en los restantes 19.773, de las cuales fueron: 



condenatorias 14.914, o sea el 75'43 por ciento, y absoluto- 
aias 4.859, o sea el 24'57, mientras que de las 2.000 dictadas 
.en los juicios por Jurados (restados del ntímero total de 2.1 14 
los 114 en que se retiró la acusación), y en virtud de los ve- 
~redictos fueron 1 .O87 absolutorias (el 54'35 por ciento) y con- 
.denatorias 913 (el 45'65 por cienio). Estos tantos por ciento 
son casi idinticos en cuanto a las sentencias dictadas por los 
Tribunales de Derecho a los del año anterior, en el cual, se- 
gtln la proporción que he obtenido de las cifras consignadas 
en la Memoria a 61 correspondiente, las sentencias condena- 
torias constituian un 76'49 por ciento del total y las absolu- 
torias un 23'51 por ciento; en cambio, fué en el año próximo 
pasado bastante más alta la proporción de sentencias absolu- 
torias dictadas en virtud de los veredictos del Jurado, pues s e  
elevaron a un 58'65 por ciento, mientras !as condenatorias 
sólo llegaron al 41'35. 

Los estados numéricos examinados, además de los intere- Desfsualdad 

santes datos relativos al movimiento de la criminalidad en el de 

año y a la mayor o menor severidad desplegada por los Tri- *Te 'OS Fisca- 
:.: lías. :-: 

bunales proporcionan, en relación con los cuadros ndms. 7,8 
y 9, otros referentes al trabajo verdaderamente extraordina- , 
rio rendido por Magistrados, Jueces y Fiscales. He hecho, 
respecto de las Fiscalías, combinando los datos principales 
.que son, a mi entender, el número de juicios durante el año 
celebrados ante los Tribunales de Derecho y los Tribunales 
de Jurado, el de causas ingresadas en cada Fiscalia durante 
.el mismo lapso (número distinto, claro es, de las incoadas en 
igual periodo) y el de asuntos civiles y gubernativos despa- 
chados por las Fiscalias de las Territoriales (datos que s e  
consignan en los estados ndms. 3,4,5 y 9), el cAlculo del 
trabajo que corresponde desarrollar a cada funcionario (supo- 
dniendo que contribuyan por igual a realizarlo) y he llegado a 
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la conclusión de que entre las distintas Fiscallas hay desigual- 
dades tan grandes que es obligado acometer la tarea de una 
nueva distribución del personal. 

Segtin la mencionada combinación de datos (que no ex- 
pongo aqui porque la labor serfa tan Brida como fatigosa), el 
orden de las Fiscalías, según la cantidad de trabajo que co- 
rresponde desítrrollar a cada funcionario, es, de mayor a me- 
nor, el siguiente: 

1 .O, Málaga (5 funcionarios); 2.O, Ooiedo (4); 3.O, Ponte- 
oedra (3); 4.01 Badajos y Córdoba (5 cada una); 5 . O ,  Ciudaa 
Real (3); 6.O, Granada (6); 7.01 Pamplona (2); 8.O, Tole- 
do (3); 9.O, San Sebastián (2); 10, La Corufia (5); 11, Va- 
lencia (6); 12, León (3); 13, Cádiz (5); 14, Zamora (2); 
15, Jaén (5); 16, Sevilla (8); 17, Murcia (4); 18, Madrid (22); 
19, Zaragoza (4); 20, Hueloa (4); 21, Aoila (2); 22, Bil- 
bao (5); 23, Logroño (2); 24, Albacete (2); 25, Valladolid 
(3); 26, Tarragona (2); 27, Las Palmas (2); 28, Alicante (4); 
29, Santa Cruz de Terterife (2); 30, Cuenca (2); 31, Santan- 
der (3); 32, Barcelona (18); 33, Burgos (3); 34, Lugo (3); 35, 
Almería (4); 36, Orense (3); 37, Cáceres (4); 38, Salaman- 
ca (3); 39, Castellón (2); 40, Palma (2); 41, Palencia (2); 
42, Huesca y Teruel(2 cada una); 43, Gerona (2); 44, Vito- . 
ria (2); 45, Lérida (2); 46, Ghadalajara (2); 47, Soria (2) y 
48, Segouia (2). 

Para dar una idea de las desigualdades aludidas consig- 
naré, como ejemplo, los datos relativos al trabajo de cada fun- 
cionario en las Audiencias que, según el orden que queda ex- 
presado, ocupan los dos primeros números, los dos medios 
y los dos últimos. En Málaga, a cada funcionario correspon- 
de despachar 952 causas y asistir a 146 juicios de Derecho 
y 11 Jurados; en Ouiedo, 749 causas, 179 juicios de Dere- 
cho, 19 Jurados y 30 asuntos civiles; en Albacete, 427 cau- 
sas, 11 5 juicios de Derecho, 13 Jurados y 54 asuntos ciui- 



les; en Valladolid, 61 1 causas, 11 2 juicios de Derecho, cua- 
tro Jurados y 17 asuntos ciuiles; en Sorra, 206 causas, 44 
juicios de Derecho y 10 Jurados, y en Segouia, 186 causas, 
26 juicios de Derecho y cinco Jurados. 

Claro es que, si la desigualdad no ha de corregirse aumen- 
tando el namero de  funcionarios que constituyen la plantilla 
total de la Carrera, solución para la que no parecen ser pro- 
picias las circunstancias, habrá que distribuirlos de modo muy 
distinto del actual, abandonando el principio, hasta ahora se- 
guido, de que no haya Audiencia alguna con un solo Fiscal; 
es este un principio que salva los inconvenientes que ofrece- 
rfa, sobre todo para inspecciones sumariales, imposibilidades 
fisicas transitorias, vacaciones y licencias, la unipersonalidad, 
pero estas necesidades de suplencia accidental podrian fácil- 
mente salvarse enviando en comisión, por el tiempo previsi- 
blemente breve que la necesidad durase, a ftincionarios de 
otra Fiscalia próxima en la que hubiese varios, y, de todas 
suertes, me parece que todas las indicadas desventajas no 
compensan la que representa la enorme desproporción per- 
manente en el reparto de trabajo. 

Y ya que de trabajo en las Fiscalias hablamos, seanos Ii- Nece~2yad de 

cito dedicar un momento a los modestos oficiales o escribieii- crearelCuef-- 

tes de las Fiscalías de las Audiencias, que ni figuran como 90 de Ofczales 

funcionarios del Estado, ni tienen garaiitias de estabilidad ni de F i s c a l i a .  

esperanza de ascensos, jubilaciones, etc. La remuneración de 
cada uno consiste (prescindiendo de Madrid y Barcelona) en 
1.500 pesetas anuales de gratificación, consignadas en presu- 
puesto, o sea, en total, 72.000 pesetas. De la labor que reali- 
zan, de la honradez con que proceden y de la pobreza con que 
viven, son testigos de mayor excepción los Fiscales de las 
Audiencias - que solicitan en sus Memorias, de modo unánime, 
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que se ponga fin a la situación en que aquellos modestos auxi- 
liares suyos se encuentran, constituyCndose el Cuerpo de Ofi- 
ciales o Auxiliares de las Fiscalias. Si se estableciese una plan- 
tilla de seis oficiales con 5.000 pesetas, 12 con 4.000 y los 
otros 30 con 3.000, el servicio costaría 168.000 pesetas anua- 
les, y deducida de esta cantidad la de 72.000 pesetas que hoy 
importan las gratificaciones, la creación del Cuerpo supondria 
solamente un aumento presupuestario de 96.000 pesetas, que 
constituiria una importante mejora, aun sin salir de los limites 
de la humildad para estos integros y benemeritos empleados. 

Retiradas de El estado núm. 6 se refiere a las retiradas de acusación, y 
o c z ~ s ~ c i d n .  la más ligera ojeada basta para poner de relieve que su ndme- 

ro en cada Audiencia no se halla en proporción con el ndmero 
total de juicios celebrados; asi, por ejernplo,en la Audiencia 
de Madrid, donde se han celebrado 1.275 juzcios de Derecho 
y 227 por Jurados, ha habido 22 retiradas de acusacidn, y en 
Barcelona 27, con 1.129 juicios de Derecho y 118 de Iura- 
dos, mientras en Granada, con 929 juicios de Derecho y 90 
de Jurados se  han retirado 179 acusaciones, y en Cádiz 132, 
habiendo visto 503 juicios de Derecho y 75 de Jurados, y la 
diferencia no es sólo en este año, pues en el pasado las reti- 
radas, juicios de Derecho y por Jurados, fueron en esas cuatro 
Audiencias las siguientes: Madrid, 12, 2.013 y 164; Barce- 
lona, 26, 1.018 y 93; Granada, 119, 517 y 96, y Cddiz, 137, 
502 y 40. 

Verdad es que en esta materia es dificil unificar los crite- 
rios y establecer reglas inflexibles que pondrían a los funcio- 
narios en el dilema, o de hurtar muchos casos a los posibles 
esclarecimientos y a la fiscalización colectiva que el juicio 
oral y pdblico ofrece, o de cargar la propia conciencia acu- 
sando sin intima convicción y sólo por seguir el satánico con- 
sejo cprocure siempre acertalla el honrado y principal-más 



si la acertare mal-sostenella y iio emendallab. Pero es deber 
mio Ilaniar la atención de los Fiscales paar que, antes de so- 
licitar la apertura del juicio oral, examinen con todo cuidado 
la consistencia de los motivos en que han de basar la acusa- 

. ción para que se  dé lo menos frecuentemeiite posible esa ne- 
cesidad ética de desistir de la acción penal en vista del resul- 
tado de las pruebas. Aunque estas tienen el natural y legal 
campo de desarrollo en el juicio, sus elementos se  recogen y 
preparan en el sumario que, casi siempre, ofrece datos su- 
ficientes para prever el exito que aquéllas pueden tener en el 
público debate 

Los cuadros estadisticos ntims. 10, 11 y 12 afectan exclu- Cuadros esfa- 

sivamente a la Fiscalía general, y han sido objeto de modifica- disticos ~ e h -  

ciones y de aumento. Hasta la Memoria del año pasado in- fivoos a la 

clusive, el ntim. 10 comprendía los asuntos criminales, los calia gencr al. 

civiles y los contencioso-administrativos, pero en los prime- 
ros no se hacía distinción entre los que correspondían a la 
jurisdicción ordinaria de los propios de la militar, y en los ci- 
viles se  incluían, también sin diferenciación, los relativos a) 
Derecho social. En el presente año, el contenido de ese esta- 
do se  ha repartido entre dos, el 10 y el 11, consignando en 
el 10 los datos concernientes a la Sala 2.", distinguiéndolos 
de los relativos a la Sala 6." y destinando el 11 a los datos 
que afectan a las Salas 3.a y 4.a, y 10s que se  refieren a las 
Salas l." y 5." con diferenciación entre los asuntos propia- 
mente civiles y los sociales. 

De estos dos cuadros estadisticos, comparados con el nú- 
mero 10 de la Memoria anterior, resulta lo siguiente: 

La Fiscalía general intervino, durante el año 1932, en 1.202 
asuiitos criminales correspondientes al Tribunal pleno, a la 
Sala 2." y a la 6." Y, en 1933, ha despachado 1.558 de la 
Sala 2." y 1.808 de la Sala e.", o sea, en junto, 3.366 (2.124 

MEMORIA 2 



/ ,a Estadz'ffi- 

ca relativa a 

zos procedi-  

mientos de u?-- 

gcncia 3 a 10s 

exjerlientes de 

mhs que el año anterior), cifra que implica un aumento del 
172'14 por ciento. 

El número de asuntos despachados por las Salas lea y 5." 
se ha elevado tambien considerablemente: en 1932, intervino 
la Fiscalia en 1.316 asuntos correspondientes a dichas Salas; 
en 1933, ha despachado 878 de la de lo Civil y 1.090 de la de 
lo Social, que suman 1.968, 652 más que los del año anterior, 
lo que significa un aumento del 57'14 por ciento. 

Asuntos contencioso-administrativos ha despachado la 
Fiscalia, durante el aiio a que esta Memoria se refiere, 1.636, 
esto es, 121 mas que el año 1932 (7'90 po,. ciento de au- 
mento). 

El cuadro núm. 12 (que en la Memnria anterior lleva el 
núm. 11) se refiere a otros trabajos de la Fiscalia general: 
informes para la Sala de gobierno, consultas, juntas, etc. Los 
datos que contiene no ofrecen variación relevante compara- 
dos con los del año anterior. 

S e  completan los datos estadisticos de la Memoria de este 
año con los contenidos en los estados núms. 13 y 14, que se  
refieren respectivamente a las causas tramitadas con arreglo 
al procedimiento de urgencia que estableció la ley de Orden 
público de 28 de Julio de 1933, rectificada en 1 ." de Agosto 
del mismo año, y a los expedientes sustanciados conforme a 
la ley de Vagos y Maleantes de 4 de Agosto del mismo año 
próximo pasado. Digamos pronto, para evitar confusiones, 
que el primero de dichos estados comprende todos los juicios 
tramitados por el procedimiento de urgencia desde su im- 
plantación hasta 30 de Junio último; pero que el ntlmero de 
estos juicios, hasta el 31 de Diciembre de 1933, va ya incluído 
el los totales del cuadro estadístico núm. 4. Hay, pues, que 
considerar los datos del estado núm. 13 en si mismos, sin re- 
lación con el núm. 4. Y resulta de él que se  han incoado 
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8.263 procedimientos de urgencia, de los cuales están en tra- 
mitación 1.143 y se  han terminado 7.120; de éstos, 393 (el 
5'50 por ciento) por haberse extinguido la acción penal, 2.718 
(el 38'17 por ciento) por sobreseimiento y 4.009 (56'30 por 
ciento) por sentencia; de estas 4.009 senterícias han sido ab- 
solutorias 937 (el 23'38 por ciento) y condenatorias 3.072 (el 
75'62 por ciento). Si recordamos ahora que la proporción de 
sentencias condenatorias en los jtiicios fallados por los Tribu- 
nales de Derecho, según el estado núm. 4,  en el que están 
mezclados los procedimientos ordinarios y los de urgencia 
celebrados hasta 31 de Diciembre de 1933, fué de 75'43 por 
ciento y la de las absolutorias de 24'57 por ciento, y que en 
el año 1932, en que no se  habían establecido los juicios de 
urgencia, los fallos condenatorios estuvieron en proporción 
del 76'49 por ciento y el de los absolutorios de 23'51 por 
ciento, podremos lógicamente establecer la con~lusión de que 
no influye la mayor brevedad del procedimiento en el aumen- 
to de fallos condenatorios, lo que parece demostrar que en 
ese tipo procesal no están los derechos de los inculpados 
menos garantidos que en el proceso común u ordinario. 

Según el estado n8m. 14, el número total de expedientes 
incoados para la aplicación de la ley de Vagos se  eleva a 
3.952, de los cuales se  están aún tramitando 658 y s e  han 
terminado 3.294; en 1.507 de éstos (45'75 por ciento) se  ha 
declarado no haber lugar a la aplicación de medidas de segu- 
ridad y en 1.787 (54'25 por ciento) se  ha resuelto aplicarlas. 
S e  advierte una gran diferencia en el número de expedientes 
incoados en ciudades de población análoga: asi, en Barcelo- 
na ha habido 1.161, mientras en Madrid solamente 434; en 
Gerona, 98 por 12 en Lérida. También se  observa una gran 
desproporción en el sentido de las resoluciones: en Barcelo- 
na, de 1.026 sentencias han sido absolutorias 548 (el 53'41 
por ciento) y disponiendo la aplicación de medidas de seguri- 
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dad 478 (el 46'59 por ciento); en Madrid, de 323 resoluciones 
han sido absolutorias 34 (el 10,53 por ciento) y 289 decidien- 
do imponer medidas de seguridad (el 89,47 por ciento); en 
Zaragoza, de 126 resoluciones, 113 fueron favorables a In 
aplicación de medidas de seguridad (el 89'68 por ciento) y 13 
absolutorias (10'31 por ciento), y, en cambio, en Badajoz, de 
141 resoluciones fueron absolutorias 83 (58'86 por ciento) y 
condenatorias 88 (41'14 por ciento). Indican estas diferencias 
en la proporción de sujetos sometidos a expediente y del 
sentido en que kstos se  han resuelto, una gran variedad de 
criterios acerca de lo que se  entiende por estado peligroso y 
d e  los elementos de prueba necesarios para declararlo, varie- 
dad que no es más que la reproducción, en las aplicaciones 
practicas del concepto de peligrosidad, de las discrepancias 
surgidas entre los penalistas que lo elaboraron cientificamen- 
te, partidarios unos de darle en el Derecho sustantivo y en el 
procesal amplitudes que aseguraran todo lo posible la defensa 
social, y propugnadores los otros de establecer acuciosas 
limitaciones jurídicas que garantizasen en el máximo grado la 
libertad individual. 

La unificación en los criterios de aplicación práctica del 
.concepto de estado peligroso s e  irá gradualmente logrando, 
sin duda, dentro de lo posible, cuanto más se  vaya penetran- 
.do en el espiritu de la ley; a ello contribuirá seguramente la 
actuación inteligente y disciplinada de los funcionarios fisca- 
les, y es d e  esperar que tambidn será eficaz en este sentido . "  
la reglamentación, ya casi ultimada, que el art. 21 de la ley 
de  4 de Agosto de 1933 encomendó a los Ministerios de Jus- 
ticia y Gobernación. 



Terminaremos estas observaciones a los cuadros estadis- Deficiencias 

ticos que acompañan a la Memoria haciendo notar que quedan dc I a  acft'a' 

fuera de ellos los datos numéricos relativos a la actuación de EstadiS*icn; 

las Fiscalias militares y de las provinciales de lo Contencioso- rrrcesrdad de  

re formar la .  administrativo. 
Para años sucesivos debe subsanarse este defecto y, ade- 

más, estudiar la orientación de la Estadística hacia fines m8s 
complejos que el que actualmente tienen casi como exclusivo 
la mayor parte de sus cuadros, el de dar a conocer la cantidad 
de trabajo rendido por los funcionarios fiscales. Con sencillas 
modificaciones en los cuadros podrian obtenerse datos acerca 
de otros extremos interesantes de la realidad judicial es- 
pañola. 

B) Examen de algunas cuestiones jurídicas. 

El art. 4." de la Constitución de 1869, después de dispo- <Deben rat if-  

ner que ningiin español podría ser preso sino en virtud de los au- 

mandamiento de Juez competente, preceptuaba que el auto *OS dep"idn 

en que se  hubiere dictado el mandamiento se  ratificarfa c ~r0"zsi092aL' 

o repondría, oído el presunto reo, dentro de las setenta y dos 
horas siguientes al acto de la prisión. En garantía de este 
precepto, el Código penal de 1870 conminaba sanciones con- 
tra la Autoridad judicial que no ratificase el auto de prisión o 
no lo dejare sin efecto dentro de las setenta y dos horas 
siguientes a la en que aquél hubiere sido dictado (núm. 2." del 
art. 214) y contra el Alcaide de cárcel o cualquier otro funcio- 
nario público que retuviese a un ciudadano en prisión después 
de las setenta y dos horas de haberle sido entregado en cali- 
dad de preso o habérsele notificado el auto de prisión, sin que 
durante este tiempo le hubiese sido notificado también el 



auto ratificando aqu6l (segundo supuesto del núm. 3." del ar- 
ticulo 213). 

La Constitución de 1876 reprodujo, en el párrafo tercero 
de su art. 4.", el mandato de la de 1869 relativo a la ratifica- 
ción de la prisión, y la ley de Enjuiciamiento criminal, promul- 
gada en 17 de Septiembre de 1882, estableció, en su art. 516, 
que el auto de prisión se habria de ratificar en todo caso, o 
reponerse, oido el presunto reo, dentro de las setenta y dos 
horas siguientes al acto de la prisión. 

La Constitución de la República garantiza, en su articu- 
lo 29, el derecho de libertad personal, pero en ninguno de 
los cuatro párrafos de este articulo exige la ratificación de la 
prisión. 

Y, por su parte, el Código penal de 1932 no define delito 
alguno relacionado con el hecho de no ratificar el auto de 
prisión. 

Y surge de aquí la duda acerca de si está vigente y debe 
ser, por tanto, observado por los Jueces el art. 516 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, o, por el contrario, debe enten- 
derse derogado por la Constitución de la República y por el 
Código penal de 1932. La duda se  ha resuelto prácticamente 
en opuestos sentidos, y mientras algunos Jueces siguen rati- 
ficando dentro de las setenta y dos horas los autos de prisión, 
otros no lo hacen. Pero, claro es, que con esta disparidad de  
criterios nada gana el prestigio de la Administración de Justi- 
cia, y que es deseable llegar a la unidad de aquéllos. 

Al hablarse de una derogación del art. 516 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal por la Constitución de la República y 
por el Código penal d e  1932, no se  hace referencia a una de- 
rogación expresa, que evidentemente no existe, sino que se  
alude a una derogación implícita, virtual, indirecta. Mas para 
que esta especie de derogación tenga lugar, es necesario que 
entre la ley posterior y la anterior haya una colisión directa, 



es decir, que regulen la misma materia desde el mismo pun- 
fo de vista con preceptos incompatibles (E nn  ccerus) . 

iconcurren estas condiciones en el caso a que nos refe- 
rimos? 

Es indudable que la Constitución, en su art. 29; el Código 
penal, en los artículos en que define los delitos de detención 
y prisión ilegales, y la ley de Enjuiciamiento criminal, en su 
art. 516, regulan la misma materia, puesto que todos esos 
preceptos atañen a la libertad individual; no es menos indu- 
dable que la regulación de esa materia se  hace desde el mis- 
mo punto de vista, el de proteger el derecho de libertad per- 
sonal, principalmente, contra las arbitrariedades de los órga- 
nos y agentes del Poder público, aunque este punto de vista 
genérico se especifique de tres modos distintos (autolimita- 
ción constitucional, tutela penal y garantia procesal). 

Pero, {existe incompatibilidad de preceptos? Se da ésta 
cuando el ordenamiento legal anterior contiene normas o res- 
ponde a un sistema o se inspira en criterios que la nueva ley 
rechaza (sentencia del Tribunal Supremo de 30 de Agosto 
de 1924). 

De inconciliabilidad de normas no puede hablarse en este 
caso, puesto que ni la Constitución de la República ni el Có- 
digo penal establecen nada en contrario de la ratificación del 
auto de prisión: se limitan a no hablar de ella. Pero, {habrá 
contradicción de sistemas o de criterios rectores entre esos 
Cuerpos legales y la ley de Enjuiciamiento criminal en cuan- 
to a la regulación de  las garantías jurídicas que respectiva- 
mente otorgan a la libertad individual? Para tutelar este dere- 
cho contra los abusos de la prisión preventiva, unas legisla- 
ciones siguen el sistema que podemos denominar de caduci- 
dad, y otras el que puede llamarse de revisión; consiste el 
primero, cuyo ejemplo mds característico se  encuentra en el 
famoso Habeas corpus, en que el arresto, detención o pri- 
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sión queda de  derecho sin eficacia por el mero transcurso de  
un plazo determinado; en el segundo sistema (de que es ejem- 
plo la legislacióri noruega) s e  exige que la Autoridad revise 
periódicamente los motivos de  la privación d e  libertad, seña- 
lando, por ejemplo, términos para la presentación del deteni- 
do al Juez, para la confirmación o rectificación por éste del 
arresto, etc.; pero cuando transcurren estos términos sin ve- 
rificarse la revisión, no queda privado de eficacia juridica el 
acuerdo d e  privación preventiva d e  libertad, sin perjuicio de  
que se exija responsabilidad criminal o disciplinaria a la Au- . 
toridad que omitió indebidamente la revisión. 

La mayoría de las legislaciones, sin embargo, no siguen 
exclusivamente uno d e  estos sistemas, sino que combinan los 
dos de  diversos modos, dando lugar a un tercer sistema, el 
ecléctico, que toma del de revisión el señalamiento de  plazos, 
durante los cuales la Autoridad judicial ha de  realizar ciertos 
actos que la obligan a considerar d e  nuevo los motivos del 
arresto preventivo, y del sistema de caducidadla cesación de  
derecho de  la privación de libertad si transcurren los términos 
fijados sin que s e  realicen por el Juez aquellos actos, debien- 
do recuperar su libertad el preso y sancionándose a quienes, 
teniéndole a su cargo, no se la dieren. 

La existencia de este tercer sistema y su extensión legis- 
lativa, demuestra que entre los otros dos no hay incompati- 
bilidad alguna y que pueden mezclarse en diferentes maneras 
y proporciones, sin que s e  produzcan teórica ni prhcticamen- 
t e  incongruencias inadmisibles; pueden, por tanto, sin incon- 
veniente alguno, combinarse, ya en todos los estadios d e  la 
privación preventiva de  libertad (detención por quien no sea 
autoridad judicial, detención por esta, prisión propiamente 
dicha, prisión ratificada), ya solamente en alguno rigiéndose 
los demás por uno d e  los sistemas básicos. 

Y con esto tenemos ya  resuelta la cuestión debatida: el 



sistema que resultaba de la relación entre los preceptos de la 
Constitución de 1876, del Código penal de 1870 y de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, era el ecléctico aplicado tanto 
a la detención corno a la prisión; el sistema originado por la 
relación entre los preceptos es  la Constitución de la Repúbli- 
ca, del Código penal de 1932 y de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, es el ecléctico respecto de la delencidn (ya que 
si no se  eleva a prisión dentro del término legal, el funciona- 
rio que tiene a su cargo al detenido y no lo pone en libertad 
incurre en responsabilidad criminal) y es el de simple reui- 
sión en cuanto a la prisión ya decretuda, puesto que, si no 
se  ratifica dentro del termido legal, no por eso debe ponerse 
en libertad al preso, sino que la oinisión dará lugar solamente 
a la responsabilidad (de orden disciplinario, puesto que el 
Código penal de 1832 no contiene definición delictiva análo- 
ga a la del núm. 2." del art. 214 del Código penal de 1870) 
del Juez que omitió la ratificación. 

De los razonamientos expuestos se infiere: 1 .O, que esta 
vigente el art. 516 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y 
que, por tanto, el auto de prisión debe ratificarse o reponerse, 
oido el presunto reo, dentro de las setenta y dos horas si- 
guientes 21 acto d e  la prisión; 2.', que la falta de ratificación 
de la prisión, no produce la caducidad de ésta, y por ello no 
pueden los funcioiiarios que tengan a su cargo al preso po- 
nerle en libertad; 3 O, que el Juez que deje de ratificar el auto 
de prisión, no incurre en otra responsabilidad que la discipli- 
naria. 

Y, claro es, que lo dicho se refiere solamente al procedi- 
miento penal ordinario y no al de urgencia establecido por la 
ley de Orden publico, ya que ésta dispone expresamente, en 
el apartado h) del art. 71, que los autos que se  dicten en los 
casos comprendidos en este articulo, no precisarán de la rati- 
ficación, lo cual viene a demostrar (dicho sea e.1 abundantia) 
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La Le? de Or-  

den pdblico: 

a)  <Debe ex- 

.de urgencia a 

toda cLase de 

:-: ]idicfos? :-: 

que el legislador no creía que las disposiciones de la Consti- 
tución de la República y del Código penal de 1932 habían 
derogado la ley de Enjuiciamiento criminal. 

Como se hace notar en el resumen de las Memorias de 
las Fiscalías de las Audiencias, el procedimiento de urgen- 
cia establecido por la ley de Orden público, ha tenido en 
los Fiscales tan favorable acogida, que muchos propugnan 
como una de las reformas más deseables, su implantación 
legislativa para toda clase de juicios. Cierto es que ha dado 
a la justicia penal una agilidad de movimientos y una ra- 
pidez de que carecia, sin menoscabar los fundamentales 
derechos de defensa, y ha enseñado a Jueces y Fiscales 
a prescindir de muchas diligencias que esterilmente impri- 
mían lentitud al ritmo procesa!. Pero tal vez sea prema- 
turo convertir en común este procedimiento excepcional, por- 
que es la práctica la que ha de ofrecer ocasiones y motivos 
de discernir todo el alcance y posible desarrollo de los pre- 
ceptos que lo regulan, y de demostrar si estos tiene deficien- 
cias que deban ser corregidas; desde luego, no parece aven- 
turado afirmar que, por una parte, la ley que lo establece 
peca por defecto al no admitir la citación directa, por lo me- 
nos en los delitos de prensa y en los flagrantes, y, por otra 
parte, incurre en exceso al no ofrecer con todas las garantías 
necesarias, para evitar abusos, medios que permitieran la con- 
versión, en casos excepcionales, del juicio sumario en pro- 
cedimiento ordinario. 

Pero, por de pronto, incumbe a cuantos intervenimos en 
la Administración de Justicia, esforzarrios en penetrar el es- 
píritu de la ley y armonizarla con las demás que constituyen 
nuestro ordenamiento jurídico-positivo, para encontrar justos 
criterios que nos guíen en la resolución de las dudas, que al 
aplicarla se nos presenten. 



Una de trascendental importancia surgió apenas comenza- 1 ) )  Elconcej- 

da la vigencia de 16 ley de Orden público. Al señalar ésta, en ' O  de defi- 

s u  art. 64, como de la competencia de los Tribunales de urgen- 'OS """" 
ovderr pziblico cia los delitos de orden público, &se referia solamente a los --- 
segNtz la (e? que el Código penal comprende bajo este calificativo en el 
de 28 de J7i iu  

iítulo 111 del libro 11 del Código penal, o también a cualquier 
:-: de 19.33 : : 

delito no comprendido en ese titulo, pero que constituyese 
acto que afectara al orden público (según el art. 2.' de la ley, 
o que fuese contra éste (conforme a la enumeración que se 
hace en el art. 3.')? 

Una definición expresa del orden público o una enumera- 
ción de los elementos constitutivos de este concepto no se  
daba en las leyes penales vigentes al promulgarse la de 28 de 
Julio de 1933. Esta, por el contrario, en su art. 1.' lo define al 
decir: te! iiormal funcionamiento de las instituciones del Es- 
ltado y el libre y pacifico ejercicio de los derechos individuales, 
políticos y sociales definidos por la Constitución, son funda- 
mento del orden  público^ . Este amplio concepto no sólo com- 
prendelos delitos definidos en el titulo 111 del libro 11 del Có- 
digo penal, sino también, evidentemente, los del titulo 11 (con- 
tra la Constitución) y los del titulo 1 (contra la seguridad ex- 
terior del Estado); de modo que, para aquella ley, el orden pú- 
blico viene a identificarse con la seguridad del Estado (seguri- 
dad cuya excisión en exterior e interior dimana de un equivoco 
consistente en confundir las causas y los efectos,puesto que si 
la seguridad del Estado puede ser atacada por causas prove- 
nientes del exterior o del interior, los efectos recaen siempre 
sobre el interior), es decir, con la situación de tranquilidad 
colectiva que es bdse fundamental de la estabilidad y progre- 
so de las sociedades humanas. 

El delito contra el orden público para la nueva ley no se  
restringe a los que el Código penal define, como tales, sino 
que alcanza casi la misma extensión que el Derecho romano 



asignaba al crimen deperduellio y es igual a la queaceptabala 
ley de Orden público de 1870, cuyo art.2.' decia: <Son objeto 
de esta ley: 1 .O Las medidas gubernativas que las Autoridades 
civiles y militares pueden y deben adoptar para mantener y 
restablecer el orden piiblico y para prevenir los delitos contra 
la Constrtución del Estado, contra la seguridad interior g 
eaterior del mismo y contra el orden publico que la vigente 
ley penal condena. 2.' La competencia de los Jueces y Tribu- 
nales en las causas criminales que se  formen sobre dichos de- 
litos, y el procedimiento a que éstas han de ajustarse.. 

Por todo lo dicho, creemos que al hablar el art. 64 de la 
ley de 28 de Julio de  1933 de los delitos comprendidos en los 
capítulos I, 11 y III, libro 11 del Código penal, no ha habido, 
como muchos creen, una omisión, la de no consignar el nB- 
mero del titulo a que corresponden esos capitulos, y que, 
según esa opinión, e s  el 111, sino que ha existido una errata, 
la de cambiar la palabra iítulos, que se  quiso consignar, por 
la de capítulos, que se  consignó. 

Mas la ley de 1933 no se  conformó con esta amplitud dada 
al concepto de delitos contra el orden público (que, repetimos, 
es la misma que le daba la ley de 1870), sino que aun la exten- 
dió: a), a los delitos de tenencia ilicita de armas y de tenen- 
cia y uso de explosivos y de los conexos con todos los expre- 
sados en el art. 64, y b), a los delitos que consistan en actos 
que afecten al orden público segiin el art. 2.", o que vayan 
contra él según el art. 3." 

Sostuvo desde el principio esta Fiscalfa (respondiendo a 
la consulta del Fiscal de cierta Audiencia, como puede verse 
en el Apéndice cuarto de esta Memoria) este amplio concep- 
to del delito contra el orden público, y la Sala segunda d e  
este Tribunal aceptó la doctrina en su sentencia de 25 de No- 
viembre de 1933, de la que fué ponente el Magistrado 
Sr. Antón Oneca. 
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Otra duda que ofreció la ley fué la de la compatibilidad 
entre la disposición relativa a la ~risión incondicional de los 
procesados, que establece el apartado a) de su art. 71, y la 
aplicación de la ley de 10 de Septiembre de 1931, que incor- 
poró a la de Enjuiciamiento criminal los arts. 472 y 473 del 
Código de Justicia militar relativos a la prisión atenuada. S e  
entiende por algunos que esta ley no puede aplicarse a los 
procesados por delitos sometidos a los Tribunales de urgen- 
cia, por impedirlo el caliAcativo de incondicional con que la 
de Orden piiblico califica la prisión que, según dispone, debe 
ser decretada contra los presuntos culpables; mas los que así 
opinan no han advertido que prisión incondicional ha signi- 
ficado siempre, no la forma (atenuada u ordinaria) de ejecu- 
tarse la privación de la libertad provisional del procesado, 
sino que éste no pueda eludir la prisión (sea cualquiera el 
modo de ejecutarse de ésta) mediante el cumplimiento de una 
condición, como la de prestar fianza o la de obligarse apud 
acta a comparecer ante e1 Tribunal en ciertos dias y siempre 
que fuese llamado. 

También se ha planteado el problema relativo a la compa- 
tibilidad entre el mismo precepto de la ley de Orden público 
y del art. 5.' de la ley de 17 de Enero de 1901, que dispone 
que scuando al Formular la acusación o despuks de formula- 
da, resultare que el procesado habia estado preso preventiva- 
mente un tiempo igual o mayor que la pena más grave que 
contra 6I'se solicite, el Tribunal resolverá, por determinación 
especial, la libertad del procesado si no estuviese reducido a 
prisión por otra causa, sin perjuicio de continuar el procedi- 
miento, y,  si señalado el dia del juicio no compareciese el 
procesado por motivos no justificados, quedara excluido de 
los beneficios de esta ley,. 

La finalidad del proceso penal es compleja, porque me- 
diante él se tiende a realizar dos intereses públicos de trans- 

C) i Prtede de- 

c r e t a r s c  /a  

prisróti a f e -  

?itrad# rif /<?S 

fi 1-0 cr dini ir?z. 
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cendencia análoga: el de la represión mediante la imposición 
de la pena al delincuente y el de evitar et peligro que, por 
error o arbitrariedad, puede correr la libertad individual penan- 
do a un inocente o condenando al culpable de modo más gra- 
ve que el preestablecido por la ley; y estos dos intereses pd- 
blicos, el de la represión y el de la libertad, son igualmente 
esenciales 31 característicos en el enjuiciamiento criminal que 
debe armonizarlos de  tal modo que se obtenga la máxima 
eficacia represiva con la menor limitación posible de la liber- 
tad de los individuos. 

Y como el procedimiento de los Tribunales de urgencia 
está, como el ordinario, informado por la finalidad compleja 
de que acabamos de hablar, cuando dados los terminos del 
acta de acusación está ya cumplido el patlico interés de la 
represión del delito, no hay razón para que no se  ponga a 
salvo el tambien público interés de la libertad. 

L a  l i b e r t a d  Dispuso el Ministerio de Justicia en Decreto de 2 2 d e  
condicionalde Marzo de 1932 la concesión de la libertad condicional a los 

se?ffioge- penados que tuvieren setenta afios cumplidos o en cuanto Ile- 
:-: narios. :-: garan a esta edad. Este Decreto, que vino a establecer prác- 

ticamente una ca isa de exclusión de la pena en favor de los 
que, al pronunciarse su condena, fuesen ya septuagenarios, 
se fundaba, según s e  hacía constar en el preámbulo, en la 
previsión ministerial de que próximamente habria Iá legisla- 
ción penal de equiparar en orden a la responsabilidad aquella 
avanzada edad a la inferior a dieciseis años; mas tal previ- 
sión falló plenamente, porque el Código penal que empezó a 
regir en 1 .O 'de Diciembre de 1932, si bien estableció como 
causa de exención de  responsabilidad criminal la edad menor 
de dieciseis años, no consignó como eximente, ni siquiera 
como atenuante, la edad mayor de setenta años, ni al estatuir 



en los arts. 101 y 102 acerca de la libertad condicional hizo 
excepción alguna en favor de los septuagenarios. 

La disposición del Decreto quedó, por tanto, virtualmente 
derogada por el Código penal, por ser aquella incompatible 
con el criterio seguido por dste en cuanto a la influencia de 
la edad en la responsabilidad criminal. 

El art. l." de  la ley de Accidentes del trabajo en la indus- 
tria, dice que, a los efectos de la misma, c.se entiende por 
accidente toda lesión corporal que el operario sufra con oca- 
sidn o por consecuencia del trabajo que ejecute por cuenta 
ajena). 

El art. 6.' de la misma ley establece que ael patrono es 
responsable de los accidentes definidos en el art. 1.' ocurridos 
a sus operarios, a menos que el accidente sea debido a fuerga 
mayor e~trafia al trabajo en que se produzca el accidente. 
Deberh entenderse existente fuerza mnyor extrafia, cuando 
sea de tal naturaleza que ninguna relación guarde con el ejer- 
cicio de la profesión de que se  trate. La imprudencia profe- 
sional, o sea la que es consecuencia del ejercicio habitual de 
un trabajo y derivada de la confianza que este inspira, no 
exime al patrono de responsabilidad,. 

Estas disposiciones han venido siendo aplicadas por los 
Tribunales en el sentido que realmente las inspira: en el de 
que no constituyen accidente del trabajo las lesiones corpora- 
les sufridas por el obrero a causa de energías, ya ajenas a la 
voluntad humana, ya procedentes, dolosa o culposamente, de 
ésta (aunque la voluntad sea la del mismo lesionado, salvo la 
excepción de imprudencia profesional), siempre que aquellas 
energías no tengan conexión con el trabajo que tenía a su 
cargo el obrero que suFrió las lesiones personales. 

Mas, por contra, el Tribunal Supremo ha establecido, en 
sentencias de 8 de Abril de 1924 y de 8 de Enero del presen- 
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te año, que cuando a la producción de las lesiones personales 
contribuya una voluntad dolosa o culposa relacionada con el 
trabajo de que se  trata, la responsabilidad civil o penal que 
del dolo o culpa dimane, no excluye la originada por el riesgo 
profesional, sino que ambas son compatibles. iEn qué con- 
diciones? SegSin se infiere de dichas sentencias, en las si- 
guientes: 

a)  La responsabilidad dolcsa o culposa tiene primacia 
sobre la que establece la ley de accidentes del trabajo, y úni- 
camente cuando aquella, por sobreseimiento o por sentencia 
absolutoria o por sentencia en que se condene a un insoluen- 
te no puede hacerse efectiva, nace para el patrono la respon- 
sabilidad por accidente del trabajo. 

b) Esta responsabilidad de segundo grado no es defini- 
tiva por su propia naturaleza, ya que desaparece: l.", en caso 
de sobreseimiento de la causa cuando esta se abre de nuevo 
y termina por sentencia en la que se  condene a una persona 
solvente; 2 . O ,  en caso de  insolvencia cuando el insolvente 
llega a mejor fortuna. En ambos casos, el patrono que indem- 
nizó el accidente de trabajo puede repetir el importe de esta 
indemnización contra el culpable por dolo o por culpa. 

c) El obrero no puede licitamente cobrar totalmente las 
dos indemnizaciones (sin duda porque habrfa entonces por 
su parte un enriquecimiento sin causa). 

Esta doctrina, fiel aplicación de los principios que informan 
la legislación sobre accidentes del trabajo, icómo se aplicará 
en la hipótesis de que el responsable por dolo o culpa sea el 
mismo patrono responsable del riesgo profesional? Esta hipó- 
tesis puede realizarse con frecuencia; ejemplos: el patrono de 
dos obreros sera declarado subsidiariamente responsable por 
el acto imprudente cometido por uno de aquéllos y que, te- 
niendo relación con el trabajo de ambos, haya sido causa de 
que el otro sufra lesiones personales; un patrono instala una 



maquinaria eléctrica incumpliendo, al hacer la instalación, las 
prescripciones reglamentarias relativas a la seguridad de las 
personas, y, a consecuencia de la omisión, un obrero muere 
electrocutado, y esto darA lugar a la condena de aquél por un 
delito de imprudencia temeraria. .. 

cQué debe hacerse en la indicada hipótesis si el patrono 
habia ya pagado al obrero la indemnización por accidente 
antes de ser condenado en procedimiento civil o criminal, a 
consecuencia de su conducta dolosa o culposa o de la de otra 
persona de aquellas por quienes se  responde civilmente? La 
solución nos parece de indiscutible evidencia: la cantidad sa- 
tisfecha como indemnización del accidente se debe imputar a 
la indemnización por fl010 O culpa en el correspondiente pro- 
ceso civil o penal, y, por tanto, en Cstos debe el patrono ser 
condenado solamente a satisfacer aquella cantidad en que la 
indemnización por culpa extracontractual exceda a la pagada 
por riesgo profesional. 

La cuestión tiene gran importancia; porque si nuestra 
opinión prevalece, en los casos en que el patrono sospeche 
que puede exigirsele responsabilidad civil por dolo o por ne- 
gligencia, no tendrá inconveniente en apresurarse a hacer 
efectiva la indemnización por accidente, ya que tendrá la se- 
guridad de que, en caso de que aquella responsabilidad civil 
se declare contra él (ya fundada en actos propios, ya en los de 
alguna de las personas por quienes esta obligado a responder) 
no será condenado a pagar al obrero sino la diferencia que 
pueda resultar entre ambas indemnizaciones; pero si sabe que 
puede condenársele en el juicio civil o penal a pagar la total 
cantidad que como indemnización se fije sin tomar en cuenta 
la que por el accidente satisfizo y para recuperar la cual ten- 
dria que seguir un juicio contra el obrero, esperaría para pa- 
gar el accidente a que se resolviera acerca de la responsabili- 
dad civil, dilación que redundaria en perjuicio del obrero. 

M~MORIA 111 
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Suspender pagos significa dejar de satisfacer las deudas 
inmediatamente exigibles, esto es, cesar en elpago corriente 
de las propias obligaciones, y como quiera que, segiin el 
art. 874 del Código de Comercio, .se considera en estado de 
quiebra al comerciante que sobresee en el pago corriente de 
sus obligaciones~, surge la cuestión siguiente: iqué diferen- 
cia hay eiitre la cesación de pagos que motiva la quiebra del 
comerciante y la que da tan sólo lugar a la declaración judicial 
de que el comerciante se halla en suspensión de pagos? 

Para algunos autores la distinción es sencilla: En el esta- 
do de suspensión de pagos-dicen-la cesación en el cumpli- 
miento de las obligaciones es de carácter transitorio, provi- 
sional, interino; el comerciante tiene medios económicos 
bastantes para pagar sus deudas, pero en el momento de ser 
éstas exigibles no puede hacerlas efectivas porque entonces 
no puede disponer de aquéllos; falta el sincro,iismo entre el 
vencimiento de las obligaciones y la disponibilidad de los 
medios de satisfacerlas. La quiebra, en cambio, supone cesa- 
ción permanente y definitiva en el pago de las cieudas, porque 
el importe de éstas excede del activo del comerciante. Insol- 
vencia provisional igual a suspensión de pagos, insolvencia 
definitiva igual a quiebra. En esta simplicisima fórmula puede 
condensarse la teoria de los juristas aludidos, la cual parecía 
estar de acuerdo con el sistema del Código de Comercio 
después de la niodificación que en él introdujo la ley de 
10 de Junio de 1897, puesto que en sus arts. 870 y 871 exi- 
gfa como requisito indispensable para que un comerciante 
pudiese ser declarado en suspensión de pagos, que poseyera 
bienes suficientes para satisfacer todas sus deudas, aunque 
no hubiese podido hacerlas efectivas en las fechas de sus 
respectivos vencimientos; y decimos que la teorfa en cues- 
tión pareda estar de acuerdo con el sistema que en el Códi- 



go de Comercio introdujo la ley citada, porque la realidad es 
distinta de la apariencia, puesto que si bien e s  cierto que se- 
gún esas disposiciones no podía ser declarado en suspensión 
de pagos el comerciante cuyo pasivo fuese superior al activo, 
no es exacta la proposición inversa, ya que bastaba que el 
comerciante que hubiese sobreseído en el pago de sus obliga- 
ciones no se  hubiera presentado en suspensión de pagos den- 
tro de las cuarenta y ocho horas que señalaba el art. 871 para 
que, a instancia de los acreedores fuese, conforme al párrafo 
segundo del art. 876, declarado en quiebra aunque su pasivo 
no excediera del activo. 

Si el mencionadc criterio distintivo no es exacto, refirien- 
dolo exclusivamente al Código de Comercio d e  1885, la in- 
exactitud se  marca de modo m6s relevante si tenemos en 
cuenta las disposiciones de la ley de 26 de Julio de 1922, que 
expresamente establece la compatibilidad entre el estado de 
suspensión de pagos y la insolvencia definitiva. 

Y es que la quiebra, que esencialmente consiste en una 
ejecución colectiva, no requiere, como supuesto indispensa- 
ble, que el pasivo supere al activo, sino única y exclusiva- 
mente que se  cese o sobresea en el pago de las obligaciones 
corrientes, ya obedezca la cesación a exceso del importe de 
las deudas respecto del de los bienes, ya a que no coincidan 
en el tiempo la posibilidad de  disponer de éstos y el venci- 
miento de aquellas. 

Entonces, 2euáI es el criterio distintivo entre suspensión 
de pagos y quiebra? 

Las consecuencias de esta última son de enorme impor- 
tancia para el comerciante, no sólo en el orden económico, 
por el inmediato efecto de quedar desposeido de su patrimo- 
nio (dessaisissement, según la gráfica expresión francesa), 
sino en el orden personal (arresto) y en el social (incapacida- 
des profesionales y políticas); y ,  por ésto, todas las legisla- 



ciones ofrecen al comerciante que llega a cesar en sus pagos 
o que prevé la inminencia del cese la posibilidad de evitar la 
declaración de quiebra mediante un convenio preventivo con 
sus acreedores (relativo, ya a un aplazamiento, ya a una re- 
misión parcial de las deudas, ya a ambos extremos), o de ate. 
nuarla, despojándola de sus aspectos más perjudiciales para 
el quebrado (así la liquidación judicial francesa). De suerte 
que, entre los presupuestos de hecho de la situación juridica 
de quiebra y los de la de suspensión de pagos, no hay, en 
realidad, diferencia. Ambos están constituídos por la actual 
insoloencia del comerciante, transitoria o definitiva; pero la 
conversión del hecho de la insolvencia en situación juridica 
de quiebra puede ser evitada por el comerciante utilizando los 
medios qiie al efecto se  le conceden, distintos y sujetos a 
condiciones diversas según cada legislación; entre esas con- 
diciones puestas al convenio preventivo por el Código de 
Comercio de 1885, despuEs de su modificación por la ley de 
10 de Junio de 1897, estaba la de que el pasivo no fuera ma- 
yor que el activo, y, naturalmente, durante la vigencia de esta 
disposición, el comerciante que no se hallara en tal caso no 
podla utilizar aquel medio para eludir la conversión del hecho 
de la cesación de pagos en situación juridica de quiebra; en 
cambio, el mismo Código de Comercio, antes de su modifica- 
ción por la ley de 1897, no exigía tal requisito para que el 
acuerdo con los zcreedores, impeditivo de la quiebra, pudie- 
ra tener lugar. 

La vigente ley de 1922 sobre suspensión de pagos modi- 
ficó fundamentalmente la regulación de esta materia. Acepta 
el principio del Código de Comercio, antes de su reforma por 
la ley de 1897, de que no es  necesario para acogerse a la sus- 
pensión de pagos que el activo iguale o supere al pasivo; 
mas para evitar abusos de los conierciantes que aspirasen a 
reducir sus deudas por medio de quitas injustificadas o a obte- 



ner esperas excesivas, concede a los acreedores la inspección 
del estado económico del deudor y la fiscalización de sus 
operaciones mercantiles mediante Interventores designados 
por el Juez, intervención que no equivale juridicamente al 
desposeimiento del deudor en la quiebra, pero que de hecho 
significa algo análogo, puesto que no puede el suspenso rea- 
lizar gestión comercial alguna de importancia sin esa inter- 
vención, la cual puede llegar, con autorización judicial, inclu- 
so a ejercitar por si acciones del suspenso en interés de la 
masa; para impedir desigualdades entre los acreedores y frau- 
des se aceptan, cuando la insolvencia es definitiva, las dispo- 
siciones de la quiebra acerca del periodo de sospecha, y para 
precaver que el interés público no sufra menoscabo, s e  da in- 
tervención al Ministerio Fiscal desde la iniciación del expe- 
diente hasta el cumplimiento del convenio. . 

En resumen, suspensión de pagos y quiebra son situacio- 
nes juridicas distintas, cuya base de hecho es la misma: la in- 
solvencia permanente o transitoria, definitiva o provisional de 
un comerciante, manifestada en el sobreseimiento del pago 
corriente de sus obligaciones; y la primera de dichas situacio- 
nes juridicas constituye un beneficio que la ley ofrece al in- 
solvente para que, mediante ciertas condiciones, pueda evitar 
o modificar favorablemente para si las consecuencias que Ile- 
va consigo la declarqción de quiebra. 
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Por la ley del Parlamento catalan de 5 de Julio último se 
dispuso: que a los efectos del art. 25 de la ley reguladora de 
la jurisdicción Contencioso-administrativa, la representación 
y defensa de la Administración de la Generalidad, así como 
la de los Ayuntamientos catalanes corresponderá a los funcio- 
narios letrados que a tal efecto se designen oportunamente por 
el Departamento de Hacienda: que su designación se pondrá 
en conocimiento de los Tribunales, para los cuales se  haga, 
y de los respectivos Fiscales de lo Contencioso, cesando des- 
de este momento la representación y defensa, por éstos, de 
la Administración tfe la Generalidad y de los Municipios cata- 
lanes que actualmente ejercen. 

Esta disposición suscita algunas dudas que es necesario 
aclarar. 
-. En prime: lugar, jes compatible con el precepto contenido 
en el art. 11 del Estatuto de Cataluña, según el cual la orga- 
nización y funcionamiento del -Ministerio fiscal corresponde 
íntegramente al Estado, de acuerdo con las leyes generales? 

Para proceder metódicamente hay que distinguir el aspec- 
to de la disposición relativo a la Generalidad y el aspecto 
concerniente a los Ayuntamientos catalanes. 
- Por lo que a la Generalidad se  refiere, la disposición no 
afecta para nada a las leyes generales del Estado que regulan 
la organización y atribuciones del Ministerio fiscal en lo Con- 
tencioso-administrativo. En efecto, los arts. 19, 23 y 25 de la 
ley de 22 de Junio de 1894 encomiendan al Ministerio fiscal 
la representación y defensa, en los asuntos contencioso- 
administrativos, de la Administracidn del Estado y de las 
Corporaciones administrativas que estuviesen bajo su ins- 
pección o tutela mientras estas últimas no designen Letrado 
que las represente y cuando no litiguen contra aquélla o entre 
sí mismas. Y si de una parte es evidente que la Administra- 



ción del Estado no es la Administración de la Generalidad, 
de otra parte, basta con leer las disposiciones del Estatuto 
para comprender que, habiéndose concedido a Cataluña una 
autonomía no meramente administrativa, sino también politi- 
ca, ya que la Generalidad puede ejercer las otras dos funcio- 
nes (legislativa y judicial), que con la administrativa integran 
el poder politico, es imposible comprender a la Región cata- 
lana entre las Corporaciones cuyo funcionamiento esta so- 
metido a la inspeccidn o tutela del Estado. De modo que 
resulta que entre las entidades públicas (Administración del 
Estado y Corporaciones sometidas a su inspección o tutela) a 
que se refieren los artículos citados de la ley de lo Contencio- 
so-administrativo para encomendar su deferisa al Ministerio 

' fiseal, no puede estimarse comprendida la Región catalana 
autónoma, y que, por consiguiente, al legislar: ésta acerca del 
modo de ser representada y defendida en los asuntos conten- 
cioso-administrativos, no se  ha inmiscuido en la organización 
y funcionamiefito del Ministerio fiscal que regulan las leyes 
generales del Estado. 

Por lo que se  refiere a los Ayuntamientos catalanec, según 
el art. 10 del Estatuto regional, corresponde a la Generalidad 
la legislación sobre régimen local; y ,  por consiguiente, y con- 
forme a la última disposición transitoria del mismo Estatuto, 
mientras no legisle sobre la materia continúan en vigor las 
leyes actuales del Estado que a ella se  refieren, correspondien- 
do su aplicación a las Autoridades y organismos de la Ge- 
neralidad con las facultades asignadas actualmente a los 
del Estado. Y ,  en efecto: cumpliendo acuerdos de la Comi- 
sión mixta creada (conforme a la primera de las disposiciones 
transitorias del Estatuto) por el Decreto de 21 de Noviembre 
de 1933, se  traspasaron a la Generalidad por otro Decreto 
de 23 de Diciembre del mismo año las funciones que, respec- 
to a régimen municipal y provincial, estaban encomendadas a 



la Dirección general de Administración o a las autoridades y 
funcionarios delegados, cesando la actuación de aquella Di- 
rección y sus representaciones en las cuatro provincias cata- 
lanas y asumiendo los organismos de la Generalidad las facul- 
tades de aquel caracter en todos sus aspectos, traspaso que 
tendria efecto a partir de 1.' de Enero siguiente y que se  ex- 
tendía a la autoridad y dirección administrativa que el art. 179 
de la ley de 2 de Octubre de 1877 otorga al Ministro de la 
Gobernación y al Gobernador civil, y a la facultad de imponer 
las sanciones a que hace referencia el art. 182 de la misma 
ley Municipal, y a la suspensión de Alcaldes, Tenientes de 
Alcalde y Ayuntamientos prevista por el art. 189 de la repe- 
tida ley, excepto cuando se funde en motivos de orden públi- 
co, mientras no se  traspasen (como ya se  na hecho) a la Ge- - 
neralidad los servicios de policfa y orden interior. 

S e  infiere de estas disposiciones que los Ayuntamientos 
catalanes no se  hallan actualmente bajo la inspección y tutela 
de la Administración del Estado, sino bajo las de la Adminis- 
tración de la Generalidad, y que, por tanto, no pueden tam- 
poco comprenderse entre las Corporaciones a que serefieren 
los arts. 23 y 25 de la ley de 22 de Junio de 1894. Hay, pues, 
que concluir lógicamente que tampoco al disponer la Genera- 
lidad acerca del modo de proveerse a la defensa de esos 
Ayuntamientos ante la jurisdicción Contencioso-administrati- 
va ha tocado a la organización ni al funcionamiento del Minis- 
terio fiscal. 

Pero, ¿no estará en contradicción la facultad que ha ejer- 
cido la Generalidad para estatuir acerca de la defensa de  los 
Ayuntamientos catalanes ante los Tribunales Contencioso- 
administrativos con el art. 9.' de la Constitución, que estable- 
ce que «todos los Municipios de la República serán autóno- 
mos en las materias de su  competencia^, y con el art. 10 del 
Estatuto regional, que impone a la Generalidad la obligación 



- XLI - 

de reconocer en la legislación sobre regimen local a los Ayun- 
tamientos y demás Corporaciones administrativas que cree, 
plena autonomía para el gobierno y dirección de sus inte. 
reses peculiares, sin que tal legislación pueda reducir la auto- 
nomía a limites menores de los que señale la ley general del 
Estado? 

Aun en el supuesto de que dichas disposiciones no tuvie- 
ran sólo valor declarativo de principios que han de desarro- 
llarse ulteriormente por el legislador, sino que hubiesen teni- 
do la eficacia de implantar desde el momento de su vigencia 
la autonomía administrativa municipal, no podría encontrarse 
en la ley catalana de 5 de Julio último precepto alguno que 
menoscabase esa autonomía, puesto que, al remitirse expre- 
samente al art. 25 de la ley de 22 de Junio de 1894, resulta 
claramente que la defensa y representación de los Ayun- 
tamientos en lo Contencioso-administrativo se  regula con el 
mismo carácter que dicha ley general lo hace, esto es, con 
carácter interino y provisorio, mientras los Ayuntamientos 
mismos no designen Letrado que los represente. Y cuando de 
este modo se concede primacía a la voluntad de una Corpora- 
ción, no puede con verdad decirse que se contradiga su auto- 
nomía. 

Pero la ley catalana de 5 de Julio último no significa ni 
pretende significar, porque a ello se  opondría el art. 11 del 
Estatuto, que reserva integramente al Estado la organización 
y funcionamiento del Ministerio fiscal, e iría contra lo dispues- 
to en el art. 104 de la Constitución, que el Fiscal haya de  
dejar en absoluto de intervenir en los asuntos contencioso- 
administrativos en que sean parte, como demandantes o como 
demandados, la Generalidad o los Ayuntamientos catalanes. 
Debe, por el contrario, intervenir, aunque no representando 
1a:personalidad jurfdica de esas entidades, sino cumpliendo la 
esencial función que hoy le caracteriza, cuando en asuntos 
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determinados las leyes generales lo dispongan o cuando al 
interés público sea conveniente. 

En efecto: el Ministerio público reúne aún en lo Conten- 
cioso adniinistrativo dos funciones diferentes, de las cuales, 
sólo una conserva ya en los demas órdenes jurisdiccionales, 
estando asignada la otra a funcionarios distintos. Una de esas 
f.unciones consiste en la defensa parcial de los intereses del 
Estado (o de otras entidades dotadas de imperium), como 
sujetos jurfdicos de actos de gestión pública o de gestión 
oriuada (según la distinción de Hauriou); esta función fui: la 
que el Fiscal, en su origen, tuvo como única, especialmente 
en lo relativo ñ la personalidad económica del Estado (Fisco). 
En la otra, ya iniciada antes de la Revolución francesa, pero 
desarrollada y perfeccionada a partir de ésta, el Ministerio 
fiscal actúa como representante especifico de los órganos 
gubernativos del Estado en la realización de uno de los fines 
esenciales que a éstos corresponde, el de promover la acción 
de la Justicia procurando, siempre imparcialmente, el mante- 
nimiento del orden juridico y la satisfacción del interes social. 

Pues bien: de estas dos funciones, cuya amalgama r;tpre- 
senta un alto en el proceso evolutivo del Ministerio público, 
la primera no corresponde ya, por lo que atañe a la Genera- 
lidad y a los Ayuntamientos de Cataluña, a los Fiscales de 
10s Tribunales Contencioso-administrativos. Pero la segunda 
sigue siendo peculiar y propia de ellos. Así es que, cuando 
se trate de requerir de inhibición a otro Tribunal (art. 101 de 
la ley de 22 de Junio de 1894), cuando surjan en el pleito las 
cuestiones a que se  refiere el art. 4.' de la ley que acaba de 
ser citada, cuando se solicite la suspensión, conforme al ar- 
ticulo 100, de la resolución reclamada en los incidentes de 
inejecución de sentencias a que se refiere el art. 84, lo mismo 
que en los recursos d e  revisión, el Fiscal ha de tener inexcu- 
sable intervención porque afectan a intereses públicos como 



son la delimitación de competencias o de jurisdicciones, la 
ejecutoriedad, que es caracteristica de las resoluciones de la 
Administración, el respeto por ésta debido a las resoluciones 
judiciales, el valor y eficacia de la cosa juzgada. Y lo mismo, 
siempre que en el pleito o en un incidente s e  ventilen otras 
cuestiones que afecten a intereses públicos an8logos, pues la 
enumeración que acaba de hacerse es  ejemplificativa y no 
taxativa. Y cuando en casos tales se  omita la citación al Fiscal 
procederá la nulidad del pleito o del incidente, conforme a l  
nSim. l." del art. 66 de la ley de lo Contencioso-adminis- 
trativo. 



Informe pronunciado ante el Tribunal de Garantias Cons- 
titucionales por el Fiscal de la RepiZblica, el dia 1." de  
Junio del corriente año, en la vista de Ia cuestidn d e  
competencia legislativa, promovida por el Excmo. señor 
Presidente del Consejo de Ministros, en nombre del Go- 
bierno dela República, a la Generalidad de Cataluiie 
sobre la publicación de la ley de 11 de Abril de i 934, 
para la regulación de los contratos de cultivos (1). 

Ante todo, ha de cumplir el Fiscal con sumo gusto el de- 
ber de dirigir un saludo, tan cordial como respetuoso a este 
Tribunal, supremo fiador de la Constitución de la Repiiblica 
Española, de los fundamentales derechos de los ciudadanos 
y de las legítimas libertades de las regiones aut6nomas. . 

(1) Este informe ha sido el primero pronunciado ante el Tribunal de  
Garantias Constitucionales; pues hasta la de este asunto no se  había ce- 
lebrado vista alguna ante dicho alto Tribunal, y en ella habló primero 
el Fiscal, como era lógico, por ostentar la representación del Gobierno 
que promovió la competencia. Constituían el Tribunal los Excmos. Se- 
ñores D. Alvaro de Albornoz Liminiana, D. Fernando Gasset Lacasa- 
fía, D. Manuel de Miguel Traviesa, D. Gerardo Abad Conde, D. Ma- 
nuel Alba Bausano, D. Francisco Alcón Robles, D. Basilio Alvarez 
Rodriguez, D. Francisco Basterrechea, D. Francisco Becefia Gonzzilez, 
D. Pedro J. García de los Ríos, D. Gil Gil y Gil, D. Gabriel Gonz6lez 
Taltabull, D. Liiis Maffiote de la Roche, D. Carlos Martin Alvarez, 
D. Ediiardo Martínez Sabater, D. Gonzalo Meriis Navia, D. Juan Sal- 
vador Minguijón, D. Jos6 Manuel Pedregal, D. Víctor Pradera Larrum- 
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Pet ic ión .  

Y en seguida ha de adelantar la súplica de que el Tribunal 
se digne resolver la cuestión de competencia legislativa pro- 
movida por el Gobierno de la República, en el sentido de 
declarar que excedieron los límites de  su propia competencia 
las Cortes de la Región autónoma catalana, al legislar sobre 
contratos de cultivo, no en el aspecto meramente civil, sino 
en los aspectos social, procesal y ordenador de los Registros, 
y alterando las bases de obligaciones contractuales, por lo 
que debe declararse la nulidad de las disposiciones que a 
estos extremos conciernen, y los actos de ejecución de las 
mismas que se hayan realizado. 

He de procurar hacer la demostración d e  que hubo, en 
efecto, esas extralimitaciones de competencia legislativa en 
que se fundaba la cuestión planteada. 

Tres  cuestiones previas. 

Mas, primero, tiene el Fiscal que examinar tres cuestiones 
que pueden calificarse de previas: dos de ellas, de índole pro- 
cesal; la otra de fondo, pero que, por su amplitud y generali- 
dad, es conveniente tratar antes de exponer los argumentos 
encaminados a hacer la demostración antes aludida. 

Estas tres cuestiones han sido planteadas por el represen- 

be, D. Carlos Ruiz del Castillo, D. Jose Sampol Ripoll, D. Antonio 
Maria Sbert Massanet y D. César Silió Cortes. Fueron Ponentes don 
Francisco Beceña, D. Victor Pradera y D. Carlos Ruiz del Castillo. La 
sentencia, dictada en 8 del mismo mes y publicada en la Gaceta del 12, 
aceptó sustancialmente la argumentación desarrollada en el informe y 
falló: .que debe declarar y declara que el Parlamento de la Región 
autónoma catalana carece de competencia para dictar la ley sobre 
Contratos de Cultivos de 11 de Abril de 1934, siendo, en consecuencia, 
nula esta ley y todos los actos de ejecución de la misma. 
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tante de la Generalidad en su escrito de contestación al en que 
el Gobierno del Estado promovió la competencia. La primera 
de ellas es la de si se formuló o no la competencia dentro del 
término legal; la segunda se refiere a la alegación hecha, aun- 
que sin deducir de ella consecuencias procesales de que el es- 
crito del Gobierno adolece de imprecisíones y vaguedades 
que privan de bases de lealtad a la discusión forense, y la 
tercera, general y relativa al fondo, atañe al carhcter, índole 
y naturaleza de la ley de Contratos de cultivo, publicada 
en el Boletín de la Generalidad de Cataluña del 12 de Abril 
Último. 

l.'-{Se ha promovido la competencia fuera de término? 

17nporiancia Primera cuestión, de evidente y suma trascendencia: jse 
dezasoz~cidn. han de incluir los días festivos, los dias inhábiles, en el cóm- 

puto del plazo de veinte que señala el art. 56 de la ley del 
Tribunal de Garantías Constitucionales rara promover las 
cuestiones de competencia? La solución es de tal importan- 
cia, que de ella depende que este conflicto de competencia 
tenrja o no el pleno desarrollo que, a juicio de esta represen- 
tación, debe dársele. 

Sostiene el defensor de la Generalidad que de ese término 
no deben descontarse los dias inhábiles, y que, por consi- 
guiente, al presentarse el día 4 de Mayo el escrito promovien- 
do la competencia, habian transcurrido ya dos dias más de los 
veinte que señala aquel art. 56. 

Cree, por el contrario, el Fiscal que deben descontarse los 
dias inhábiles, que, por haber sido cuatro (tres domingos y la 
fiesta.de la Repiíblica del 14 de Abril), darian al plazo un mar- 
gen de exceso de dos dias sobre aquel en que se presentó el 
escrito promoviendo la competencia. 



La distinción entre tempus utiie y tempus continuum se 7ie'x50 rifi/ 

remonta a l  Derecho romano. Ya entonces, cuando la inercia i'c"POZ!! 
en ejercitar dentro de un plazo ciertos derechos producia la Ln"O '2  
pérdida de éstos, se  llegó a formular, como principio de equi- 
dad y de justicia, el de que, naturalmente, los dias en que ta- 
les derechos no podían ejercitarse, debfan descontarse del tér- 
mino, y en razón del indicado fundamento se  solia contar el 
tiempo útil respecto de los términos relativos a aquellos actos 
que habian de verificarse ante. los Tribunales, y, al contrario, 
se  contaba el tiempo continuo en los términos relativos a las 
actividades que habiari de desarrollarse fuera de la jurisdic- 
ción, aunque hay que reconocer que ésta era sólo una regla 
general que tenia bastantes excepciones. 

Tras larga evolución, en la que se  señalan varias vicisitu- 
des, de que no he de tratar, llega la distinción a nuestro ac- 
tual Derecho positivo, y en éste rigen acerca de ello, pero en 
esferas juridicas distintas, los dos principios contrarios que, 
según hemos visto, se  iniciaron en el Derecho romano; por- 
que, en electo, en el Derecho procesal domina el principio de 
que, cuando la ley no dispone otra cosa, del término señalado 
por dias han de descontarse los inhábiles, de tal suerte, que 
el plazo queda constituido únicamente por el tiempo útil, 
mientras en el Derecho sustantivo impera el principio de que, 
cuando la ley expresamente no requiere ni establece que en 
los términos fijados por dfas se  descuenten los inhábiles, es . 

preciso computarlos en el plazo que, por tanto, está formado 
por un tiempo continuo. 

{Se trata en el caso presente de un plazo procesal, o, por 
el contrario, de un tkrmino de Derecho sustantivo? Porque del 
modo como contestemos a esta pregunta depende que Ilegue- 
mos a una u otra de estas dos conclusiones: a la de que el 
plazo es de tiempo útil o a la de que es de tiempo continuo. 
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Y claro es que, para contestarla, hay que determinar qué es 
lo que debe entenderse por término procesal. 

De todos es sabido que término o plazo procesal es caque- 
Ila fracción de tiempo durante cuyo transcurso la ley manda 
que se cumpla (término preclusioo) o prohibe que se realice 
(término dilalorio) un acto procesal,. 

Por consiguiente, si demostramos que el escrito en que se  
plantea o promueve la cuestión de competencia legislativa es 
un acto procesal, llegaremos a la c~nsecuencia de que el tér- 
mino que la ley señala para su presentación es  de carácter 
procesal, y que, por tanto, a falta de expresa disposición en 
contrario, hay que coniputar en él únicamente el tiempoútil. 

Y vamos a procurar esa demostración por medio de dos 
órdenes de consideraciones: de índole formal, extrinseca, las 
unas; de calidad intrinseca y esencial, las otras: fundadas las 
primeras en el lugar que en la ley del Tribunal de Garantías 
ocupa el art. 56, que señala el plazo, y en el carácter procesal 
de esta misma ley: deducidas las segundas de la naturaleza 
del acto mismo de formular la cuestión de competencia. 

En cuanto a lo primero, el artículo referido forma parte 
integrante de la ley que regula la constitución y atribuciones 
del Tribunal de Garantías (es decir, de una ley eminentemen- 
te procesal), y, más concretameiite, del capitulo primero del 
titulo V, cuya rúbrica es <De los conflictos entre el Estado y 
las Regiones autónomas y de éstas entre si>, en el que se des- 
arrolla una de las formas de actuar el Tribunal, que se enu- 
meran en el titulo 11. Pero concedo y reconozco que este ar- 
gumento no es suficiente, porque las rúbricas contenidas en 
las leyes no están a veces de acuerdo con algunos de los pre- 
ceptos que bajo ellas se  desarrollan, y, por otra parte, las le- 
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yes procesales establecen con frecuencia preceptos de carác- 
ter sustantivo, de igual modo que en las leyes sustantivas se 
deslizan a menudo con normas de índole procesal. 

Por ello hemos de examinar cuál es la naturaleza intrinse- 
ca del escrito en que se  promovió la cuestión de competen- 
cia, es  decir, si es, por su intrinseca naturaleza, un acto pro- 
cesal. 

 qué es acto procesal? Acto procesal es, sencillamente, 
toda declaración o manifestacidn de voluntad que tiende a 
producir un efecto jurtdico inm~diato en el proceso, esto 
es, que tiene por objeto constituir, desarrollar, modificar o 
terminar el proceso, entendiendo por proceso-digámoslo 
pronto para que no pueda tildársenos de que comprenciemos 
un extremo de lo definido en la definición-la relación juri- 
dica autónoma, compleja dentro de su unidad, progresiva y 
contradictoria, que tiene como f i  la actuación concreta de 
la ley por obra de los órganos jurisdiccionales. 

Y ,  (podrá sostenerse que no es acto procesal el plantea- 
miento de una competencia legislativa entre Estado central y 
región autónoma? El escrito en que una de estas cuestiones 
se promueve, jno es el acto de constitución (porque contra lo 
que'durante tanto tiempo se ha venido sosteniendo, la cons- 
titución del proceso no es bilateral, sino unilateral) iio es el 
acto mediante el cual se  constituye una relación jurídica cuyo 
objeto es que por el supremo órgano jurisdiccional a quien co- 
rresponde, como es el Tribunal de Garantías, se  actúen con- 
cretamente las normas constitucionales y las del Estatuto ca- 
talán, determinando si, conforme a ellas, la Generalidad, al 
dictar la ley de contratos de cultivos ha ejercido dentro de los 
justos limites las facultades que aquellas normas la señalan, 
o, por el contrario, los ha excedido? No, no es posible dudar 
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que el escrito en que una de estas cuestiones se  promueve, 
es  un acto de naturaleza procesal. 

Por consiguiente, el plazo que a la presentación de tal es- 
crito, es decir, a la constitución de la cuestión de competen- 
cia se constituye es de carácter procesal. 

Ya sé yo que, segan algunos, no basta que el plazo o tér- 
mino se refiera a la realización de un acto procesal para que 
s e  le considere como térm'no judicial o procesal, sino que 
exigen, además, que tenga su punto de partida en un empla- 
zamiento, en una notificación o en una citación. Esta es la 
doctrina que en el escrito de contestación al del Gobierno s e  
acepta y sostiene. 

Fundándose, en efecto, en la disposición del art. 303 de 
la ley de Enjuiciamiento civil, que determina que los términos 
judiciales empezarán a correr desde el dia siguiente al de la 
notificación, citación o emplazamiento y se  contarden ellos 
el dfa del vencimiento, se  llegó a establecer en una Sentencia 
del Tribunal Supremo, la de 24 de Marzo de 1893, que son 
términos judiciales finicamente aquéllos que tienen como pun- 
to de partida un emplazamiento, citación o notificación. Esta 
misma doctrina, aunque no de modo tan terminante y categó- 
rico y, sobre todo, no tan general, se  expone en otra Senten- 
cia del mismo Tribunal, la de 8 de Abril de 1920. 

Tal doctrina está contradicha por otra Sentencia del mis- 
mo origen jurisdiccional, la de 18 de Junio de 1890, que refi- 
riéndose a un caso idéritico al resuelto despuiss por la ya ci- 
tada de 8 de Abril de 1920, estableció precisamente lo contra- 
rio que ésta; que del plazo señalado para interponer el retrac- 
to han de descontarse los dias inhábiles. Mas téngase en 
cuenta que el fundamento de la Sentencia de 1920 es que el 
plazo para ejercitar el derecho de retracto es de prescripción 
y no procesal, doctrina que más expresamente razona otra 



Sentencia, la de 13 de Junio de 1921, al decir que el art. 1.524 
del Código civil, al señalar el plazo para el retracto, s e  refiere 
a[ ejercicio de este derecho y no disfingre ni eacluye los mo- 
dos de ejercitarlo, por lo cual es un término de prescripción 
y no procesal. Por otra parte, la Sentencia de 24 de Marzo 
de 1893 se refiere al término que señala el art. 1.062 de la ley 
de Enjuiciamiento al prescribir que cuando la intervención 
del caudal hereditario se  solicite, después de transcurridos 
treinta días desde la muerte del causante, quedara limitada a 
la formación judicial de los inventarios, y esta disposición 
estA contenida entre las que regulan los denominados juicios 
de testamentaría que, como sostienen procesalistas tan emi- 
nentes como un distinguido Profesor que forma parte de este 
Tribunal son, en realidad, y por su propia naturaleza, actos de 
jurisdicción voluntaria, y como en ésta no se descueiitan los 
días inhábiles porque todos son hábiles en ella, según el ar- 
ticulo 1.812 de la ley de Enjuiciamiento civil, el caso de esta 
Sentencia no tiene paridad con el que nos ocupa, y si la doc- 
trina que establece guarda congruencia con la naturaleza de 
jurisdicción voluntaria que, en realidad, tiene el juicio de testa- 
mentaria, no puede extenderse a jiiicios que pertenecen pro- 
pia y esencialmente a la juiisdicción contenciosa. 

Ni es, pues, aplicable al caso presente lo establecido en 
las Sentencias de 24 de Marzo de 1893 y 8 de Abril de 1920, 
ni en la hipótesis de que lo fuera y de que estuviésemos 
dentro de la jurisdicción civil y de que el recurso de casación 
por quebrantamiento de forma pudiera fundarse en doctrina 
legal (supuestos todos contrarios a la realidad) podria tenerse 
como tal doctrina el contenido de dichas Sentencias, que está 
en contradicción con lo resuelto por \a de 18 de Junio de 1890. 
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Pero, además, si entendiesemos que el caso no tiene re- 
gulación adecuada ni en normas expresas de la ley del Tribu- 
nal de Garantías ni en los principios fundamentales del Dere- 
cho procesal, gpor que ir a buscar analogías en la ley ordena- 
dora del Procedimiento civil, que se  refiere a las actuaciones 
jurisdiccionales que tienen por objeto la efectividad de rela- 
ciones jurídicas entre particulares? <Por qué no habíamos, en- 
tonces, de buscar la solución por analogía en las disposicio- 
nes contenidas en leyes reguladoras de los procesos en cuyo 
fondo s e  discute acerca de una relación jurídica de carácter 
público, como sucede en los recursos contencioso-administra- 
tivos y aun en el procedimiento para resolver reclamaciones 
simplemente administrativas? Pues haciéndolo así, como sería 
obligado hacerlo en caso de ser necesario buscar, por analo- 
gía, la solución del caso, Csta seria tambiCn favorable a nues- 
tra tesis. El art. 94 de la ley de 22 de Junio de 1894 dice ter- 
minantemente: <Los plazos que esta ley señala por meses se  
contarán por meses enteros, sin tomar en cuenta el número de 
días de que s e  compongan. Al coniputarse los plazos señala- 
dos por días, se  descontarán los feriados, y si en uno de  éstos 
expirase el termino, s e  entenderá prorrogado hasta el primer 
día hábil siguiente ... Y si acudimos al procedimiento admi- 
nistrativo, nos encontraremos con que ya antes del vigente 
Reglamento ordenador del procedimiento económico-adminis- 
trativo, que no deja lugar a dudas, se  decía, en la Sentencia 
del Tribunal Supremo de 16 de Junio de 1914, que por doc- 
trina constante de dicho Tribunal se  venia estimando que en 
los tCrminos en el procedimiento administrativo señalados 
por días debían descontarse los inhábiles, y la misma Senten- 
cia expone la razón de esta doctrina-la misma razón en que 
el Derecho romano se inspiró para contar solamente el tiem- 
po iItil, por regla general, respecto de los actos que habían 
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de realizarse jurisdiccionalmente-, la de qiie en los días inhSi- 
biles no tienen los interesados posibilidad de realizar en los 
Centros oficiales los actos para cuyo cumplimiento se  esta- 
blecen los términos. 

Pero, dando las máximas ventajas dialécticas al adversa- 
rio, vamos a conceder que, en efecto, sea requisito indispen- 
sable para considerar como judicial o procesal un término 
que.éste haya de tener su punto de partida en una notifica- 
ción, citación o emplazamiento; pues aun así, el término en 
cuestión sería procesal, porque hubo una notificación. Porque, 
;cuál es la naturaleza jurídica de la ~ublicacíón de una ley, 
sino la notificacidn solemne y general de la misma? S e  dirá 
que no es una notificación judicial, y a esto contesto que ni en 
el art. 303 de la ley de Enjuiciamiento civil, ni en la senten- 
cia de 24 de Marzo de 1893, se  exige que la notificación, pun- 
to de partida del término, haya de ser forzoso y exclusiva- 
mente judicial. 

Otro argumento utilizado en su escrito por el defensor de a7'gz1'~8eni0 

la Generalidad, para demostrar que el término establecido de'aigua'dad 

- por el art. 56 de la ley del Tribunal de Garantías, debe enten- dCLP"zofnra 

p r o t n o v e r  la  derse de tiempo continuo, es el de que el plazo de veinte dias - 
conrpetencia por dicha disposición señalado esta en relación con el de 
con  el  de Za 

igual extensión, que ha de transcurrir desde la publicación de 
u v a c a t i o  

una ley hasta su vigencia, si en ella no se  dispone otra cosa 
: : Iegi.re. :.: 

porque-dice-se tuvo, sin duda, en cuenta que habiéndose - 

de formular la cuestión de competencia, precisamente durante 
la uacatio legis, si ésta fuese anulada no se  producirían los 
efectos perjudiciales que, en cambio, se causarían si la nuli- 
dad sobreviniese cuando ya la ley hubiera adquirido vigor y 
no sólo ella, sino los actos de ejecución de la misma hubieren 
d e  ser anulados con la consiguiente perturbación. 

El argumento es ingenioso, demuestra que se sabe mane- 
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jar perfectamente los conceptos generales juridicos; pero cae 
por su base ante la sencilla consideración de que en el párra- 
fo  b del art. 59 de la ley del Tribunal de Garantias, se  dice 
que cuando se declare la incompetencia de una región para 
dictar una ley, quedará anulada ésta y todos los actos cie 
ejecución de la misma. 

De modo que la ley ya previó que pudiera ejecutarse la 
discutida durante el término concedido para promover la cues- 
tión de competencia legislativa, lo cual no hubiese hecho de 
haber estimado que el termino para plantear aquella cuestión 
no podría exceder del que tardase la ley en adquirir fuerza 
obligatoria. Ademis, hubiera sido pueril tener en cuenta 
aquel motivo para fijar el plazo, cuando las leyes pueden 
establecer su propia vigencia desde tiempo anterior a los 
veinte dias que, para que obliguen, se  señalan como norma 
general y subsidiaria 

2.a {Hay defzcto legal en el escrito del Gobierno? 

Segunda cuestión preuia. -En el escrito de contestación 
se  inicia, sin llegar a desarrollarla y sin pretender deducir de 
ella consecuencias procesales, una especie de excepción de 
defecto legal en el modo de proponer la demanda-como pu- 
diéramos decir empleando la terminología propia del procedi- 
miento civil-: <Hay una gran timidez e imprecisión en el 
planteamiento de la competencia; no se  dice terminante y 
concretamente que la ley de cultivos infrinja en tal punto y 
por tal razón el articulo 15 de la Constitución de la Rephbli- 
ca y los arts. 11 y 12 del Estatuto., 

No existen tales defectos, que sólo un exceso de celo de- 
fensivo puede atribuir al escrito en que la cuestión de com- 
petencia se  promovió. 

No hay tales timidez y vaguedad. Tiene el escrito la ne- 



cesaria'precisión respecto de lo que en 61 se pide, la alega- 
ción terminante de los hechos en que se manifiesta la invasión 
de. la competencia legislativa del Estado y la cita concreta de 
los preceptos que delimitan las facultades estatales y regio- 
nales, en cuanto a la función de legislar. 

Hay, si, discreción y sobriedad, obligadas por la natura- 
leza del asunto, impuestas, seguramente, por el deseo de no 
herir, mediante una critica minuciosa que hubiese podido pa- 
recer despiadada, sentimientos nobles, aunque generadores 
de una obra equivocada, y tal vez por la esperanza de que, 
en una reacción de sinceridad, el propio Gobierno regional 
reconociese las extralimitaciones de competencia con tanta 
delicadeza señaladas. 

Pero como acto procesal constitutivo de la cuestión de 
competencia, el escrito del Gobierno es inatacable, y como 
base de discusión forense: ofrece todas las concreciones de- 
seables para la elevación y lealtad de la controversia. 

Ni se diga que la sripllca del escrito, al aludir sin determi- 
narlas, a algunas materias sobre las que el Parlamento catalán 
legisló sin competencia, adolece de vaguedad, porque la sú- 
plica forma parte distinta, si, pero integrante del escrito, y 
tiene que interpretarse en su intima relación con el contenido 
de todas las demás partes del mismo; y en el núm. 4." del en 
que se promovió la competencia se determinan, de un modo 
categórico, las materias a que en la súplica se alude. 

3." Naturaleza de la ley de contratos de cultivo. 

7ercera cuestión preuia.-También planteada en el escrito 
del defensor de la Generalidad, es de carácter general, y su 
examen previo resulta necesario y ofrece la ventaja de que, 
al dilucidarla, dejaremos establecidos puntos de apoyo para 
ulteriores razonamientos relativos a otros extremos de este 
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informe, lo cual nos permitir& desarrollar éstos con más bre- 
vedad. 

La cuestión se refiere a la indole, naturaleza y alcance de 
la ley de contratos de cultivo, dictada por el Parlamento ca- 
talán. 

Y dice, en cuanto a esto, el defensor de la Generalidad: 
<Aunque en la ley se  trata de los contratos de arrendamiento, 
aparcería, masovería y rabassa morta, lo que s e  propuso y 
realizó con ocasión o pretexto de esta ordenación contrac- 
tual, fué regular la propiedad de la tierra, y esta regulación 
es materia exclusivamente civil, y la facultad de legislar 
acerca de ella está atribuido a Cataluña por el art. 11 de su 
Estatuto, que concede a la Región la legislación exclusiua en 
materia ciuil, saluo lo dis~uesto en e[ art. 15, núm. 1." de 
la Constitución. 

<El régimen de propiedad de la tierra no es en Cata!uña 
intangible-sigue diciendo el defensor de la Generalidad-, 
puesto que, siendo materia civil, puede la Región modificar 
las leyes que lo habían establecido; pero, al modificarlas, no 
podia la Generalidad olvidar los nuevos principios orientado- 
res del Derecho civil moderno que han producido lo que se 
llama crisis del mismo y que consiste esencialmente en susti- 
tuir su carácter privado, fundado en la utititas singu/orum, 
por una tendencia social que ha de acabar por imponerse 
a é i . ~  

Mas al llegar a esta altura en su razonamiento, vió el re- 
presentante de la Generalidad que se  le presentaba un formi- 
dable obstáculo; pero, talento despierto y perspicaz, halló en 
seguida el modo de bordearlo. 1Cuál era el obstáctilo? El de 
que si, según él decía, no se  podia hacer en Cataluña la re- 
forma de la propiedad de la tierra sin atender a los anhelos 
socializadores, y la ley de Cultivos habia hecho esto, resulta- 
ría que habia invadido la zona del Derecho social, vedada 



constitucional y estatutariamente a la actividad legislativa de  
la Generalidad, puesto que el núm. 1 .O del art. 15 de la Cons- 
titución dice que corresponde al Estado español, entre otras 
legislaciones, la social, y el art. 6.' del Estatuto dice que la 
Generalidad organizará todos los seraicios que la legisla- 
ción social del Estado haya est(1blecido o establezca. 

Pero hemos dicho que el representante de Cataluña, al 
hallar el obstáculo, ingenió el modo de bordearlo. ¿De qué 
modo? UNO por acoger la ley de Cultivos esa tendencia socia- 
lizadora en la regulación de la propiedad de la tierra nos en- 
contramos ante un caso de legislación social, porque ésta tiene 
por objeto establecer los derechos del trabajador asalariado y 
principalmente del obrero industrial, sino que no salimos del 
campo de la legislación civil, necesariamente influido por fa 
política social y por la acción social agrarias, materias 
estas en que corresponde a !a Generalidad la legislación 
exclusiva y la ejecución directa según el apartado b) del ar- 
tkulo 12 del Estatuto., <Se trata, pues-concluye triunfal- 
mente-, de legislación civil acerca de la propiedad de la tierra, 
pero con preceptos relativos s politica y acción social agra- 
r ias .~  Este argumento de la mixtura o maridaje de legislación 
civil y legislación sobre polftica y acción social agraria eslin- 
genioso y da una excelente idea de las dotes de jurista de 
quien lo esgrime, es un feliz hallazgo forense, pero no tiene 
la menor consistencia lógica ni jurídica, porque en su base 
hay dos equivocos que sirven de soporte al sofisma: el uno 
consiste en cercenar arbitrariamente el concepto de Derecho o 
legislación social; el otro, en dejar imprecisos y vagos la ex- 
tensión y limites de las nociones de Acción social y de Política 
social para que pueda cómodamente hacerse entrar en ellas el 
contenido de la ley de que se  trata. 

rEl Derecho social-dice el defensor de la Generalidad- 
es única y exclusivamente aquel que regula las relaciones 



entre paironos y obreros asalariados, principalmente en la 
industria.)) 

Y deja así limitado el Derecho social a aquel reducido 
campo que en sus origenes tuvo. <Es compatible tan estrecho 
concepto del Derecho social con las manifestaciones positivas 
del mismo que la realidad nos ofrece?  NOS atreveremos a 
excluir de él ciertas relaciones entre los propietarios de la 
tierra con los arrendatarios cuyo carácter jurídico-social es tan 
patente que no hay que demostrarlo porque intuitivamerite lo 
conocemos sólo con reparar, por ejemplo, en que el conoci- 
miento de esas cuestiones corresponde a la Sala de lo Social 
del Tribunal Supremo? 

No; el concepto de Derecho social es mucho más amplio. 
Tradicional es la división del Derecho en las dos grandes 
ramas de Derecho público y Derecho privado, distinci6n acer- 
ca de cuyo fundamento y esencia se han construido multitud 
de teorías cuyo examen, aun ligero, no seria en esta ocasión 
oportuno, porque nos basta señalar que una de ellas parece 
haber sido general y comúnmente aceptada: según la teoría 
aludida, el Derecho público regula las relaciones que, para el 
cumplimiento de los fines colectivos, ligan a los ciudadanos 
con el Estado o con las demiis Corporaciones a quienes el 
Estado mismo reconoce, subordinadamente a él, poder de 
imperiurn, y el Derecho privado regula las relaciones de los 
sujetos juridicos entre si como personalidades particulares, 
uti singuli. Dominan en aquél el interés general y las normas 
coactivas (jus cogens); en el segundo, el interés particular y 
las normas dispositivas (jus dispositivum). En el Derecho 
público las relaciones Son de autoridad a súbdito; en el priva- 
do las relaciones son de igualdad e impera el principio de la 
autonomía de la voluntad. 

Nos encontrábamos así, con que todas las relaciones juri- 
dicas habían de ser comprendidas en una u otra de esas divi- 



sienes. Y como el Derecho privado consideraba iguales a los 
sujetos y daba igual importancia a la autonomia de la volun- 
tad, cualesquiera que fuesen las distintas condiciones econó- 
micas y sociales que a cada uno rodeaban, resultó que a la 
igualdad abstracta y a la libertas que abstractamente las 
normas del Derecho privado afirmaban, en la realidad corres- 
pondían una concreta desigualdad de los sujetos y uii predo- 
minio de la voluntad de unos sobre otros, más férreo y escla- 
vizante que el que pudiera tener-en las relaciones de Derecho 
piiblico y para fines, no egoístas y particulares, sino colecti- 
vos-el Estado mas exigente respecto del ciudadano más 
sumiso. Y de la necesidad de remediar esta contradicción 
entre la igualdad y la libertad abstractas que las normas del 
Derecho privado presuponían en los sujetos juridicos y las 
desigualdades y sumisiones de la voluntad .de unos a la de 
otros que por las distintas condiciones econóinicas y sociales 
de cada uno ofrecía la realidad, nació una categoría interme- 
dia entre el Derecho público y el privado, el Derecho social, 
cuyo objeto es limitar en las relaciones jurídicas de los par- 
ticulares la autonomia de la voluntad para que, fortaleciendo 
la posición de la parte más débil, se  la iguale en la realidad 
con la otra. 

. En suma, el Derecho social, corno dice Stein, consiste en 
la protección legal de los económicamente débiles. 

De modo que, allí donde encontremos una disposición 
legal que, al regular relaciones jurídicas entre particulares 
se  proteja mediante una norma d e  Derecho coactivo a una 
de las partes por ser económicamente débil, podemos afirmar 
que se  trata de una manifestación de Derecho social. 

Empezó éste, en efecto, por proteger a los trabajadores 
asalariados de la industria, pero, desde entonces icuánto ca- 
mino ha recorrido! Porque gradualmente han ido manifestán- 
dose en otras clases de relaciones jurídicas, desigualdades 



reales por inferioridad económica de una de las partes, y s e  
ha acudido a remediarlas, sucesivamente, por medio de dispo- 
siciones legales limitativas de la autonomia de la voluntad; y 
de ahí la tendencia expansiva-que se  ha asignado como 
nota característica al Derecho social-en tres sentidos: inten- 
sidad, extensión persorial y extensión territorial. 

Despues de lo dicho resulta demostrado que si al regular 
la propiedad de la tierra en esa ley de Contratos de cultivos, 
y con ocasión de reglamentar Cstos se limita la libertad del 
propietario, no sólo en cuanto al señalamiento del tiempo d e  
duración del contrato y a la determinación del precio, sino en 
otros muchos aspectos para fortalecer la posición del cultiva- 
dor, a quien se  considera económicamente más débil, las dis- 
posiciones de la ley en que estas limitaciones se  establecen 
son disposiciones de Derecho social y no, como sostiene, 
cercenando tal concepto, el defensor de la Generalidad, dic- 
posiciones de Derecho civil con mixtura de Política y Acción 
social agraria. 

Porque, como hemos dicho, en la imprecisión y vaguedad 
en que el defensor de la Generalidad ha dejado los conceptos 
de Política y Acción social, para poder asignarlos cómoda- 
mente un contenido de Derecho social que no les cnrrespon- 
de, está el otro equivoco que sirve de base al razonamiento 
sofistico. Y es necesario, para combatir éste, precisar aque- 
llos conceptos deslindándolos del de Derecho social. 

Cuanao el Estado interviene en las relaciones jurídico- 
privadas, por medio de disposiciones pertenecientes al j u s  
cogens, limitando la voluntad autónoma de las partes para 
lograr entre ellas una igualdad real que sustituya a la abs- 
tracta (generadora, a veces, de efectivas desigualdades), que 
es  postulado del Derecho privado, existe, según hemos visto, 
una manifestación de Derecho social, de legislación social, 
hay en suma, una limitación y una coordinación I~ga le s  y 
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coactioas de actividades individuales, para conseguir un fin 
que se estima de importancia colectiva, el de la profección 
del econdmicamente débil. Mas para lograr este fin tiene el 
Estado otros medios a su disposición: tiene el medio de, en 
vez de limitar coactivamente las voluntades individuales, es- 
timularlas, fomentar su ejercicio en el sentido del fin colec- 
tioo, y las leyes cuyo objeto sea establecer esos estímulos 
(por ejemplo, ofreciendo ventajas a las instituciones de crédi- 
to agrario que hagan préstamos a interés módico a arrenda- 
tarios o trabajadores del campo), constituyen la legislacidn 
sobre Politica social; y tiene también el Estado el medio de 
colaborar con las actividades individuales en la consecucidn 
del fin co2ectioo o de suplirlas, realizándolo por s i  solo; y 
las leyes que establecen normas para estas colaboración o 
sustitución constituyen la legislacidn sobre Accidn social 
(por ejemplo, las que regulan los préstamos de semillas o la 
concesión de adelantos pecuniarios a los labradores sin capi- 
tal, la colonización de tierras del Estado, etc., etc.). 

Podía hacerse una larguisima enumeración de leyes relati- 
vas a la Politica y a la Acción social agrarias; pero basta lo 
dicho para que queden perfectamente deslindados los tres 
conceptos que en el escrito de la Generalidad se confunden: 
legislacidn social, legislacidn sobre Política social y legis- 
lación sobre accidn social. 

Y ya hecha la distinción, icómo es  posible sostener (cons- 
tituirá esto otra parte del informe, pero bueno es  adelantar 
ideas, porque ello nos permitirá ser más breves en aquClla) 
cómo es posible sotener que no es disposición de Derecho 
social la que limita la extensión del terreno que se puede 
dar en cultivo, ni la que permite fijar sin la voluntad del pro- 
pietario un precio distinto del pactado, ni la que permite que 
quien adquirió mediante un contrato de arriendo únicamente 
el disfrute temporal de una finca, pueda obtener sin la volun- 



tad del propietario la propiedad del predio, ni otras disposi- 
ciones de análoga significación, de que después nos ocupare- 
mos? ¿Cómo puede sostenerse que esas disposiciones sean 
de Política o de Acción social agraria, es decir, de fomento y 
estímulo de las voluntades individuales o de colaboración de 
la Generalidad con éstas o de sustitución de ellas, cuando en 
verdad constituyen limitación y coordinación coactivas de las 
actividades individuales, es decir, Derecho social relativo a 
relaciones de carácter agrario? 

Motivos de la incompetencia. 

Y terminado ya el examen que anunciamos de las tres 
cuestiones previas a que al empezar aludimos, vamos a entrar 
a examinar los motivos en que se  funda la cuestión de com- 
petencia legislativa planteada. 

Las disposiciones de la ley sobre Contratos de cultivo 
dictada por el Parlamento catalán alteran las bases de las 
obligaciones contractuales establecidas por la legislación 
civil del Estado esparlol, invaden la esfera, al mismo reser- 
vada, de ordenar los Registros y estatuyen sobre materias 
propias de legislación social y de legislación procesal, fa- 
cultad exclusiva del Estado. 

Recordemos, ante todo, las disposiciones de la Constitu- 
ción y del Estatuto regional. 

Según el art. 15, núm. 15, de la Constitución de la Repd- 
blica, corresponde al Estado español la legislación sobre las 
siguientes (entre otras) materias: social, procesal, ordena- 
ción de Regisfros y bases de las obligaciones contrac- 
tuales. 

El art. 11 del Estatuto de Cataluña concede a la Genera- 
lidad la legislación exclusiva en materia civil, salvo lo dis- 
puesto en el ari. 15, n h .  l.', de la Constitución (esto es, 



exceptúa algunas materias civiles, entre las que se hallan la 
ordenación de los Registros y las bases de las obligaciones 
contractuales, como antes hemos consignado). 

Alteración de  las bases de  las obligaciones contractuales. 

Ante todo, :qué debemos entender por bases contrsictua- 
les? Ya en el escrito de la Generalidad se  ahde  a los dos cri- 
terios que para determinar este concepto pueden seguirse, al 
recordar que, cuando se discutía el Estatuto, el ilustre juris- 
consulto, Sr. Sánchez Román, establecia 'la alternativa de si 
se hablan de considerar como bases contractuales todas las 
disposiciones contenidas en los titulos I y 11 del libro 1V del 
Código civil o solamente las pocas (cuatro o cinco) reglas 
cardinales que pueden encontrarse entre esas disposiciones. 

No hemos de discutir esta cuestión, porque nos basta con 
aceptar el término menor de esa alternativa. Aceptamos, pues, 
que por bases contractuales debemos entender esos pocos 
principios fundamentales a que el Sr. Sánchez Román aludfa, 
y que nos proponemos determinar con criterio tan restrictivo, 
que nadie pueda discutir el carácter esencial y cardinal de las 
reglas a que asignemos la categoria de bases de las obliga- 
ciones contractuales. 

No podrá negarse tal categoria al principio caracteristico 
del Derecho privado, a aquel cuya limitación por normas co- 
activas en ciertas relaciones hace que éstas queden elimina- 
das de la legislación civil para entrar en el campo de la legis- 
lación social: es el principio de la libertad de contratacidn, 
que consiste en que xtodo sujeto juridico es, por regla gene- 
ral, libre para obligarse respecto de otros a realizar presta- 
clones positivas o negativas (con las limitaciones impuestas 
por la ley, el orden piiblico y la moral), prestaciones a cuyo 
cumplimiento puede ser constreñidos. Este principio tiene sus 
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principales manifestaciones en los arts. 1.092 (.Las obligacio- 
nes que nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre las 
partes contratantes y deben cumplirse al tenor de los mis- 
mos.) y 1.255 (<Los contratantes pueden establecer los pac- 
tos, cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, 
siempre que no sean contrarios a las leyes, a la moral o al or- 
den público,. 

Tenemos, en segundo lugar, como principio basico de las 
obligaciones contractuales, el de igualdad, en virtud del cual, 
Tomo dice el art. 1.256 del Código civil, ala valijez y el cum- 
plimiento de los contratos no pueden dejarse al arbitrio de uno 
d e  los contratantecs. 

Es también regla cardinal de la contratación la que esta- 
blece el art. 1.259 del Código civil: <Ninguno puede contra- 
tar a nombre de otro siti estar por este autorizado o sin que 
tenga por la ley su representación; el contrato celebrado a 
nombre de otro por quien no tenga su autorización o repre- 
sentación legal será nulo, a no ser.que lo ratifique la persona 
a cuyo nombre se otorgó antes de ser revocado por la otra 
parte contratante. a 

Y tenemos, en fin, otro principio, el de no sujeción a la 
forma, esto es, el de que alos contratos se perfeccionan por 
el mero consentimiento y desde entonces obligan, no sólo al 
cumplimiento de lo expresamente pactado, sino también a to- 
das las consecuencias que, según su naturaleza, sean cotifor- 
mes a la buena fe, al uso y a la ley,. 

Pues bien, todos estos principios besicos han sido altera- 
dos por la ley de Contratos de cultivo, que está informada 
por otros precisamente contrarios a los que, según las leyes 
civiles del Estado español, rigen las obligaciones contrac- 
tuales. .. 

Demostremos rápidamente nuestra afirmación. 
Attercn elprincipio de libertad de contratación: 
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El art. 1 .O de la ley, en cuanto somete a ésta los contratos 

anteriores a la misma, privando de fuerza obligatoria a los pac- 
tos ya perfeccionados que estén en contradicción con las dis- 
posiciones de la misma, y estableciendo, por tanto, una retro- 
actividad de la ley que anula el contenido de la base de liber- 
tad de contratación; y, asi, el que arrendó una finca de tal o 
cual extensión superficial, si excede de la que en uno de sus 
articulas señala esta ley, queda sometido a las consecuencias 
que en la misma se establecen, y que no son nada menos que 
la de verse obligado a pasar por un nuevo arriendo que la 
Junta arbitral haga en favor del denunciante del exceso de 
extensión superficial arrendada, o de otra Asociación o indi- 
viduo que elija la misma Junta. 

El art. 4." declara nulos los pactos que en los contratos de 
cultivo obliguen al cultivador al pago de la contribución terri- 
torial, tributos y cargas reales. 

El 6." prohibe el pago por adelantado. 
El 7." limita la extensión de tierra que puede darse en 

contrato de cultivo. 
El 10 establece como duración minima de los arrendamien- 

tos la de seis años. 
Por el art. 16, los derechos y obligaciones derivados de 

los contratos de cultivo, subsisten aunque la propiedad de la 
tierra se  transmita a titulo universal o singular, lucrativo 
u oneroso o se  constituya un derecho real. 

Según el art. 43, el cultivador de tierras a titulo de con. 
trato agrícola, tiene el derecho de adquirir su dominio me- 
diante el abono de su valor al propietario, valor fijado me- 
diante reglas que se establecen en la misma ley. De modo 
que, segdn este articulo, aquel que solamente haya arrenda- 
do, es  decir, se  haya obligado únicamente a ceder el disfrute 
temporal de una finca rústica, se  encuentra, en virtud de este 
precepto, con que, lejos de limitarse su obligación a los t6r- 
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minos expresados en el contrato, ha constituido un derecho 
de adquisición del predio en favor del arrendatario a quien 
sólo quiso conceder temporalmente el goce de la tierra. 

El art. 57, al hablar del contrato de rabassa moda lo con- 
sidera como censo enfiteutico redimible a voluntad del culti- 
vador, siendo asi que al hacer el contrato de ruóassa morta 
que produce efectos perfectamente conocidos, entre los cua- 
les no ests el de su conversión en enfiteusis redimible a vo- 
luntad del rabassaire, no prestó el propietario su consenti- 
miento a esta conversión. S e  dice por el defensor de la Ge- 
neralidad que esta disposición estSi conforme con lo dispuesto 
en la Base 22 de la ley de Reforma Agraria; pero se  olvida 
que esta ley tiene carácter social, materia sobre la que la Ge- 
neralidad no puede legislar; y, por tanto, que las disposicio- 
nes del artlculo que comentamos, como las de otros (algunos 
de ellos ya examinados y otros que examinaremos), tienen 
un doble vicio de incompetencia, e1 de alterar las bases de las 
obligaciones contractuales y el de hacerlo en función protec- 
tora de la parte a quien se  considera eeonómicamente débil, 
lo cual excede de las facultades legislativas de la Generalidad 
por estar reservado exclusivamente a las del Estado español. 

El art. 58 y el 59, que establecen normas para fijar el pre- 
cio de redención del censo en que se convierte la rabassa 
morta y el modo de pagarlo. 

El art. 61, que concede al rabassaire, mientras no utilice 
el derecho de redención, la facultad de someter a revisión 
ante las Juntas habituales el importe de la cuota fijada para 
el propietario en el contrato. 



Contra el principio de  igualdad. 

El art. 17, según el cual el derecho del cultivador se trans- 
mite por causa de muerte a sus herederos legítimos o testa- 
mentarios si lo son sus ascendientes o descendientes directos, 
su esposa o sus hijos adoptivos; pero estos adquirentes po- 
driin dar por terminado el contrato avisando por escrito al 
propietario antes de transcurrir los tres meses siguientes a la 
muerte del causante, si bien deberán continuar el cultivo has- 
ta finalizar el año agrícola en curso. En cambio, el art. 16 
prohibe en caso de sucesic'in universal o singular de la finca 
o en el de que se  constituya s ~ b r e  ella un derecho real que et 
adquirente pueda dar por terminado el contrato. 

Contra el principio de que no s e  puede contrata; 
a nombre de otro. 

El art. 8 . O ,  que dispone que cuando la extensión de las 
tierras dadas en contrato de cultivo sea mayor que la que de- 
termina el art. 7 . O ,  la Junta Arbitral tiene competencia para 
recibir las denuncias por incumplimiento de dicho art. 7.", y 
para proceder a su comprobación; las denuncias deberán ser  
hechas por vecinos de la localidad donde radique la finca de 
que se  trate, y la Junta Arbitral, una vez comprobado el in- 

. cumplimiento, está facultada para arrendar en nombre del 
propietario y en favor del denunciante la totalidad o el so- 
brante de la tierra objeto de la denuncia, y en caso de que ek 
denunciante, por cualquier causa, no quisiera ser el arrenda- 
tario, la Junta podrá ejercer la facultad expresada a favor d e  
los cultivadores de la tierra de la localidad por orden de su 
mayor necesidad o, en su defecto, en favor de las Cooperati- 
vas o Sindicatos de producción agrícola de la misma pobla- 
ción. 



De modo que no cabe conculcación más terminante del 
principio, de que nadie puede contratar a nombre de otro sin 
su autorización o sin tener su representación legal. 

Contra el principio de no sujecidn a formas. 

El art, 9." establece que (los contratos de cultivo habrán 
de formalizarse en documento público o en documento priva- 
do, que se extenderá por triplicado en los impresos ajustados 
al modelo que fije el Consejero de Justicia y Derecho; cuando 
el contrato se otorgue en documento privado, será presenta- 
do al Registro de Contratos de Cultivo que la Generalidad 
creará, con la obligación de librar copias debidamente certifi- 
cadas a los interesados que lo soliciten,. 

También resulta evidente, como la de las demás bases, la 
conculcación de ésta de libertad en la forma de contratación; 
no sólo se exige la forma escrita, en documento ptíblico o 
privado, sino que en este iiltimo caso se requiere, además, 
que se haga conforme a un modelo cuya determinación se 
deja al arbitrio de un Consejero de la Generalidad. 

Lo que dice sobre las alteraciones de las bases contractua- 
les el defensor de la Generalidad. 

(Pero-dice el representante de la Generalidad en su escri- 
to-las bases fundamentales de esta clase de contrato, precio 
cierto y tiempo determinado, están en quiebra; hoy están 
vivas la prórroga forzosa, la fijación del precio dentro de una 
escala gradual ... Por ello, hacer en España el asustado o el 
sorprendido ante el derecho de adquisición de que habla la ley 
de Cultivos al tiempo que se invoca también como motivo de 
incompetencia las bases de la reforma agraria, es cosa In- 
sólita.~ 
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Lo que s e  le contesta. 

A esto ha de contestar el Fiscal, que al promover la cues- 
tión de competencia, el Gobierno no se ha mostrado asustado 
ni sorprendido, ni tenia por qué sorprenderse ni asustarse. 
Bien notoria es  la tendencia de la legislación de la República 
a dar contenido social al Derecho de propiedad sobre la tierra, 
y es posible que al legislar sobre el contrato de arrendamien- 
to y otros analogos llegue a establecer disposiciones pareci- 
das a las de la ley de que tratamos. Pero este no es  el pro- 
blema que aquf se  discute. Lo que el Estado español ha hecho 
es reclamar la facultad que la Constitución le concede y el 
Estatuto reconoce de ser él, y únicamente él, quien puede 
alterar, en sentido social o en el que le sugieran las necesida- 
des y conveniencias nacionales, los principios basicos de la 
contratación. 

Ordenacidn de Registros. 

El art. 15 de la Constitución exceptúa, como hemos visto, 
de las facultades legislativas de las regiones autónomas, en 
orden al Derecho civil, la ordenación de los Registros. 

Y,  qué es, en este respecto de la propiedad inmueble, la 
ordenación de Registros? Consiste esta ordenación en el 
cconjunto de normas concernientes a regular la consignación, 
obligatoria o voluntaria, en forma de inscripción o de trans- 
cripción, en las oficinas públicas llamadas Registros, de las 
relaciones jurídicas establecidas sobre bienes inmuebles y los 
efectos que en estas mismas relaciones produce aquella con- 
signación,. Comprende, pues, la ordenación de los Registros: 
1 .O, la creación y funcionamiento del Registro mismo; 2.', la 
determinación de los modos y formas de consignar o hacer 



constar en él las relaciones juridicas que tengan por objeto 
los bienes inmuebles, y 3 . O ,  la regulación de los efectos de 
esta consignación. 

Pues bien, en el párrafo segundo del art. 9.' de la ley de 
Contratos de cultivo del Parlamento catalán se  establece que 
cuando el contrato de cultivo se otorgare en documento pri- 
vado, uno de sus ejemplares sera presentado al Registro d e  
contratos de cultivo que la Generalidad creará con la obliga- 
ción de librar copias de ellos, debidamente certificadas, a los 
interesados que lo solicitaren). 

En este precepto se  ordena la creación de un Registro 
especial para los contratos de cultivo, se determina la obliga- 
ción de incorporar a 61 los documentos privados en que~cons- 
ten los contratos de cultivo, se  establece el modo de hacer esta 
incorporación (mediante la presentación de uno de los tres 
ejemplares que, según el párrafo primero del mismo artfculo, 
han de hacerse del contrato), se señala uno de los efectos 
que la consignación del documento en el Registro ha de pro- 
ducir (la obligación del Registrador de librar copias certifica- 
das, es decir, garantidas en su autenticidad, del documento 
registrado) y se contiene una autorización implícita al Gobier- 
no de la Generalidad para reglamentar el servicio. 

Es evidente que todas estas disposiciones recaen sobre la 
materia de ordenación de los Registros respecto de la cual, 
como sabemos, únicamente el Estado puede, conforme a la 
Constitución, legislar. 

A esto dice la defensa de la Generalidad: ues que la reserva 
constitucional s e  refiere solamente a los Registros existentes 
cuando la Constitución se  hizo, a los que dependen de la Di- 
rección general de los Registros civil y de la Propiedad y del 
Notariado,. Pero ide dónde sale esta limitación que del texto- 
constitucional no aparece? ¿Por qué razón cuando el precepto 
habla de que se excluya de las facultades autónomas de la 



región el ordenamiento de los Registros, así, sin calificativos 
ni determinaciones, en general, ha de entenderse que no se re- 
fiere más que a los Registros que ya existían y que dependían 
de la Dirección general? {No es perfectamente arbitraria y 
concebible sólo por apremiantes necesidades polémicas, semc 
janteinterpretación del defensor de la Generalidad? 

Pero no es en esto solamente en lo que la ley catalana de 
Contratos de cultivo invade la materia relativa a ordenación 
de los Registros. Hay otras disposiciones que invaden esta 
materia disponiendo, no ya acerca del Registro cuya creación 
ordena, sino respecto de los Registros de la propiedad hoy 
existentes. 

En efecto, en el art. 43 se crea a favor del cultivador de 
tierras por titulo de contrato agrícola, un derecho de adquisi- 
ción que tiene como correlativa la obligación del propietario 
de transmitir al cultivador la propiedad sobre la finca; y el 
mismo articulo establece que tal derecho de adquisición es 
inscribible. Pues bien, el art. 18 del Reglamento de la ley 
Hipotecaria dice que no es  inscribible la obligación de consti- 
tuir, transmitir, modificar, o extinguir el dominio o un derecho 
real sobre cualquier bien inmueble. 

Pero, además, en el art. 59 se crea una anotación preven- 
tiva de efectos verdaderamente anómalos. Expliquémoslo: 
Ese art. 59 concede al rabassaire el derecho de pagar, de una 
sola vez o en quince plazos anuales, el precio fijado para la 
redención del censo enfitéutico (en que queda convertido por 
la misma ley la rabassa morta), mas en cuanto pague el pri- 
mer plazo, el rabassaire cpodr6 inscribir (sic) su derecho en 
el Registro de la propiedad por anotación preuentioa, que se 
cancelará cuando se haya pagado el último plazo para con- 
uerfirse en inscripción definitiva. a 

Sabido es que las anotaciones preventivas tienen como 
nota característica la euenfualiaad, porque la relación jurídi- 



ca a que se  refiere pueden resolverse en uno o en otro de 
dos sentidos contrarios: asl la anotación de demanda puede 
resolverse, segfin que en el pleito triunfe el demandado o no, 
en inscripción o en cancelación: la de embargo puede con- 
vertirse en inscripción cuando el procedimiento de apremio 
llegue a su fin, o cancelarse si antes de que este momento 
llegue paga el deudor: la anotación por defectos subsanables 
se  convierte en inscripción si éstos se  subsanan; de lo con- 
trario se  cancela. 

Pues bien, esta nota característica de 16 anotacion preven- 
tiva, la de eventualidad no se da en la que establece el ar- 
ticulo 59 de la ley catalana sobre Contratos de cultivo, por- 
que en él se dice que (cuando s e  pague el último plazo se  
convertirá en inscripción definitiva,. Pero ¿y si no se  paga? 
iHa de  quedar indefinidamente pesando la anotación sobre la 
finca hasta que se convierta en inscripción y sin posibilidad 
de cancelarse? Asi s e  infiere del artículo que, por consiguien- 
te, elimina uno de los términos de la eventualidad que carac- 
teriza a las anotaciones preventivas. 

Disposiciones de Derecho social. 

Cuanto tenemos dicho al tratar de la cuestión previa iela- 
tiva a la naturaleza civil o social de la ley catalana sobre 
Contratos de cultivo, y al estudiar las alteraciones por ésta 
introducidas en las bases contractuales (alteraciones que cons- 
tituyen Derecho social cuando tienden a proteger a la parte 
contratante a quien se conceptos económicamente débil), ha 
demostrado suficientemente que aquella ley invade el campo 
de la legislación social, que la Constitución y el Estatuto 
atribuyen de modo exclusivo al Estado español. 

Por ello, podemos ser brevisimos ahora, limitándonos a 
decir que, aunque se  aceptase aquel concepto restringido del 
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Derecho social, que el defensor de la Generslidad establece 
en su escrito, al decir que es el que regula las relaciones 
entre patronos y obreros asalariados (concepto aplicable sola- 
mente a un estadio ya superado de la evolución de ese Dere- 
cho), aun aceptando, digo, ese concepto restringido, resulta 
que la ley del Parlamento catalán contiene ordenaciones de 
carácter social y,  por consiguiente, dictadas con incompeten- 
cia manifiesta. 

En efecto, en el art. 7." regula de modo minucioso la pro- 
porción en que, según se trate o no de tierras de regadio, ha 
de estar el trabajo que realicen los obreros asalariados, res- 
pecto del que hagan el propio cultivador y sus familiares. 

Esta disposición regula evidentemente relaciones entre 
patronos y jornaleros, en el aspecto de la cantidad de trabajo 
asalariado que pueden utilizar aquéllos. 

Disposiciones procesales. 

Reserva, como hemos visto, la Constitución al Estado es- 
pañol, la legislación en materia procesal, y el art. 11 del Es- 
tatuto establece que la Generalidad organizará la Administra-. 
ción de Justicia en todas las jurisdicciones, excepto en la 
militar y en la de la Armada, conforme a lospreceptos de la 
Constitución y a las leyes procesales y orgrinicas del Es- 
lado. 

De modo que la Generalidad no puede, según las disposi- 
siones mencionadas, establecer jurisdicciones especiales, ni 
modificar las reglas de competencia que las leyes orgáricas 
y procesales del Estado establecen respecto de los Tribuna- 
les, ni sustraer del conocimiento d e  éstos, de modo transitorio 
o permanente, asunto alguno. 

Pues bien: en esta materia es er. la que de modo más pa- 
tente y con caracteres más graves, la Región catalana ha 



invadido en la ley de contratos de cultivo la competencia 
legislativa que corresponde al Estado español. 

Efectivamente; dicha ley, en su art. 74, establece que el 
Gobierno de la Generalidad creará en cada cabeza de distrito 
una Junta arbitral (cuya organización y modo de actuar pro- 
cedimientos y recursos ante el Tribunal de Casación de Ca- 
taluña se  regulan en los arts. 75 a 87), que conocerá privati- 
uamente de todas las cuestiones que resulten de la aplicación 
o interpretación de la misma ley. 

En el art. 22, última disposición del párrafo último, se  
preceptúa que el desahucio del arrendatario, fundado en que 
éste haya dejado de cultivar la tierra por abandono de más 
de un año, o por destinarla a un uso que no sea el de cultivo, 
<requerirá una.reso!ución previa favorable de la Junta arbi- 
tral del distritos. 

En el tercero de los artículos transitorios se determina 
que' <la ejecución de los laudos firmes corresponderá a la 
jurisdicción civil ordinaria en todos los casos que determine 
el Reglamento de esta ley y por el procedimiento civil de 
ejecución de sentencias,. 

En las disposiciones transcritas se halla tan manifiesta la 
invasión de las facultades, que, para legislar en materia pro- 
cesal, corresponden al Estado que no parece posible negarla. 
Sin embargo, el representante de la Generalidad la niega, 
fundándose en que esas disposiciones ino tienen carácter 
procesa[! 

Leamos lo que, para demostrarlo, dice: 
<Cuando una región autónoma tiene competencia exclu- 

,siva en materia civil, para regular tales o cuales instituciones, 
.la tiene también para dotarlas y revestirlas de todas las moda- 
~lidades qce la concepción jurídica, guía del legislador, acon- 
,seja. Y si esta concepción no se aviene a las normas pro- 
3 cesales generales del Estado, deberá prescindir de ellas y 



- LXXV - 

>crear otras extrajudiciales, precisamente porque no puede 
~modqcar las judiciales preestablecidas. 

aUnz ley civil catalana, dictada por el Parlamento de Ca- 
ataluña en materia de su competencia, puede perfectamente 
.prescindir, por ejemplo, para determinadas infracciones y 
>diferencias entre arrendadores y arrendatarios, del juicio 
.de desahucio, siempre que, al hacerlo, sefiale preceptiva- 
nmente un camino para la resolución del conflicto derivado 
.de la infraccidn o diferencia; lo que no puede hacer es ad- 
~mitir el desahucio, como via procesal pertinente al caso, y, 
,al mismo tiempo, regularlo en forma distinta de como lo 
.hace la ley del Estado. 

<Eso le parece a este Gobierno de la Generalidad elemen- 
.tal, porque, de no ser as[, la competencia civil de la Región 
.autónoma sería un engaño; quedaría privada de instaurar 
,cualquier novedad, por justa y conveniente que fuera, en 
>cuanto rozara los procedimientos predeterminados en Ia 
*ley de Enjlliciarnienlo civil. Si la regulacidn rituaria de 
*esta ley no servia y no podta ser sustituida por otra, hija 
*del ingenio o fruto de la experiencia,  qué podría hacer la 
>Región autónoma para renouar su legislación y ponerla de 
>acuerdo con el mundo? ~Deberia esperar a que el Estado 
)quisiera modernizar su ley ~djetiva, anticuaaa? Entonces, 
pide qué serviría la conipetencis legislativa en materia civil?, 

.He equi lo que ha sucedido en la ley de Contratos de 
»cultivo. El legislador catalán ha querido prescindir en aigu- 
x nos aspectos del procedimiento judicial. Ha creído oportuno 
»acudir a una forma de conciliación o arbittaje previo y 
,acogerse a lo que no es ninguna novedad en el extranjero ni 
.en España; ha creado unas Juntas arbitrales que conocen 
,de determinadas cuestiones civiles, de la misma manera que - ,los Tribunales industriales y Ins Jurados mixtos, que tampo- 
aco son jurisdicción ordinaria, conocen de verdaderas cues- 
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~tiones civiles análogas, si no idCnticas, a las que la ley de 
Contratos de cultivo atribuye a la competencia de las Juntas 
*arbitrales; y como el Gobierno de la República encargó, por 
,Decreto de 11 de Julio de 1931, a los Jurados mixtos de la 
,propiedad rfistica, y no a la jurisdicción ordinaria, el cono- 
,cimiento de los juicios de revisión a que hacen referencia 
)los arts. 38 a 40 de la ley de Contratos de cultivo, citados 
spor el Tribunal Supremo como posibles infracciones de la 
»legislación procesal del Estado español, por lo que se  refiere 
,a la competencia para decidir sobre la revisión de los cnn- 
,tratos.* 

<Si el Gobierno de la Republica pudo prescindir de la le- 
~gislación procesal del Estado, creando, por Decreto de 11 
$deJulio de 1931, unosJurados mixtos que habrán de cono- 
mer de los juicios de revisión en materia de propiedad rústi- 
wa, bien puede haber hecho lo mismo el Gobierno de la Ge- 
~neralidad de Catalufia mediante la ley de 11 de Abril del 
,presente año, que tiene m& solemnidad y garantías que un 
>Decreto, máxime cuando, contra las resoluciones de las 
.juntas arbitrales, ha concedido el recurso de apelación 
)ante el Tribunal de Casación de Cafalut'ia, según resulta 
.de los arts. 56,81 y 85 al 87 de la mencionada ley de Con- 
>tratos de cultivo.. 

c Cataluña no puede variar los términos ADjErivos de la 
~tramitaciórz de los juicios ante los Tribundles; pero puede, 
DIO mismo que el Estado, eliminar los procedimientos judi- 
, ciales cuando crea, al dictar las leyes de su competencia, 
»que es más conueniente para los intereses de la Región au. 
stónoma apartarse de una litis y acogerse a otras normas 
»regulares y reguladas, extrañas a la jurisdicción ordinaria.» 

Prescindiendo de rectificar equivocaciones de detalle, 
como, por ejemplo, la J e  que los Jurados mixtos agrarios s e  
establecieron por el Estado español por Decreto de 11 de Ju- 



lio de 1931, siendo asi que se crearon por Decreto de 7 de 
Mayo del mismo año, declarado ley de la hepública por la de 
9 de Septiembre, hemos de poner de relieve los errores fun- 
damentales que contienen los razonamientos consignados en 
los párrafos leidos del escrito del representante de la Gene- 
ralidad, que, por lo visto, cree: 

l." Que la Región autónoma puede, como el Estado, 
crear nuevos drganos, confiriéndoles competencia para co- 
nocer de asuntos hasta enfonces correspondientes a órganos 
de la jurisdicción ordinaria, olvidando que si el Estado es- 
pañol puede modificar competencias y crear órganos jurisdic- 
cionales, porque tiene facultades legislativas en e1 orden or- 
gánico y procesal, la Generalidad no puede hacerlo porque 
carece de ellas respecto de estas materias, y ha de atenerse, 
en la organización de los Tribunales, a lo dispuesto en las le- 
yes orgánicas y procesales del Estado. 

2." Que el establecer las Juntas Arbitrales que no sólo 
actúan la ley en el caso concreto en funcidn declarativa 
(laudos), sino en función coercitiva que impone a la juris. 
dicción ordinaria la obligación de ejecutar lo que aquéllas 
han resuelto, no significa crear órganos jurisdiccionales, 
sino, sencillamente, instituir un procedimiento g extrajudi- 
cial*; sin reparar al hacer esta afirmación en que cuando un 
órgano tiene jurisdictio (facultad de conocer y resolver un 
asunto) y coertio (facultad de imponer que su resolución se 
ejecute) hay función jurisdiccional si dichas facultades tienen 
por objeto sustituir de modo imparcial la actividad de los in- 
teresados en la actuación concreta de la ley. 

3." Que solamente se  legisla sobre materia procesal 
cuando se regulan los trámites de un juicio de modo distinto 
al en que lo regula la legislación del Estado, pero no cuando 
s e  sustraen cuestiones al conocimiento de Tribunales, a quie- 
nes las leyes generales se lo conceden, ni cuando se impone, 
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como requisito previo no e~igido por esas lepes generales, 
que para ejercitar la acción de desahucio en ciertos casos 
intervengan antes las Juntas Arbitrales y se obtenga de 
ellas resolución favorable. 

Y este ertor, como los otros dos también fundamentales 
que quedan señalados, nacen de que el representante de la 
Generalidad tiene del Derecho procesal un concepto tan ar- 
caico, tan anticuado, que parece incompatible con la cultura 
juridica que nos complacemos en reconocer a aquella repre- 
sentación. 

Tienen esos errores, efectivamente, su rafz común en el 
concepto meramente formalista del Derecho procesal, que du- 
rante tanto tiempo ha dominado y que lo dejaba reducido a 
una árida serie de fórmulas, esquemas, términos, cláusulas y 
solemnidades, a un conjunto de rijo?, que parecfan, como ha 
dicho José Ferrara, <el arcano mecanismo de una especie de 
culto al ignoto ndmero de la justicia,; y este concepto for- 
malista del Derecho procesal, era consecuencia del modo de 
concebir la acción y el proceso. Porque la acción se  conside- 
raba como el mismo derecho subjetivo sustancial en su cvir- 
tualidad inmanente de reaccionar contra su violación~, como 
decía Brinz, o se  estimaba como una emanación directa de 
ese mismo derecho sustancial, como <un derecho nuevo, na- 
cid0 de la violación de aquél y que tenia como contenido la 
obligación del adversario de hacer cesar la violación~, según 
opinaba Savigny. Pero estos dos modos de concebir la acción 
(como otros afines que veían en la acción una pertenencia, 
cualidad, potencia, derivación, activación o explicación del 
Derecho subjetivo) no eran, en rezlidad, sustancialmente dis- 
tintos, sino manifestaciones de la misma idea básica: la de 
que la acción no era más que el mismo derecho sustantivo o 
un elemento suyo que se transportaba ante los Tribunales. 

Al mismo tiempo, la relación juridica que entre los inte- 
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resados en la acción nacia del ejercicio de ésta, se conside- 
raba como un contrato o cuasi contrato civil, del cual quedaba ', 
excluido el Juez por la consideración de que, ejerciendo fiin- 
ciones públicas, no podia, claro es, ser sujeto de una relación 
jurídica encajada en un molde de Derecho privado. 

Y asi, en lo interno del Derecho procesal, no s e  veian más 
que elementos ajenos a él, nociones tomadas en préstamo, 
segfin frase de Wetzel, al Derecho civil (las de acción, contra- 
to y cuasi contrato) y al Derecho público (las de organización 
judicial y jurisdicción), y se consideraba como únicos elemen- 
tos propios y característicos suyos los pura y estrictamente 
formales. 

Pero estos erróneos conceptos acerca de la acción y del 
proceso hace ya mucho tiempo que han Sido superados, y 
ello ha tenido como consecuencia una radical transformaciijn 
en el modo de concebir el Derecho procesal. 

El nuevo concepto de acción comenzó a iniciarse con mo- 
tivo de una polémica que acerca de la actlo romana sostuvie- 
ron en 1857 Winscheid y Muther. Este veia en ella, además 
del elemento constituido por el derecho originario privado, 
otro elemento esencial que consistla, según él, en el derecho 
a la tutela jurfdica correspondiente al individuo contra el 
Estado. Y desde entonces vino elaborándose el concepto de 
acción qiie hoy domina y que consiste en considerarla como 
un derecho autónomo, respecto de cuya naturaleza hay diver- 
sidad de opiniones, porque unos creen que es un derecho 
subjetivo público abstracto (es decir, cuya existencia es inde- 
pendiente del hecho concreto de que asista O no al actor una 
razón de derecho privado en su reclamación), otros entienden 
que es un derecho subjetivo público concreto, otros distin- 
guen entre un derecho público de acción a la tramitación del 

9 
juicio respecto del Juez y un derecho privado de accidn para 
constreñir judicialmente al demandado a realizar la prestacibn 
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y otros, en fin, la consideran como un derecho potestatiuo. 
Pero se  ha llegado a establecer de una vez que la acción es 
algo distinto del derecho sustancial, que son conceptos que 
pueden considerarse relacionados, nunca identificados ni com- 
prendidos el uno en el otro, puesto que hay derechos sin 
acción (los que dimanan de las llamadas obligaciones natura- 
les), acciones sin derecho (por ejemplo, las de mera declara- 
ción negativa) y acciones que se ejercitan y pueden prospe- 
rar sin demostración alguna de  que tengan como fundamen- 
to un derecho (por ejemplo, las interdictales). 

El proceso también se considera ya como una relación 
jurídica autónoma, irreducible a la del contrato o cuasi contra- 
to o a cualquier otra, y que tiene suspropios caracteres, fina- 
lidad y elementos, consistiendo aquéllos en ser única, com- 
pleja, progresiva y contradictoria, siendo su finalidad la de 
actuar concretamente la ley, no sólo por los medios que la 
obligación primitiva proporcionaba, sino por todos los que a 
su alcance tienen los órganos jurisdiccionales y distinguien- 
dose sus elementos en personales (sujeto de Derecho públi- 
co, o sea el órgano jurisdiccional y sujetos de Derecho priva- 
do, o sean las partes), de contenido (mariifestaciones de la 
actividad del Juez y de las partes, dirigida a la constitución, 
desarrollo, modificación y terminación del proceso) y forma- 
les, que no significan hoy más que una parte, tal vez la menos 
importante de la relación procesal y que consisten en las con- 
diciones de tiempo, lugar y modos de expresión de los actos 
procesales. 

Y ya en derredor del núcleo constituido por los conceptos 
autónomos de acción y de proceso, no tomados en préstamo 
a otras ramas del Derecho, sino propios y peculiares del De- 
recho procesal, los elementos internos y esenciales de éste se  
han puesto de relieve y ya no puede deciise que las formas y 
los trámites sean su objeto único, ni siquiera principal. 



Y por perder de vista este verdsdero concepto de lo que 
es y significa el Derecho procesal, se ha podido sostener por 
el representante de la Generalidad que discernir competen- 
cias, que crear órganos con todos los atributos y funciones 
propios de la iurisdicción, que establecer presupuestos para 
ejercitar la acción de desahucio, no era legislar en lo proce- 
sal y que solamente se hubiera legislado en tal materia alte- 
rando algfin trámite en el juicio de desahucio. 

El argumento politico. 

Y creyendo haber demostrado que, en efecto, la ley de 
contratos de cultivo ha estatuído también en materia proce- 
sal, porque de este carácter es la disposición que crea esa 
Junta arbitral, y lo son también los demás preceptos que he 
mencionado, terminaría así mi informe si no tuviera que exa- 
minar brevfsimamente otro argumento, no de indolé juridica, 
sino de índole política, que en el escrito de la Generalidad se 
hace. Es el de que esta ley responde a un sentir unánime de 
la región catalana, porque la han elaborado aquellos que di- 
rectamente, democráticamente, la representan, y que las con- 
secuencias de la anulación de la ley pudieran ser las corres- 
pondientes al hecho de verse defraudada la opinión pfiblica 
que en ella tiene puestas sus ilusiones. El Fiscal, en la repre 
sentación que ostenta, no puede contestar a este argumento 
más que lo siguiente: que la satisfacción de esas ilusiones, 
de esos anhelos de la opinión catalana, ha de procurarse por 
los medios adecuados, segfin la Constitución y el Estatuto, y 
entre esos medios no está, precisamente, el que se ha em- 
pleado; que el medio indicado constitucionalmente para lograr 
aquella satisfacción, es el de que el Parlamento español le- 

I. gisle en el sentido que, según se dice, la región catalana de- 
sea, y que si a él se acude, se puede tener la segvridad de 

MEMORIA 
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que si aquellos anhelos son justos y est8t3 acordes o pueden 
armonizarse con las bases fundamentales de la organización 
de la República, serán plenamente satisfechos. 

Conclusión. 

Y nada m6s. Termino expresando, mAs que la esperanza, 
la certeza de que este Tribunal dictará una resolución que 
imponga a la región catalana la observancia de los limites de 
su competencia legislativa, porque sólo de este modo se 
cumplir& la finalidad que al hacer posibles las de autonomias 
se  propuso la Constitución: la de que la unidad de España se  
llene de un rico, complejo y vario contenido, mediante la flo- 
ración armónica de todas las energlas regionales. 

Rectificación al informe oral de D. Amadeo Hurtado, 
defensor de la Generalidad. 

En primer lugar, he de rectificar la insinuación hecha por 
el representante de la Generalidad, al decir que algunas per- 
sonas han visto en esa ley un ataque a sus intereses particu- 
lares de propietarios y que, en nombre de esas personas, ha 
obrado el Gobierno al promover la cuestión de competencia. 
El Gobierno ha planteado esta cuestión en su propio nombre, 
después de oír al Consejo de Estado y previo informe de 
la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo. Decir otra cosa 
constituye una suspicacia que tal vez sea licito manejar como 
arma en las luchas politicas, pero que es contraproducente 
emplear en las controversias ante los Tribunales de Justicia. 

S e  ha dicho también que el escrito promoviendo la cues- 
tión de competencia era una simple consulta, no un acto con 
virtualidad procesal bastante para plantear aquella cuestión. 
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En la súplica de ese escrito, expresamente, terminantemente, 
categóricamente, se dice que se  formula cuestión de compe- 
tencia por haberse invadido por el Parlamento de Cataluña 
las atrlbucfones legislativas del Estado español, en las mate- 
rias que en el escrito mismo se señalan. 

Y no voy a rectificar otras muchas cosas que tengo aquí 
anotadas, por no fatigar al Tribunal y en vista de lo avanzado 
de la hora. 

Pero si he de hacer una observación: la de que constante- 
mente, y sin duda por falta de argumentos de carácter juridi- 
co, se han empleado por el defensor de la GeneraliSad argu- 
mentos de carácter politico, aludiendo repetidamente, mejor 
aún, constantemente, a las posibles repercusiones que en la 
paz pública puede tener la resolución que el Tribunal dicte, y 
se ha llegado a calificar de baladíes las infracciones del texto 
constitucional y del Estatuto de Cataluña que puedan adver- 
tirse, poniendo en parangón la transcendencia que esas infrac- 
ciones puedan tener con la importancia que alcanzaría la 
explosión de las pasiones populares. Yo creo que estos argu- 
mentos, no solamecte no pueden tomarse en cuenta por un 
Tribunal de Justicia, pero que ni siquiera debe oírlos. Porque 
si por motivos políticos, de conveniencia remota o inmediata, 
o de pacificación pública, hubieran de resolverse las cuestio- 
nes, sobrarian los Tribunales de Justicia, porque está en la 
esencia misma de sil función que éstos para resolverlas hayan 
de atenerse siempre a criterios jurídicos. Y nada más. 



A P E N D I C E  P R I M E R O  

Memorias de los Fiscales de las Audiencias 



Resumen de las Memorias de las Fiscalias. 

Al leer las Memorias enviadas por los Jefes de las Fiscalías de 
toda España, se aprecia de modo inequlvoco el alto nivel intelectual 
del Cuerpo Fiscal. 

Podría parecer un poco monótono examinar cincuenta trabajos 
de los mismos temas; pero hay en ellos tan agudas observaciones y 
tan acertados y sutiles juicios acerca de los diversos problemas es- 
tudiados, que la tarea resulta interesante e instructiva. 

Dos notas principales destacan de ese examen, reveladoras de 
que la unidad del Ministerio Fiscal es  un hecho: la coincidencia en 
tratar los mismos asuntos, que son todos aquellos que principalmen- 
te  preocupan la conciencia ciudadana y la casi unanimidad en en- 
juiciarlos y proponer remedios. 

Mayor difusión debiera darse a estos interesantes trabajos que 
contienen propuestas de reformas e ideas muy dignas de tomarse 
en consideración. 

Hay entre ellas diversas graduaciones de méritos, y no faltan, 
por excepción lamentable, las que se limitan a cumplir el precepto 
reglamentario, con las menos palabras posibles y, desde luego, 
omisión de todo juicio propio. Son muy escasas en nSimero, y de 
desear es que en e! próximo año no exista ninguna de tales carac- 
teristicas, indicadoras de poco amor a la función. 

Dificil seria en Certamen de méritos adjudicar la palma del ven- 
cedor a una Memoria determinada, siendo muy estimables la inmen- 
sa mayoría y habiendo trabajos notables entre ellas. En la imposibi- 
lidad de citarlas todas, debe señalarse, en justicia la del ilustre Fis- 
cal de San SebastiBn, D. José de Seijas, verdadero alarde de esta- 
distica presentada en forma moderna e irreprochable de juicios acer- 
tados y de galana exposición; la del Fiscal de Santander, D. Rafael 
Losada; la del de Ciudad Real, D. Ramón Gascón Cañizares; la del 
de Cuenca, D. Graciano Guijarro y Garcia de la Rosa, y la del de 
Lérida, D. Pedro Elbao Gavete, que estudian el movimiento de la 
criminalidad en sus respectivas provincias con claro y certero juicio, 
y suscriben trabajos que demuestran sus excelentes condiciones, 
sólida preparación y amor y entusiasmo por la función fiscal. 



Funcionamiento de  las Audiencias. 

Dedican los Fiscales, en sus Memorias, elogios a la marcha or- 
denada y normal de las Audiencias. Hablan algunos de retrasos an- 
teriores, vencidos gracias al esfuerzo y entusiasmo del personal, y 
alaban su actuación abnegada ante el trabajo abrumador de gran 
parte de ellas, con motivo del funcionamiento del Tribunal de ur- 
gencia, que ha venido a recargar la labor agotadora de Tribunales y 
Fiscalías. Quéjanse algunos del gran número de vistas y juicios 
orales suspendidos, que en alguna Audiencia-Granada-llega cer- 
ca del 40 por 100 de las señaladas. Ello ocasiona los retrasos con- 
siguientes y el importante perjuicio para el erario piiblico de doble 
o triple pago de testigos, peritos y jurados. Lo sensible es que esas 
suspensiones obedecen siempre a causa legal -incomparecencia de 
procesados o testigos, enfermedad o renuncia de Letrados, etc.-, 
ante las cuales nada pueden hacer los Tribunales, que se ven bur. 
lados, ya que muchas veces la verdad oficial es distinta de la ver- ' 

dad verdadera y los enfermos-como los muertos del Tenorio- 
gozan de buena salud. Problema es éste que excede de la órbita de 
los Tribunales y entra en la del Poder legislativo o reglamentario, 
al menos. 

Tambikn se lamentan del retraso en devolver las causas en trá- 
mite de calificación los letrados, y cita un Fiscal el caso de uno 
que es Diputado a Cortes, y se dispone la Audiencia a dirigirse al 
Tribunal Supremo en vista de que sus órdenes son desatendidas. 
Nota simpática es la cordialidad de relaciones y mutua considera- 
ción entre el personal judicial y Fiscal, que no en balde proceden 
aún la mayorfa de un mismo tronco común. 

! .y -. 
I . -  

Funcionamiento de los Juzgados de  instruccibn. 
, . .  

Coinciden, igualmente, la mayorla de las Memorias Fiscales en 
ponderar el daño causado al servicio por las largas interinidades 
durante las que rigen Jueces municipales los Juzgados de instruc- 
ción vacantes, por no proveerse en propiedad can todos los graves 
inconvenientes que ello origina. Y son, casi siempre, estas interini- 
dades la causa de los retrasos que perturban la buena marcha de 
los negocios judiciales. Sin entrar a discutir, cuál sea el mejor me- 



dio de proveer las vacantes, es necesario que la provisión no se 
demore, que transcurra el menor lapso de tiempo posible entre el 
cese de un Juez propietario y la toma de posesión de su sucesor en 
propiedad, para e ~ i t a r  intromisiones de Jueces por accidente, ex- 
traños a la Carrera y sin los conocimientos, vocación y entusiasmo 
que el pertenecer a ella supone. 

El funcionamiento de los Juzgados de instrucción es normal en 
su inmensa mayoría. De la marcha de algunos se quejan bastantes 
Fiscales, pero son los menos los que atribuyen los defectos a inep- 
titud o desidia del titular, antes bien lo achacan o a esas largas 
interinidades apuntadas o a defectos de personal subalterno, bien 
por falta de condiciones del Secretario o bien a que la escasez de 
derechos arancelarios percibidos por éste no le permiten sufragar 
los gastos de los escribientes u oficiales necesarios. La inmensa 
mayoría de los Jueces de instrucción han salido triunfadores de la 
prueba bien dura, de los Tribunales de urgencia, haciendo que los 
sumarios se tramiten dentro de los brevísimos plazos marcados por 
la ley de Orden Público, sin desatender el despacho corriente y 
ordinario. 

Funcionamiento de los Juzgados municipales. 

También en este punto es casi unánime la opinión de los Fisca- 
les y Jefes, pero en  sentid^ contrario: en protestar la mayoría de 
la actuación de los Jueces mlinicipales, particularmente de los nom- 
brados por elección, cuyo sistema ha sido, para bien de la Justicia, 
sustituido por el antiguo, en que los diversos informes que se soli- 
citan por Jueces y Salas de Gobierno representan una garantía de 
acierto. Achácase en las Memorias la deplorable actuación de los 
Jueces municipales a pertenecer a un partido político que les obliga 
con compromisos, no siempre compatibles con la Justicia, a su inep- 
titud y falta de ilustraciún, sobre todo en los Juzgados rurales, en 
que los Jueces, pobres labradores, son completamente ignorantes, 
y,  o bien obran por pasión o se entregan en manos de los Secreta- 
rios, con lo que a veces es peor el remedio que la enfermedad. 

Hay un Fiscal de provincia agrícola y ganadera que dice que en 
los pueblos que la forman, el Juzgado municipal es un cargo codicia- 
ble, que hace prosperar o cerrar comercios, impide a quien tiene 
una sola cabra para leche sacarla a pastar o permite a quien tiene 
un rebaño disponer de las hierbas de todo el termino, según sea 
enemigo o amigo. 



En general, se sefíala su funcionamiento como deficiente y es  
una de las instituciones más necesitadas de radical y honda reforma, 
pues tal como hoy funciona no presenta ninguna garantfa de acierto 
ni de justificación, según acertada frase del Fiscal de Salamanca. 

Funcionamiento de los Tribunales de Menores. 

Laméntanse los Fiscales de provincias, donde esta benéfica y 
meritoria institución no se halla establecida, de la desigualdad y 
desamparo que ello supone para los niños delincuentes, que quedan, 
por tal falta, sujetos al procedimiento ordinario y terminan por ser 
entregados a su familia, que a veces es quien los pervierte, y su 
hogar es el antro donde aprenden las lecciones de corrupción que 
les han empiijado a delinquir. 

Por el hecho, a ellos no imputable, de haber nacido en provin- 
cias donde no existe el Tribunal Tiitelar, los que tienen la desgracia 
de delinquir antes de los dieciséis años, han de perder toda espe- 
ranza de redención, por carecer de mano cariñosa que, al corregir- 
los, los haga miembros útiles de la sociedad. El lasciafi ogni spe- 
rama del poeta florentino, para ellos parece escrito. Por eso 
claman por su instalación todos los Fiscales en cuyas provincias 
falta y es de urgencia establecerlos, siendo más de lamentar la con- 
ducta de dos ciudades que, teniendo ya nombrados los Jueces, no 
funcionan los Tribunales tutelares por dificultades presupuestarias 
o competencias entre Corporaciones. Hace resaltar el Fiscal de 
Málaga lo conveniente que es su creación, sobre todo en Melilla, 
donde por el estado de indisciplina social de la juventud, por las 
prédicas revolucionarias o la aureola de los pistoleros y la exención 
de los menores de dieciséis años, es de todo punto inexcusable. 

De las poblaciones en que funcionan estos Tribunales, no llegan 
en las Memorias más que elogios a su actuación y loas a los grandes 
beneficios que proporcionan a la infancia delincuente, apartándola 
(cuando aún es hora y el alma está en buen tempero, como las tie- 
rras para la siembra) del camino del crimen y de la cárcel, escuela 
de perversión para el joven que en ella tiene la desgracia de caer 
por primera vez. 

Esta institiición necesita tener al frente un Juez de menores que, 
sobre todas sus buenas cualidades, tenga gran amor a su misión, 
elevada como pocas. Con este amor hará la obra fecunda qUe reali- 
zan, según las respectivas Memorias, Ibarra-apóstol de esta insti- 



tución-en Vizcaya, Castejón en Sevilla, Ribera en Valencia, y 
tantos otros en sus respectivas provincias. 

Claro es que, a la inversa, cuando este amor falta, cuando, como 
dice un Fiscal que sucede en su provincia, el cargo de Juez o de 
Secretario se toma como un enchufe, el Tribunal Tutelar arrastra 
una vida lánguida y asmática, que en todo el año ha hecho como 
que se  ocupaba de 49 niños y una niña, y ello en provincia de las 
que no han ido a la zaga en trastornos y violencias. 

Funcionamiento d e  los Juzgados d e  primera instancia. 

Como normal lo señalan todas las Memorias, la mayor parte de 
las cuales dedican elogios a los titulares. Hay, en algunas, quejas 
de retrasos y corruptelas achacadas a deficiente actuación del per- 
sonal subalterno, unas veces por insuficiencia y otras, las menos, por 
demasiado hábiles. Todo ello es  de esperar se  remedie con una 
actuación más enérgica y atención más constante y eficaz de los 
Jueces respectivos, que si llevan el honor cuando la marcha del 
Juzgado es excelente, deben pechar con las censuras cuando no 
han sabido o podido hacer que lo sea. 

Acusan, en general, disminución los asuntos civiles tramitados 
ante los Juzgados de primera instancia, sobre todo en jurisdicción 
contenciosa, y los Fiscales, por si o por sus Delegados, siguen inter- 
viniendo en todos los que en ella y en la voluntaria son parte según 
la ley. 

Tribunales Industriales. 

Lo mismo en aquellas poblaciones donde se  halla establecido, 
que en aquellas otras en que, por su falta, conocen los Jueces de 
primera instancia de las demandas de trabajo, su funcionamiento 
acusa normalidad y no hay quejas contra su actuación. Ello revela 
la ponderación de los Jaeces Presidentes de estos Tribunales ante 
los cuales s e  ventilan cuestiones de jornales e indemnizaciones que 
tanto apasionan en general. 

Sus atribuciones y competencia se ven cada día más mermadas,. 
en tanto crecen las de los Jurados mixtos, de cuya obra podría con- 
siderarse la Nación satisfecha si igualase a la de los Tribunales In. 
dustriales. Prueba del acieito y ecuanimidad de estos es  la petición 



general de que los Presidentes de los Jurados mixtos pertenezcan 
a la Judicatura o formen una Magistratura especial. Si se logra, 
realmente no habrA entre una y otra institución más diferencia sino 
la de que los vocales patronos y obreros sean de determinado oficio 
.o de varios. 

Organización de  los servicios d e  las Fiscalias. 

En todas las Fiscalías de España reflejan las Memorias el mayor 
respeto al espiritu de nuestro Estatuto en cuanto hace referencia 
al reparto del trabajo. Los Fiscales Jefes predican con el ejemplo y 
despachan la parte mayor y más dificil de los múltiples asuntos 
sometidos a estudio e informe del Ministerio fiscal. Parece acusar 
disminución general de asuntos, sobre todo criminales, la estadfstica 
de este año en relación con el orecedente. Dero aun asi realmente . . 
excesivo el trabajo que sobre las Fiscalias pesa. Hay Fiscales que 
reclaman urgentemente el aumento de la plantilla de sus auxiliares 
y lo hacen presentando una-nota resumen-de lo despachado por 
cada uno, ante la cual no hay otro remedio que darles la razón. Tal, 
Zaragoza, donde lleva muchos meses funcionando el Tribunal de 
urgencia; San SebastiAn, donde el número de asuntos se ha duplicado 
y el personal se ha reducido; Albacete, donde ha sucedido lo mismo; 
MAlaga y otras varias. 

Descuella, como nota simpiitica, el cariño y afecto que se trasluce 
en todas las Memorias cuando los Jefes hablan de sus auxiliares. 

Existe una compenetración perfecta entre todos los miembros 
del Ministerio Fiscal, en el que la disciplina es, no ya imposición 
autoritaria ni siquiera espuma de cortesia, sino espontánea emana- 
ción de afectuoso respeto al Jefe. 

Todos hablan encomiásticamente de nuestros nuevos compañe- 
ros procedentes de las últimas oposiciones, que se han ganado con 
su buena voluntad para el trabajo la general estimación. De desear 
es que los afortunados que ingresen en las próximas emulen sus 
excelentes condiciones. 

Como nota discordante, hay una Fiscalfa de territorial, respecto 
,de la que dice el nuevo titular en su Memoria haberla encontrado 
en pleno y absoluto desorden, sin libro alguno y sin antecedente de 
ninguna clase. Ya ha comenzado a ordenarse, y es seguro que no 
tardará en desaparecer tan vergonzosa excepción 



Asuntos mas importantes estudiados en las  Fiscalias. 

Casi todas las Memorias exponen los casos más difíciles o de 
más relieve que han sido objeto de estudio en las respectivas Fis- 

. calías. En la imposibilidad, por razones de extensión, de dar un 
resumen de todos, habrá necesidad de prescindir de aquéllos que 
s610 revisten un interés local o no se salen de los tipos corrientes 
d e  delito, siquiera presenten caracteres más o menos salientes. 

Como caso curioso de error colectivo, semejante al del célebre 
pastor resucitado, merece citarse la muerte violenta de una joven 
e n  Honda (Castellón), cuyo novio apareció dias después ahogado 
en un pozo. Dice el Fiscal (quien por sí mismo ha inspeccionario el 
sumario), que está probado que la mató el novio y luego éste se  
suicidó; y sin embargo, el pueblo acusa a los padres de la mucha- 
cha que han tenido que marchar del lugar y no pueden volver a su 
casa, porque correría riesgo su vida. 

Las elecciones últimamente celebradas, han dejado su rastro 
entre los folios de las actuaciones sumariales de diversas provincias. 
En Cuenca, un dirigente de la C. N. T., llamado Navarro, asesinó 
e n  pleno paseo a un joven, porque días antes había pegado carteles 
electorales contrarios a su ideología, y a un amigo (que acompañaba 
al desgraciado), que no había intervenido en nada y que fué muerto 
por eso ....., por ir con su amigo. 

Al poco tiempo se  intentó incendiar la Audiencia de Cuenca, y 
e l  autor era del Comité pro-Navarro, y llevaba un periódico afecto 
a la C. N. T. 

Otro homicidio, acusa el Fiscal de Almeria, también por hacer 
e l  muerto propaganda electoral, no del gusto del matador. Pero los 
asuntos que mayores preocupaciones han proporcionado al Cuerpo 
Fiscal, han sido los derivados de las varias intentonas revoluciona- 
rias ocurridas y de los conflictos públicos provocados con disfraz 
económico o de trabajo. 

Veamos algunos. En Cádiz -cuyo Fiscal escribe la Memoria 
bajo los apremios de la preparación de su acertada labor en el céle- 
bre juicio oral de Casas Viejas-, revistió la intentona la forma de 
incendios en los campos y perdurarA el recuerdo del verano de 1933, 
durante el cual s e  instruyeron 313 sumarios por otros tantos incen- 
dios provocados en mieses segadas, trillas, rastrojos y arbolado. 
Siguiendo un plan metódico, incendiaban por varios lugares y puntos 



estratégicos, valiéndose de medios extraños, como echar por entre 
los trigos sembrados perdices con las patas forradas de algodones 
impregnados de gasolina ardiendo, meter una mecha incendiada en 
un canuto de caña y otros semejantes. No pudo cogerse más que a 
un incendiario, significado comunista de Morán, que fué condenado, 

En Huelva, el complot contra la forma de Gobierno, fué dirigido 
desde la Palma del Condado por Garcia Peral, que hoy expia su 
delito en el Penal de Burgos. 

Sorprendida la reunión por la Guardia civil y ocupadas las bom- 
bas y armas la noche del 12 al 13 de Septiembre en la finca de los 
Parrales, abortó la conspiración, en la que se dabe la circunstancia 
de colaborar sociedades que reciprocamente se odiaban. 

En Almeria tuvo repercusión en los pueblos de Monóvar y Ca- 
llosa, revistiendo en este último la forma de rotura de los canales 
de riego, que tan grande estrago podia haber causado en aquella 
región. 

En Córdoba, aparte de la bomba en el Casino de la Unión Mer- 
cantil, hay que registrar el bárbaro asesinato de José Otero Garcia, 
a quien, por el enorme delito de no haberse sumado a una huelga, 
estrangularon, arrojaron a un arroyo y dispararon varios tiros. 

En la antes tranquila y pacifica Alava, también tuvo repercusión 
el movimiento de Diciembre. Ya estaba alarmada Vitoria por el 
asalto al Monte de Piedad, cuando en Diciembre de 1933, en el' 
pueblo de Labastida, fué incendiado y asaltado con armas y explosi- 
vos el Ayuntamiento y después el Juzgado municipal, registrándose- 
una tentativa de homicidio. Inspeccionada la causa por el Fiscal, se 
procesó a 40 militantes de la C. N. T., que han sido condenados- 
por el Tribunal de urgencia. 

El mismo movimiento revolucionario prendió en la provincia de 
Huesca en varios puntos: en la Ribera del Cinca, en pueblos de 
Albalate, donde el movimiento tomó carácter de excepcional bruta- 
lidad; en Alcolea y Bellver del Cinca con agresiones a la fuerza 
pública; en la Zona de La Litera, donde revistió formas gravisimas 
con voladura de puentes y c ~ r t e  de lineas ocasionando víctimas; e n  
la raya central de la provincia con actos de salvajismo, tiroteos, 
muerte de guardias civiles, asaltos, proclamación del comunismo 
libertario, etc., en la zona de riegos donde dice el Fiscal que el cri- 
men, el incendio y el robo se tenian como naturales, y en Barbas- 
tro, Huesca y Sariñena, donde hubo actos de terrorismo y una ver- 
dadera batalla, de la que resultaron tres muertos. 

El Tribunal de urgencia, constituido en Barbastro y Jaca, con- 
denó a 35 procerados y absolvió por falta de pruebas a seis. 



Por cierto que se queja el Fiscal-y otros varios también-de 
que  afin no les han sido abonadas las dietas devengadas en servicio 
tan meritorio y peligroso. 

En Logroño, dice el Fiscal que existia en aquella capital hacia 
años un sindicato comarcal afecto a la C .  N. T., con más de 3.000 
afiliados, que extendia su radio a Calahorra, Haro, Briones, Ceni- 
cero, Fuenmayor, San Asensio, etc., con 10.000 adheridos. 

En Enero de 1932, al anuncio de la huelga ferroviaria y para in- 
tervenir en ella, disponían de 225 bombas de piña, que fueron ocu- 
padas por la autoridad, y se  comprobó la fabricación de 561 de igual 
clase. El jurado, no obstante, negó los hechos. 

Incautada la policia de instrucciones de .táctica revoluciona- 
ria»-voladura de ferrocarriles y puentes, quema de iglesias, cuar- 
teles y Juzgados, forma de emplear la dinamita y fabricar bombas, 
etcétera-, lo que demostraba la cantidad de veneno vertido en el 
alma de los infelices engañados; el movimiento estalló en Diciembre 
del 33 con la violencia que toda España recuerda, principalmente 
en los pueblos de Briones y San Vicente de la Sonsierra. Casi to- 
dos los procesados se  vi6 que tenian de dieciocho a veintiún años 
de edad. El movimiento que estalló, con regularidad cronométrica, 
a la una de la madrugada en Logroño y los principales pueblos, 
obligó a que intervinieran fuerzas del Ejército, con ametralladoras, 
para reducir a los revoltosos y sofocar el intento de subversión. 

En Salamanca se han dado, en diferentes pueblos, hechos que 
por ser perpetrados por individuos de la misma filiación societaria, 
ser  idéntico el modo de realizarlos y los mismos los motivos, supone 
lógicamente el Fiscal que obedecian a una sola iniciativa, dirigiendo 
todos sus esfuerzos a comprobarlo para, en caso afirmativo, instar 
la disolución de la Sociedad o Sindicato autores del acuerdo. Ello 
hubiera contribufdo a disminuir la delincuencia y pacificar las rela- 
ciones de trabajadores y patronos. No se  pudo lograr, a pesar de 
las cualidades que adornan al Fiscal de Salamanca Sr. Alamillos, y 
siguieron los obreros huelguistas imponiéndose a los que querfan 
trabajar y, para lograrlo, adoptaron el procedimiento de presentarse 
en grandes masas y despojar a los trabajadores de cuanto poseye 
ran de algún valor. Como los objetos asi obtenidos nunca aparecfan 
y ,  aunque negasen tener idea de lucro, e s  indudable que se  aprove- 
chaban de ellos, la Fiscalia les acusó de robo, pero sin lograr poner 
de manifiesto el nexo entre los diversos hechos. 

Habla también el Fiscal de Salamanca del sumario seguido en el 
juzgado de Ciudad Rodrigo por falsificación de billetes del Banco 
de España de 500 pesetas, fabricados en Portugal, y de los que s e  



ocuparon 21 al introductor, llegándose a conocer la banda de falsi- 
ficadorrs portugueses, que ya están presos en su país; pero no la de  
introductores en España, a pesar de los trabajos de la policía, no ha- 
biéndose podido condenar más que a uno. 

El Fiscal de Santander relata los hechos que dieron lugar al su- 
mario 20 de Reinosa, por los sucesos allí desarrollados en los pri- 
meros dias de Abril de 1933 con motivo del incendio del Hotel Uni- 
versal. El Juez de instrucción, asistido por el Fiscal, allegó, dice, a 
deteriiiinar todo el origen de los hechos, cómo y c~iándo se  planea- 
ron, quiénes fueron los inductores y quiénes los autores materiales, 
qué elementos sindicales intervinieron y maquinaron los hechos; lo 
que no se  pudo determinar con prueba objetiva fué el autor de la 
muerte de uno de los reunidos en el Hotel Universal, aunque ve- 
hementes sospechas señalaban como autor a un agente la Autoridad 
en Reinosa*. Los reunidos habían cumplido con el aviso ordenado 
en la ley de 15 de Junio de 1880. Treinta personas había reunidas 
en el Hotel, cuando a los gritos de <a ellos*, avamos ya, compañe- 
rosn, na quemar el Hotel*, comenzaron los disparos (alcanzando uno 
a D. Miguel Fernández Villarciego, muerto al siguiente día), y la 
lluvia de piedras contra el Hotel. No s61o faltó, añade, la Autori- 
dad, sino que requerido el Alcalde (procesado luego) por el Juez 
instructor, contestó que aya había mandado a ciertas personas para 
que aconsejasen a los directivos de los Sindicatos que recomendaran 
a los obreros que se  retiraran,. Ante esta más que dejación de la 
Autoridad, no es  de admirar que s e  viese a procesados con pistola 
en mano, a otros que agredlan a los que salían del Hotel medio que- 
mados o que les arrojaban piedras. Los daños causados sumaron 
22.740 pesetas. 

Habla también del conflicto lechero (pródigo en coacciones y 
daños causados a los que llevaban leche a vender a las fábricas) 
motivado por una huelga absurda? provocada por elementos extra. 
ños a la ganadería y a la industria y que, por su injustificado e in- 
oportuno planteamiento, hubieron de perder los pobres campesinos 
después de sufrir cuantiosos perjuicios. 

Es digno de mencionarse lo relatado por el Fiscal de Ciudad 
Real, primero con el asalto de las fincas de Chillón, en que masas 
nutridas de obreros invadían los cotos y montes de los que s e  aleja- 
ban apenas se  presentaba la Guardia civil, en cuyos hechos la Fis- 
calía, después de buscar inútilmente, como siempre, a los inductores 
(que quizá estarían muy lejos y a seguro), hubo de reputar faltas los 
hechos. Después narra los conocidos sucesos de La Solana, que 
determinaron la muerte del sacerdote D. Julián Garcia Torrijos 



el 19 de Abril de 1933. Como antecedentes curiosos de este hecho 
expone: que eii el testamento de D. Francisco Javier Bustillo Mena, 
otorgado en 5 de Abril de 1882, se legaba a tres sacerdotes los 
bienes heredados de su hermana doña Concepción, radicantes en 
término de La Solana y otros cuatro pueblos, para que los invirtie- 
ran en lo que les tenia encargado, y facultiindoles para nombrar 
sucesores, siempre que fueran sacerdotes y, a ser posible, de La 
Solana. El heredero se negó a entregar los bienes, lo que motivó la 
petición de dictiimenes a D. Francisco Silvela y D. Joaquín Costa. 
Aquél conceptuó nula la institución fiduciaria, y éste la estimó viili- 
da, por lo que se siguió, bajo su dirección, un pleito terminado por 
sentencia del Tribunal Supremo de acuerdo con el dictamen de 
Costa. Mediante escritura de 1904, los herederos fiduciarios ven- 
dieron al Obispado la mitad de los bienes del legado. Poco después, 
el propio D. Joaquín Costa cambió de opinión respecto a la validez 
de la institución e intentó una demanda, primero a nombre del here- 
dero y después del Ayuntamiento y dos vecinos de La Solana para 
que se declare nula la venta y otros extremos; publicó manifiestos 
y di6 conferencias; y uno de los fiduciarios, Sr. Torrijos, publicó 
otro manifiesto violentísimo contra Costa. El pueblo de La Solana 
se amotinó contra los fiduciarios: Costa arreció en su campaña y se 
consiguió que Torrijos, único fiduciario superviviente, renunciase a 
la fiducia; pero más tarde, no obstante la renuncia, otorgó testa- 
mento en 1909 instituyendo heredero de aquélla a su sobrino D. Ju- 
lián Garcia Torrijos, quien, a tal efecto, se hizo sacerdote. Este 
señor se hizo cargo de los bienes existentes y comenzó a disponer 
de ellos como propios. La Junta de Beneficencia se incautó de los 
bienes que tenia este señor y nombró un administrador que los dis- 
tribuyó en usufructo entre los vecinos de La Solana. Comienza 
el Sr. Garcia Torrijos a entablar reclamaciones, principalmente ante 
el Ministro de la Gobernación, que son desestimadas; y en 6 de Fe- 
brero de 1933 nombró el Ministro Delegado suyo a D. Vicente 
Viedma. quien despidió a los criados de Garcia Torrijos, sin inci- 
dentes. 

El día 19 de Abril, a las siete y media de la mahana, un pastor 
se presentó en la finca eLa Moralejaa diciendo que, al amanecer, 
había ido el Sr. Garcia Torrijos con doce o catorce criados armados 
de escopetas, entrando en las habitaciones y echando a la calle a la 
gente. Se avisó a la Guardia civil y, al enterarse el pueblo de La 
Solana, salió un grupo de unos 350, armados de escopetas y cuchi- 
llos, y rodearon la casa donde estaba Garcia Torrijos. Había dos 
parejas de la Guardia civil a las que el grupo pedia que detuvieran 



al sacerdote. El Sargento les aconsejaba prudencia, consiguiendo 
que se retirasen unos 200 metros. En este momento llegó el Alcalde, 
diciendo tener orden del Gobernador para detener a Torrijos, a 
quien los grupos pedian se llevase a pie y esposado. Entraron en la 
casa el Alcalde y el Sargento, mientras los revoltosos se llevaron 
lejos dos automóviles que allí habfa, para impedir su utilización. 
Poco después sali6 el Alcalde diciendo que D. Julian estaba dispues- 
to a que respetasen a sus criados, que saldrían los primeros .y sin 
armas, como así lo hicieron; y cuando parecía que los ánimos esta- 
ban calmados, volvieron las autoridades a la casa, encontrando 
al D. Jtilián encendiendo un pitillo; invitado por el Sargento a poner- 
se las esposas, y dispuesto a salir, el Sr. Viedma suplicó esperasen 
un poco porque los grupos hablan vuelto a acercarse. Una vez que 
éstos retrocedieron, cuatro obreros desarmados se ofrecieron a 
garantizar la vida del Sr. Torrijos; pero cuando éste llevaba anda- 
dos pocos pasos, la gente se echó encima y el sacerdote cayd acri- 
billado a balazos, ensañándose la multitud en su cadAver. 

Finalmente, el Fiscal de Cáceres da cuenta de dos sumarios des- 
pachados en Fiscalía. En uno de ellos el procesado, que había reci- 
bido el encargo de llevar a una fábrica de jab6n un cerdo muerto de 
triquinosis, y con perfecto conocimiento del dictamen pericia1 de 
haber padecido sI animal esta enfermedad en intensidad gravemente 
peligrosa; y desatendiendo las indicaciones que en contrario se le 
hicieron, lo vendió para el consumo, negándose a probar del guiso 
que tinos compradores le ofrecieron; murieron tres personas de las 
que comieron carne del cerdo y resultaron siete con lesiones graves 
y dos con lesiones menos graves. La Sala condenó por un solo deli- 
to contra la salud pública, y la Fiscalia tiene interpuesto recurso 
entendiendo que los hechos constituyen tres delitos de homicido y 
nueve de lesiones per considerar que el procesado obró con dolo, ya 
que conocía perfectamente las consecuencias terribles que se deri- 
varian para quienes ingirieran la carne del cerdo muerto de tal en- 
fermedad. 

El otro es un caso de salvajismo colectivo: en un dia de niebla se 
extravía al salir de un chozo de una dehesa una niña de tres años, . 
que es hallada al poco rato sin daño alguno. Pocos dias después, 
yendo la niña con su madre, comienza a llorar al ver a un pordiosero 
corpulento, de barba corrida y aspecto andrajoso, conocido en el 
contorno como medio idiota. Sin otro motivo la madre dice que el 
pordiosero aquel es quien se llevó a la niña, se lo cuenta a su marido 
y éste da un palo al mendigo que le fractura los huesos de la nariz, 
sin mediar palabra ni pedirle explicación alguna. El Alcalde y el 



Juez municipal en funciones, trasladan al mendigo al Ayuntamiento 
y, sin instruir diligencia alguna, le dejan detenido con una gruesa 
cadena a los pies. A la mañana siguiente lo sacan y, conocedor el 
Alcalde del propósito del padre de la niña y un cuñado suyo, de 
matar al mendigo, se concierta con ellos, empieza por darle un palo 
y asi van golpeándole en su huida todos los vecinos a quienes 
encuentra, si bien cuidando por orden de dicho Alcalde de no matar- 
le en el termino municipal y siendo bárbaramente rematado a puña- 
ladas tan pronto como de él salió. Transportaron su cadCfver a un 
espeso monte, y cuando fué hallado costó gran trabajo descubrir la 
verdad. Hay seis procesados por asesinato, cualificado por la alevo- 
sfa con la agravante de ensañamiento y, contra el Juez municipal 
ejerciente, se ha presentado una querella por prevaricación. Apena 
leer estos relatos demostrativos de la Eterna verdad de la frase: 
horno, homini Iupus. 

Estudio d e  la frecuencia y disminución d e  delitos en relación 
con los años anteriores. 

Puede decirse que, en general, en su conjunto la criminalidad ha 
descendido en este año, respecto de la del año anterior; bien es  
verdad que el año de 1932 puede considerarse como el de mayor 
criminalidad en España. 

Mas tal disminución no permite, sin embargo, forjarse muchas 
ilusiones, pues todavía el número de delitos alcanza un algoritmo 
realmente elevado. 

De desear es  que siga la baja iniciada hasta alcanzar cifras 
razonables, en bien de todos. 

Gran parte de esta baja se observa en los delitos contra la pro- 
piedad, sin que ello marque realmente disminución de delincuencia. 
Basta considerar que el Código Penal de 1932 ha vuelto a conside. 
rar falta los hurtos y estafas menores de 50 pesetas, y ello supone 
un número considerable de sumarios convertidos en juicios de faltas, 
pues sabido es  que el número mayor de hurtos es el de los de menor 
cuantia económica. Hubiera sido curioso que las Memorias hubieran 
comparado la disminución de sumarios por hurto y estafa, con el 
aumento de juicios de faltas contra la propiedad. Sin riesgo de equi- 
vocaciones, acaso pudiéramos afirmar que habrían de ser cifras muy 
aproximadas. 
, Algún Fiscal afirma que el ladrón vulgar se  ha convertido en 
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conductor de masas hacia sus quimérica? reivindicaciones; lo que no 
es difícil es que muchos rateros hayan derivado hacia el pistolerismo 
al verse mejor pagados y rodeados de aureola entre sus compaííeros. 
Fuera de algún aumento circunstancial, exclusivo de alguna provin- 
cia, como el considerable número de homicidios en la de Lugo, puede 
decirse que en general hay aumento en cuatro clases de delitos: 
contra el orden público, electorales, por tenencia y uso de explosi- 
vos y por tenencia de armas de fuego sin licencia. 

Delitos contra el orden público. El aumento general notado es 
debido al relajamiento del principio de Autoridad, a las constantes 
excitaciones, a la indisciplina y a la subversión y al ambiente de 
odio que desgraciadamente va infiltrándose en la sociedad española. 
Es urgente restablecer la dignidad del principio de autoridad; ense- 
ñar que sus agentes merecen la consideración y les es debido el 
respeto de todos, ya que a todos sirven al mantener el orden público 
y perseguir los delitos. 

El aumento de delitos electorales es de una sencilla explicación: 
basta tener en cuenta que no hubo elecciones el año anterior y que 
las de Noviembre de 1933 movilizaron la ciudadanla española en su 
propaganda apasionada, como es natural se enardecieron las pasio- 
nes y muchos no supieron contenerse dentro de los limites legales 
para defender sus ideas, 

La ley de Amnistía ha venido a borrar todo rastro de tales he- 
chos delictuosos. 

Delitos de explosivos. Realmente es alarmante el número de 
estos delitos, que llevan en sí el estigma de la cobardía en sus aii- 
tores, y más aún en sus inductores. Son delitos odiosos, porque a 
veces matan, hieren o dañan a personas inocentes, totalmente ex- 
trañas a las luchas sociales. El robo de dinamita y la facilidad de 
adquirirla, que tan sencillo sería evitar, son las causas inmediatas 
de la abundancia de estos delitos. En las causas mediatas no es  
ocasión de entrar por ser de sobra conocidas y por ser este un tra- 
bajo de resumen de Memorias; pero bien clara y elocuentenlente 
las expone el Fiscal de Huesca, que las encuentra en la crisis de los 
valores morales, en los antagonismos de clases, en los medios ines - 
perados de algunos arrivistas que despiertan la emulación en sus 
compañeros, en la infusión de veneno constante entre las clases 
trabajadoras y en otras que serla inútil enumerar, porque están en 
la conciencia de todos. 

Los delitos por tenencia de armas de fuego sin licencia, han te- 
nido también un aumento considerable. Ello es debido a las mismas 
causas apuntadas y a la perniciosa notoriedad adquirida por los j6- 



venes dedicados a la lucrativa industria del pistolerismo. También 
influye, según las Memorias Fiscales, en ese aumento, la mayor 
vigilancia ejercida para evitar la difusión de armas y el gran niime- 
ro de registros verificados en personas y casas sospechosas. Acaso 
una severa y rigurosa vigilancia en febricas y fronteras y la siste- 
matización de los cacheos dieran grandes resultados en cuanto a la 
disminución de esta clase de delitos. 

Inspecciones en los sumarios. 

La vigencia de la ley de Orden público y actuación de los Tri- 
bunales de urgencia, ha originado una inspección personal y cons- 
tante por los Fiscales, de los sumarios incoados en las capitales de 
provincias. En Madrid se ha adoptado un sistema que acredita, si 
ya no lo estuvieran bastante, las dotes de organizador de su ilustre 
Fiscal. Cada uno de los Abogados Fiscales ha sido adscrito de modo 
permanente a un Juzgado de instrucción; acompaña al Juez en su 
guardia, y de este modo la inspección es constante y perfecta. 

En provincias no puede hacerse esto, y generalmente, o inspec- 
ciona el Fiscal o distribuye entre sus auxiliares esta tarea. 

Donde se practica raramente es en los pueblos, y no por falta 
de celo Fiscal, sino por imposibilidad material de abandonar el tra- 
bajo ordinario muy considerable, por la dificultad de traslación y, 
según dicen algunos Fiscales, por el gran retraso con que se cobran, 
las dietas que indemnizan de los gastos hechos. 

Es indudable la eficacia de las inspecciones personales por los 
Fiscales, y es una verdadera lástima que no puedan generalizarse. 

La inspección, por medio de testimonios, más abundante, tiene 
los inconvenientes de ser menos eficaz y de recargar, más de lo 
que ya lo están, el trabajo de los Juzgados, algunos tan abruniados 
con revisiones de contratos de arriendo y aumento de sumarios, 
que no tiene nada de extraño el caso del pobre Juez de Ecija, hoy 
en un Manicomio por exceso de trabajo y por las dificilfsimas cir- 
cunstancias a que tuvo que hacer frente. 

Retiradas de acusacibn. 

Explican todos los Fiscales en cuyas Audiencias ha habido reti- 
radas de acusación, los motivos de cada una. Las causas pueden 
reasumirse en las siguientes: 



1 Desaparecer en el juicio oral la tipicidad que encuadraba el 
hecho en la esfera de algíin delito definido y penado en el Código 
penal; 

2." Acreditarse en el juicio que constitufa falta el hecho provi- 
sionalmente calificado de delito; 

3.8 Destruir las pruebas practicadas en el juicio oral los indi- 
cios que obligaron a pedir al Fiscal la apertura del mismo, y 

4." Evidenciarse en los públicos debates del juicio oral la no 
participación del procesado en el hecho o que éste obró con la debi- 
da diligencia en los delitos de imprudencia. 

Sentencias conformes o disconformes con la calificación Fiscal. 

Alcanza un porcentaje bastante elevado el número de sentencias 
.disconformes con la calificación Fiscal. Lo explican las Memorias 
por la distinta situación de acusador y juzgador, y algunas hablan 
.de criterios demasiados benévolos de los Tribunales. 

En este epígrafe haria falta unificar el criterio fiscal: hay quie- 
nes dan sólo por conformes aquellas sentencias que no presentan la 
menor discrepancia ni en el delito, ni en el autor, ni en las circuns- 
tancias, ni en la pena con la calificación fiscal, y hay quien apunta 
como conformes aquellas en que siendo igual el delito, el autor y 
las circunstancias discrepa la sentencia de la calificación en la cuan- 
tia de la pena, aunque la pedida y la impuesta están dentro del 
mismo grado, sin que ello suponga discrepancia aun cuando la pena 
sea distinta. 

Un Fiscal señala el hecho de que la Sala impone siempre la mis- 
ma pena (el mínimo) en las tecencias de arma de fuego sin licencia, 
sin tener en cuenta las observaciones fiscales que la piden distinta 
en justa apreciación de las circunstancias. 

Achaca otro la abundancia de sentencias disconformes a la falta 
de civismo de testigos-aun Agentes de Policia-y perjudicados 
que se desdicen en el juicio oral y las Salas atienden estas manifes- - 
taciones mientras que los Fiscales se atienen a las declaraciones 
-sumariales. 



Condena condicional. 

Unánimes son los elogios de las Memorias en cuanto al resultad@ 
de esta ley, de la que un solo Fiscal se declara enemigo, asi como, 
de los indultos y amnistías que dicen desprestigiar al Poder judicial. 
Pocos, muy pocos casos de reincidencia se dan en los beneficiados 
con la suspensi6n de condena, durante el periodo de suspensidn. 
Sólo esto bastaría para enaltecer esta ley. Mantener tres años ale- 
jados del circulo de la  delincuencia a quienes tuvieron la desgracia 
de entrar en 61, es un beneficio especial tan grande que justificaría. 
cualquier imperfección. 

Se aplica en todas las Audiencias con criterio amplio, liberal y 
generoso. Los casos de oposicióri del Fiscal y negativa de la Sala. 
no llegan, donde mhs, al 5 por 100. Hay, sin embargo, entre algu- 
nos Fiscales una reacción contra esta amplitud de criterio en cuanto 
hace referencia a ciertos delitos muy frecuentes hoy; por ello son, 
varias las Fiscalias que se oponen a la concesión de estos beneficios 
a los condenados por tenencia de armas de fuego sin licencia, otras 
extienden su oposición a las imprudencias de conductores de auto- 
móviles productoras de muerte. 

No se puede generalizar y, si bien no está injustificado el rigor 
sobre todo en el primer caso, nunca podrá hacerse criterio absoluto, 
sino que han de examinarse detenidamente las circunstancias del, 
caso y proceder en consecuencia. 

Propone algún Fiscal que se extienda a penas no consistentes 
en privación de libertad, como el destierro. 

Lo que es incuestionable, según todos los Fiscales, es la excel- 
situd de la ley de condena condicional y sus magníficos resultados. 

Conflictos entre patronos y obreros. 

Si estos conflictos son realmente econ6micos, verdaderos con- 
flictos de trabajo, no tienen repercusión en las Fiscalias ni en los 
Tribunales. Los Jurados mixtos y las organizaciones paritarias son 
las encargadas de zanjar las diferencias. 

Si, como sucede con frecuencia, se encubren miras políticas o 
revolucionarias con el disfraz dr conflictos obreros, la intervencióm 
de Tribunales y Fiscalia se limita a conocer de siimarios de sedi. 



rión, atentados, explosivos, coacciones y otros delitos. Realmente, 
pues, ninguna intervención tienen en estos conflictos como tales 
las Fiscalias, sino en forma de sumarios, muchas veces, dice el Fis. 
cal de Castellón, ineficaces porque los coaccionadores no hacen sino 
rogar o invitar. 

El Fiscal de Lérida señala el conflicto del campo generado por 
la batallona cuestión de los contratos de cultivo. Revisten en gene- 
ral los contratos de arrendamiento la forma de aparcerías y de te- 
rraje, que es una variedad de aquellas. El primero se establece en 
general sobre buenas tierras de huerta en extensión siificiente a 
permitir el sostenimiento de una familia que vive en la finca. Los 
frutos se suelen dividir por mitad, teniendo bien delimitadas sus 
obligaciones dueño y aparcero. 

El terraje se establece al contrario, en tierras malas, de seca- 
no, que se siembra un año si y otro no, variando el porcentaje del 
fruto que ha de percibir el dueño. 

Los conflictos nacieron por la negativa de los terraxios a entre- 
gar su parte al dueño o por pretender que la admitiera en dinero, y 
dieron origen a múltiples sumarios. 

El Fiscal de San Sebastián habla tambiCn de los conflictos obre- 
ros en Eibar y de la huelga de empleados de espectáculos públicos, 
generadores de causas por distintos delitos, predominando las co- 
acciones; y el de Santander, del conflicto lechero, si que ya nos he- 
mos referido y en el que los pobres labriegos fueron enganados por 
gentes sin conciencia y sin castigo, pues pudieron escapar de las 
mallas de los sumario? instruidos. 

Visitas a cárceles. 

Predominan, según las Memorias Fiscales, las cárceles de malas 
condiciones, que en algunas poblaciones merecen los calificativos de 
bochornosas e inhumanas. 

Hay, en cambio, buen número de prisiones nuevas, y de desear 
e s  sean.sustituidas las viejas e inadecuadas para que quienes tuvie- 
ron la desgracia de delinquir est6n, por lo menos, instalados en con- 
diciones de higiene y limpieza. 

General es el juicio contrario a la supresión de cárceles de Par- 
tido, que ni siquiera economía ha reportado al Tesoro. La insuficien- 
cia de las subsistentes, debido al aumento de presos y detenidos, ha 
obligado o a la habilitación de locales inadecuados o a un constante 



trasiego de presos y detenidos, cuyas conducciones seguramente 
han costado mfis que el sostenimiento de las cárceles suprimidas. 
Esto sin aludir al considerable número de juicios suspendidos por no 
haber conducido a tiempo al procesado desde otra prisión donde se  
encontraba. 

Todos los Fiscales han hecho las visitas reglamentarias, enterán- 
dose de las deficiencias y atendiendo a las solicitudes de presos y 
condenados. 

Uno de ellos, el de Castellón, señala el estado de indisciplina de 
los presos, que llegaron a arrojar una silla contra el Presidente en 
una visita, y lo atribuye a que tienen que estar mezclados los presos 
por causas ordinarias con los politicos y sociales. 

Tambien ha habido plantes y destrozos en la prisión de Oviedo, 
y, en varias, los detenidos por la ley Vagos y maleantes han promo- 
vido disturbios y formulado reclamaciones, por entender no debian 
estar con los demás presos. 

Pero donde la insubordinación de la población penal ha llegado a 
limites máximos ha sido en Barcelona, cuyo Fiscal relata en su Me- 
moria la fuga de 59 presos, en Diciembre, por medio de una galeria 
que los técnicos calculan que habia precisado el trabajo de cuatro 
hombres durante 40 jornadas, lo que da idea de la vigilancia ejerci- 
da en establecimiento penal tan importante. Relata que habia en el 
interior de la prisión un Comité formado por tres presos, que era 
quien ejercía la autoridad, distribuía las celdas y solucionaba los 
conflictos entre presos. Estos tenían en la celda 240 el ~Coni te r  
Clubx con grandes letreros en rojo y azul anunciándolo y el interior 
lleno de grabados, algunos pornográficos. En este Clud celebraban 
los presos reuniones con entera libertad, en las cuales se  discutían 
temas politicos y sociales. Salíaii desnudos a los patios, y, en fin, la 
indisciplina era absoluta. Están procesados el Director y cinco Ofi- 
ciales, y aunque parece se ha arreglado un poco la situación, no hay 
que tener seguridad mientras no se  aplique el Reglamento, sin miedo 
ni contemplaciories de ninguna clase, como dice el Fiscal. 

,Tribunal del Jurado. 

Solamente un Fiscal se muestra partidario y acérrimo defensor 
de esta institución; varios muestran su conformidad ideológica con 
él, pero censuran su actuación, y la inmensa mayoría tienen para el . 
Tribunal-popular los más duros calificativos, proponiendo bastantes 
su desaparición. 



El Fiscal de Castellón dice que su actuación no puede ser más 
deficiente y que suele ser incompetente, inepto y, aunque de buena 
fe, equivocado. 

De institución caída en el oprobio la califica el Fiscal de Jaén, 
que inserta larga lista de homicidios, asesinatos y un parricidio san- 
cionados, cuando ha habido sanción, con penas de dos o tres años 
de prisión. Por su actuación deplorable, dice la Memoria de Valla- 
dolid, han quedado impunes gran número de delitos graves; y el de 
Salamanca califica la institución de anacrónica. 

aEl Jurado, de sensible incomprensión~, dice el Fiscal de Cuen- 
ca, xtiene como norma de lo que cree su justicia la ciega inspiración 
del instante o el inconsciente dictado del sentimiento.. 

Afirman otros que niega la evidencia; dice el de Málaga que en 
sus manos la balanza de la Justicia se trueca en la balanza del mer- 
cader, por su actuación desastrosa y contumaz, añadiendo que por 
amor a la justicia y hasta por propio decoro humano debe desapare- 
cer; dando lugar, según afirma el Fiscal de Zamora, a que se diga 
entre los maleantes que más vale matar que herir, por el funciona. 
miento cada vez mhs lamentable del Jurado, que llegará a ser causa 
de desmoralización social con sus veredictos absurdos. 

En Pontevedra, dice la Memoria, los veredictos se dan según el 
antojo del cacique. 

Cita el Fiscal de Santander, como ejemplo de veredictos absur- 
dos, el que el Jurado en un delito de infanticidio llegase a negar 
hasta que la procesada hubiese dado a luz; y el deBilbao afirma 
que nada les importan las pruebas, la confesión, ni las razones, pues 
entran en la Sala con un propósito fijo y todo cuanto ocurre en ella 
les es absolutamente indiferente. Por eso añade, que podía supri- 
mirse con beneficio para él mismo. y la sociedad y provecho del 
sentido moral, del sentido juridico y del sentido común. 

Basta lo copiado, aun cuando podrían multiplicarse las citas para 
apreciar el triste concepto que del Jurado-no como institución, 
sino por su modo de funcionar-merece a la inmensa mayoría de 
los Fiscales Jefes. Se comprende bien si se tiene en cuenta que el. 
trabajo y entusiasmo puestos por ellos en la persecución de un deli- 
to, al cumplir la misión que la ley les tiene encomendado, queda 
destruido en un momento por el proceder, sin justificación alguna, 
de un Tribunal irresponsable. Realmente esta institución, o sufre 
una radical transformación que la libre de influencias extrafias de 
todo orden, o morirá ahogada por su propio desprestigio, que en al- 
gunas provincias tiene bien ganado, aun cuando en otras-general- 
mente en las de mayor cultura media-su actuación es acertada. 



Urge, pues, elevar el nivel intelectual y moral del Jurado, a lo que 
no contribuiria poco el que no fuese general la preocupación de l i-  
brarse de figurar en las listas, en aquellos que por sus condiciones 
deberian dar ejemplo a sus conciudadanos de obediencia a la ley y 
de cumplir sus deberes civisos. Unas veces por miedo, otras por 
evitarse molestias, son muchos los que, debiendo, no han formado 
nunca parte de un Jurado y luego cometan escandalizados su pro- 
ceder. 

Reformas propuestas en las  Memorias. 

Hay una gran mayoría de Fiscales coincidentes en señalar las 
ventajas que a la rapidez del procedimiento aportaria la adopción 
general y constante de los preceptos de la ley de Orden público, 
relativos a la instrucción de sumarios en los que conocen los Tribu- 
nales de urgencia, bien que ampliando algo los plazos y dando más 
intervención al procesado. 

Seria una reforma muy conveniente, pero aun sin ella mucho 
podria hacerse por la celeridad del procedimiento. TambiCn alige- 
raria el procedimiento el envio directo de los sumarios a Fiscalía, 
que podria, si estaba conforme con el auto de conclusión, hacer la 
petición correspondiente, como pide el Fiscal de Madrid. 

Coinciden también muchas Memorias en pedir la supresión del 
traslado para calificación, supresión justificadisima, ya que al pedir 
el Fiscal la apertura del juicio oral, que la Sala no puede negar, 
podía acompañar a la petición su calificación provisional, y se  evi- 
taría perdida de tiempo y se  ahorraría trabajo inútil. 

Es también preocupación general de los Fiscales la introducción 
de la embriaguez como circunstancia eximente en ciertas condicio- 
nes, por el temor al abuso a que puede dar lugar, particularmente 
ante el Tribunal del Jurado, y expresan la necesidad de que en la 
eximente de trastorno mental transitorio no buscado de propósito, 
se fijen bien los términ 1s y se  aquilate con dictámenes térnicos fun- 
dados, por encerrar igualmente posibilidades de abusos dañosos 
para la justicia, y que se apliquen en todos estos casos medidas de 
seguridad. Hacen notar bastantes Memorias la desigualdad entre 
hurtos y estafas menores de cincuenta pesetas, en los casos en que 
el autor ha sido condenado dos veces en juicio de faltas, y expre- 
san la necesidad de reforma de esto que parece un olvido del nuevo 
Código, por no alcanzarse la razón científica diferencial. 



La justicia municipal es una institución, cuya reforma piden 
tambiCn muchos Fiscales, coincidiendo todos en que debe apartarse 
de la politica y creyendo algunos encontrar la solución en la crea- 
ción de Juzgados muiiicipales de circunscripción, al frente de los 
cuales estuviesen funcionarios de la Carrera judicial. 

Es preciso también, a juicio de gran número de Fiscales, una 
disposici6n legal que considere autores a los repartidores de hojas 
clandestinas, para evitar la impunidad de este delito. 

Los trastornos orrginados por las prolongadas vacantes de Juz- 
gados y por el traslado, en general, de Jueces y Magistrados, mueve 
a algunos Fiscales, que de ello se lamentan, a solicitar la creaci6n 
de suplentes de la Carrera judicial, que al encargarse inrnediata- 
mente de la función evitara interinidades peligrosas. 

, Material civil. 

Esta parte de las Memorias, limitada a dar cuenta de la actuación 
de los Juzgados de Primera instancia y municipales en materia ci- 
vil y de la intervención en ellos de las Fiscalias, acusa en todas 
completa normalidad y dan cuenta de los múltiples asuntos en que 
intervienen, sobresaliendo el crecido número de divorcios, en que es 
parte nuestro Ministerio; ocupan el segundo lugar las suspensiones 
de pago, y en cuanto a la jurisdiccidn voluntaria, la intervención se 
verifica por medio de los mismos Fiscales, y más generalmente por 
sus delegados por impedir el abrumador trabajo, dedicarle la aten- 
ción directa que requiere. 

Tal es el resumen de las Memorias Fiscales de Espafia, y a 
través de la imperfección del extracto, se ve confirmada la afirma- 
ción inicial de ser índice del brillante nivel intelectual de nuestro 
Ministerio, por cuyo mayor honor todos debemos laborar. 



' A P E N D I C E  S E G U N D O  

Memorias de los Fiscales de los Tribunales 
provinciales de lo Contencioso-administrativo 



Memorias de  los Fiscales de loa Tribunales provinciales 
de lo Contencioso-administrativo. 

Se limita a elevar el estado-resumen de pleitos contencioso- 
administrativos trhmitados durante el afio judicial, y en los cuales 
-dice-no se ha presentado cuestión alguna relacionada con el pro- 
cedimiento qüe merezca consignación especial. 

Albacete. 

Expone que el mayor número de pleitos se ha interpuesto contra 
acuerdos municipales, los cuales, no obstante el tiempo que lleva de 
vigencia el Estatuto municipal, adolecen muchas veces de defectos 
capitales que hacen imposible que prospere la defensa que de ellos 
tiene que hacer la Fiscalía. 

Con alguna frecuencia-añade-se reciben a prueba los recursos 
en contra del criterio que sentó la jurisprudencia al establecer que, 
por tratarse de un recurso de revisión, no procedia la práctica de 
prueba para que el Tribunal pudiera fallar con los mismos elementos 
de juicio que sirvieron a la Administración para dictar el acuerdo 
origen del recurso. 

A juicio de esta Fiscalia provincial, en los recursos promovidos 
por las Corporaciones, para que se revoquen sus propios acuerdos, 
declarados lesivos, serla procedente restablecer el criterio sentado 
en la Circular de esa Fiscalia de 27 de Enero de 1931, que se varió 
por el establecido en la de 19 de Julio de 1933, ya que, en esos re- 
cursos, la única interesada es la propia Corporación demandante, 
que se defiende por medio de su Letrado. 

Alicante. 

Reitera la propuesta formulada en Memoria de años anteriores, 
relativa a que se den normas que impidan la excesiva facilidad con 
que los particulares acuden a la vla contenciosa. 



Insiste en la necesidad de que se faculten a los Fiscales de las 
Tribunales provinciales para poder allanarse a aquellas demandas 
cuya procedencia sea tan manifiesta que impidan, verdaderamente; 
toda causa de oposición. 

Afirma que convendría, sin criticar algunas normas del procedi- 
miento Contencioso-administrativo, acortar el plazo y limitar el reci- 
bimiento a prueba, manteniendo el criterio meramente revisionista 
de esta jurisdicción. 

Almeria. 

Afirma que, casi todos los pleitos incoados en el año judicial, 
carecen de importancia, y se refieren a cuestiones promovidas por 
el personal de la Diputación provincial y de los Ayuntamientos de 
la provincia sobre destituciones y cesantias. 

Esta Fiscalia mantiene rigurosamente la necesidad del previo 
pago de las cantidades liquidadas, controvertidas en los recursos a 
que se refiere el art. 6.' de la ley de lo Contencioso. 

Avila. 
-. . ̂ -,, ...~ . , j  

Consigna el Fiscal que ha decrecido el número de asuntos plan- 
teados en relación con el año anterior, siendo de notar que los re- 
cursos promovidos lo fueron sobre materia municipal, principalmente 
de personal, casi en su totalidad; pero-agrega-aun es considera- 
ble el nfimero de los planteados, sin duda alguna, debido a la &ratui- 
dad del recurso, a la falta casi constante de condena de costas y a la 
mayor amplitud en el plazo para interponerle, en relación con el a n ~  
teriormente existente. 

Juzga digna de estudio y legal reglamentación la materia d e  
prueba, que debe estar prohibida con carácter general, y con la úni- 
ca excepción de almisión de s61o aquellas pruebas que hubieren sido 
propuestas, pero no practicadas en vía administrativa, cuando esta 
falta no fuera imputable al recurrente. 

[Examina diversas cuestiones procesales. 
Estima, atendiendo a la cantidad de recursos que actualmente se 

promueven, que urge la simplificación del procedimiento, evitando 
trámites y acortando plazos. 

Considera ociosa la vista, y, por ello, el extracto en los recursos 
no recibidos a prueba, porque las partes concurren a dicho acto con 



los mismos elementos de juicio que cuando se formularon los escri- 
tos de demanda y contestación. 

Radajoz. 

Reitera el Fiscal la necesidad de que vuelva a dársele la facul- 
tad que tuvo de allanarse a la demanda, para evitar la situación 
desairada en que muchas veces se encuentra al sostener acuerdos 
que realmente no tieiieii defensa posible. 

Y, además, estima necesario desaparezca la gratuidad del re- 
curso en materia municipal-excluidos, naturalmente, por imperio 
de la propia ley de 1894, los que obtuvieron declaración de pobre- 
za-que da lugar a que se sigan muchos temerarios de todo punto, 
por la existencia de asociaciones de empleados que facilitan la im- 
pugnación de todos los acuerdos, aunque el interesado carezca de 
razón para hacerlo. 

Barcelona. 

Señala el excesivo número de pleitos promovidos al amparo de 
las disposiciones del Estatuto municipal. 

Aboga por la constitución en la Audiencia de un Tribunal per- 
manente de lo Contencioso-administrativo, por entender que no e s  
posible que una Sala que funciona como la actual, pueda fallar tan 
gran número de pleitos. 

Afirma que no se han presentado cuestiones que merezcan es- 
pecial mención. 

Burgos. 

2 Hace constar que ninguna dificultad se le ha presentado dentro 
del ejercicio del cargo, habiéndose desarrollado cormalmente du- 
rante el año la vida procesal dentro de la esfera de lo Contencioso- 
administrativo y en forma análoga a la del año anterior. 

La mayoria de los recursos, han versado sobre responsabilidades 
en cuentas municipales y aprovechamientos en los que a materia 
municipal hace referencia, que es la mayor parte de los establecidos. 



Cáceres. 

En general, la actuación de la Fiscalía durante el año, tuvo que 
inspirarse en los temas de años anteriores: suspensiones y destitu- 
ciones de Secretarios y empleados municipales, médicos, farmacéu- 
ticos, responsabilidades derivadas del examen de cuentas, es decir, 
todo aquel!o gratuito que tantos estímulos despiertan en los recu- 
rrentes para que sii caso llegue a la solemnidad de una sentencia. 

Entiende que habrfa de acogerse con agrado la reforma en 
el sentido de modificar el art. 93 de la ley de 22 de Junio de 1894, 
pues esos honorarios que podrian parecer bien antes, ahora son 
anormales por lo reducidos. Y en esa función de cobrar por lo que 
se  trabaja, se llega a tanto desprestigio cobrando con exceso como 
reclamando poco. 

Señala otras medidas que tienden a la mayor rapidez en la reso- 
lución de los casos y a la perfección del procedimiento que regula 
esta clase de recursos. 

Cádii. 

Manifiesta que durante el año judicial no se ha ofrecido al estu- 
dio de la Fiscalía ninguna cuestión jurídica que merezca especial 
mención. 

Manifiesta que la materia de casi todos los recursos interpues- 
tos, versa sobre impugnación de acuerdos de Corporaciones pro- 
vinciales y municipales, especialmente de estas últimas, en escaso 
número contra resoluciones de la Delegación de Hacienda, Tribunal 
Económico-administrativo provincial y Junta administrativa de con- 
trabando y Defraudación. 

En algunos casos, la Fiscalía ha hecho uso de la facultad que 
concede el art. 24 de la ley, absteniéndose de intervenir en pleitos 
contenciosos interpuestos contra aciierdos municipales que no afec- 
taban al interés general de la Administración, y en que el Ayunta- 
miento había designado Letrado para que le defendiese, mostrdndo- 
se  parte en el pleito. 



Ciudad Real. 

Hace notar que decreció el número de recursos que se  entabla- 
ron durante el año judicial. 

Considera que el procedimiento Contencioso~administrativo ado- 
lece del defecto de lentitud, y aboga porque se  establezca un pro- 
cedimiento parejo al gubernativo que ha regulado el Decreto del 
Ministerio de la Gobernación de 13 de Abril último, cuando se  trate 
de recursos promovidos contra acuerdos municipales destitutorios y 
de  suspensión de sus funcionarios. 

Opina que se debiera devolver a las Fiscalias la facultad de abs- 
tenerse de intervenir en todos los casos que no ofrezcan interés a 
la Administración general del Estado, y cree que se debe restringir 
la práctica de la prueba. 

Córdoba. 

Continúa en esta provincia el número extraordinario de recur- 
sos Contencioso-administrativos motivados por acuerdos de carácter 
municipal. 

Entre otras reformas referentes al procedimiento, el Fiscal pro- 
pone la de que se incluyan en el art. 1.' del Decreto de 8 de Mayo 
de 1931, ciertos recursos relativos a destitución o separación del 
personal y la de que se  dicte una disposición aclaratoria que dejara 
en vigor el art. 49 del Reglamento de Procedimiento en materia 
municipal. 

La Coruiia. 

Ningún problema de derecho, ni de fondo, ni de procedimiento, 
se  ha presentado en esta provincia en el año judicial. 

El número de pleitos ha disminuido, sin duda-añade el Fiscal-, 
porque no hubo cambios en los organismos provinciales. 

La reforma que considera, cada día más indispensable, es la de 
condicionar la gratuidad del recurso, concediendo a los Tribunales 
la facultad de imponer las costas en los casos de temeridad notoria, 
que se dan con bastante frecuencia. 

Memoria. 3 



Cuenca. 

Entiende el Fiscal que seria conveniente diferenciar la actuación 
de la Fiscalía ante los pleitos contra acuerdos de la Administración 
del Estado y los de origen provincial o municipal, dando facilidades 
a los Fiscales para que en los de la última clase pudieran, bajo su 
responsabilidad, allanarse siempre que estimaran que lo impugnado 
representaba realmente una ilegalidad. 

Defiende la conveniencia de que se equiparen los asuntos pro- 
vinciales y municipales a los del Estado, a los efectos de imposición 
obligatoria de costas en aquellos casos en que por parte de los par- 
ticulares exista temeridad o mala fe, o por parte de las Corparacio- 
nes manifiesto abuso de poder por quien dictara la resolución recu- 
rrida y anulada. 

Gerona. 

Se limita a manifestar que en la provincia se nota una disminu- 
ción de los pleitos Contencioso~administrativos, por normalizarse la 
vida municipal. 

Granada 

Insiste en el agobiador trabajo que pesa sobre las Fiscalías de lo 
Contencioso, debido en gran parte al hecho de que continúan adop - 
tándose por las Corporaciones municipales acuerdos referentes a 
la actuación administrativa de las que regian la vida de los pueblos 
en los tiempos de la Dictadura, que se traducen en declaraciones 
de responsabilidades de los ex Alcaldes y ex Concejales, algunos 
por cantidades de gran importancia, acuerdos que originan los co- 
rrespondientes recursosContencioso-administrativos promovidos por - 
los perjudicados con dichas resoluciones. 

Afirma que, entre gran número de pleitos tramitados de esta 
jurisdicción contra acuerdos municipales, much[simos de ellos han 
sido de dificil defensa por no haberse tramitado los respectivos ex- 
pedientes que les preceden con todas las solemnidades legales, 
mereciendo señalar especialmente los acuerdos adoptados por míil- 
tiples ~~untarnientos,'declarando responsable del reintegri de de- 



terminadas cantidades a los que fueron Alcaides y Concejales en 
determinadas épocas y también recaudadores de arbitrios munici- 
pales; se han adoptado resoluciones graves sin haberse dado vista 
del expediente al interesado, faltando a las fundamentales reglas de 
procedimiento, y i6gicamente tales acuerdos no han podido prevale- 
cer, siendo, en consecuencia, revocados por las sentencias dictadas 
por este Tribunal provincial. 

Guadaiajara. 

Hace resaltar que, por regla general, como en períodos anterio- 
res, las cuestiones planteadas son principalmente de carácter muni- 
cipal y relacionadas con la destitución de Secretarios, exacción de 
arbitrios, etc. 

Ninguna de las cuestiones, objeto de los recursos, revisten im- 
portancia alguna, y iinicamente ha de hacer constar este Ministerio, 
repitiendo lo manifestado en las Memorias de anteriores aiios, las 
dificultades con que lucha para sostener acuerdos a todas luces im- 
procedentes, por lo que serfa de suma conveniencia concederle la 
facultad de allanarse, bajo su responsabilidad, a la demanda, como 
ya estuvo establecido, si bien dejó de regir al recobrar su vigencia 
los preceptos de la ley fundamental sobre el ejercicio de la juris- 
dicción Contencioso-administrativa de 22 de Junio de 1834 y su Re- 
glamento de le misma fecha. 

En relación con el despacho de los pleitos, hace constar dicho 
Ministerio que el principal obstáculo que encuentra para el estudio 
de los mismos, es la deficiencia con que aparecen tramitados los 
expedientes gubernativos, y de una manera especial y concreta los 
que se siguen por las Corporaciones municipales. 

Por último, no ha sido preciso en ningún caso interponer el re- 
curso extraordinario de apelación concedido al Ministerio fiscal por 
el phrrafo 2.O del art. 1 .O del Decreto-ley de 8 de Mayo de 1931. 

Guipúzcoa. 

Insiste en la conveniencia de que se suprima el tramite de for- 
mación de extracto, por las razones expuestas en las anteriores 
Memorias. La revisión de la obra legislativa de la Dictadura ha dado 
lugar a que en el momento actual, por no tener vigencia el art. 50 
del Reglamento de procedimiento en materia municipal de 23 de 



Agosto de 1924, se haya visto la Fiscalia en la necesidad de defen- 
der acuerdos adoptados con evidente infracción de las disposiciones 
vigentes; podrian citarse de los sentenciados en el año judicial que 
acaba de terminar cinco que fueron adoptados contra el informe de 
los Abogados de las Corporaciones, que los causaron, y tres, ade- 
más, a pesar de la advertencia de su ilegalidad hecha por los sefio- 
res Secretarios de aquClla. Para evitar la delicada situación en que 
en los aludidos recursos se encontró la Fiscalia al tener que defen- 
der acuerdos de la Administración contrariando la concepción juridi- 
.ca que de los mismos se habla formado, seria muy conveniente que 
se concediera nuevamente a los Fiscales la aludida facultad de alla- 
,namiento, que, ejercida discretamente y bajo su responsabilidad, sin 
.causar perjuicio alguno a la defensa de la Administración, impediría 
.que se produjera la enojosa situación a que anteriormente se ha 
:referido. 

Huelva. 

Dice que los asuntos de esta jurisdicción se han desenvuelto con 
absoluta normalidad y con sujeción a las normas que regulan el pro- 
xedimiento Contencioso-administrativo de la ley de 22 de Junio 
de 1894 y el Estatuto municipal de 8 de Marzo de 1924, y respecti- 
vos Reglamentos para su aplicación, sin que se suscitase incidente 
alguno que mereciese ser tenido en consideración. 

Huesca. 

En general se ha observado ?n esta Fiscalia una disminución en 
los recursos contencioso-administrativos, sobre todo los referentes 
a cuestiones de personal. 

Según el Fiscal, persisten las Corporaciones locales en su propó- 
sito de retener los expedientes administrativos, llegando a veces a 
desoir los requerimientos reiterados del Tribunal, que incluso solici- 
ta  auxilio del Gobierno civil para lograr que el Ayuntamiento envie 
el expediente administrativo. 

Por esta consideración entiende que deberia proponerse que se 
dictase una disposición de carácter general que autorizase a los 
.Presidentes del Tribunal para imponer sanciones pecuniarias, con 
responsabilidad personalfsima, a los Alcaldes y Secretarios que des- 
sbedecieren este requerimiento. 



Por iIltimo, alude a la conveniencia de interesar del Ministerio 
alguna resolución para asegurar la rápida exacción y efectividad de 
las costas impuestas en estos pleitos. 

Jaén. 

Según el Fiscal, durante el año no resalta en el ejercicio de la 
jurisdicción Contencioso~administrativa ninguna circunstancia que 
merezca mención expresa. . 

Las Palmas. 

No se ha recibido a tiempo la Memoria de esta Fiscalía. 

León. 

Comunica que durante el año judicial 1933-34 ha disminuido l a  
cifra de pleitos iniciados con relación al año anterior: 91 se iniciaron 
en el año 1932.33, y 72 en el periodo último. La causa principal d e  
esta diferencia está en el aumento de recursos que en años anterio- 
res motivaron los bruscos cambios de situación política, y algo h a  
influido también el plausible criterio iniciado por el Tribunal de san- 
cionar con costas la temeridad manifiesta. 

Igual que en años anteriores, han sido escasos los recursos inter- 
puestos contra acuerdos de la Administración general: tan sólo tres 
contra resoluciones del Gobierno civil y otros tantos contra fallos 
del Tribunal Económico administrativo en materia de contribuciones 
generales. Los restantes litigios se refieren a cuestiones municipa- 
les, sobre todo, nombramientos y correcciones a funcionarios, enaje- 
nación de terrenos y, m& que nada, repdros y censura de cuentas 
municipales con la consiguiente declaración de responsabilidad p e  
cuniaria. 

Lérida. 

Expone que el número de asuntos nuevos en el año judicial ha 
descendido extraordinariamente. 

Examina minuciosamente los recursos en materia de funcionarios 
municipales: los relativos a cuentas municipales; los que afectan a 
repartimientos municipales, y los promovidos contra acuerdos 
lesivos. 



RefiriCndose a la suspensión de acuerdos, dice el Fiscal que ha 
interpretado siempre los preceptos legales que regulan la materia, 
con el mismo criterio restrictivo que ha señalado constante jurispru- 
dencia. 

Estudia la excepción de incompetencia por la falta de ingreso 
previo de la cantidad recurrida, cuando se trata de materia de arbi- 
trios u otras exacciones municipales, y alude a los preceptos de la 
ley de 22 de Junio de 1894, del Estatuto municipal y del Decreto 
de 16 de Junio de 1931, reguladores de la materia. 

Trata de otras cuestiones de indole procesal. 
Deduce de todo lo expuesto dos consecuencias: una, la necesi- 

dad tan sentida de modificar la ley de la jurisdicción, adecuándola a 
la Constitución y a la realidad deducida de la experiencia de muchos 
años, y la otra, a que la modificación se extienda a los Tribunales, 
procurando una especialización, hoy no existente, y alejando de la 
parte no fija del Tribunal a quienes esten en contacto con las pasio- 
nes locales. 

Logroño. 

Manifiesta que el número de recursos presentados supone un 
aumento sobre el año anterior, aumento incesante y motivado prin- 
cipalmente por la gratuidad del procedimiento y por las dificultades 
que encuentra el Tribunal para la imposición de costas, dado lo im- 
preciso del concepto de la temeridad que debería de aplicarse o, por 
lo menos, establecer sanciones para los que arbitrariamente recurran 
y que podían consistir en imposición de multas con apremio personal 
y privacidn temporal del derecho a ejercer funciones públicas a quie- 
nes adoptaren acuerdos sin otro fundamento jurídico y apoyo que las 
pasiones nacidas en el estrecho marco de la vida local. 

Cree que se debe facultar a los Fiscales provinciales para poder 
allanarse a ciertas demandas. 

En cuanto a recursos sobre materias reguladas en los Estatutos 
municipal y provincial, considera que seria conveniente, dada la 

- 

escasa importancia que en el aspecto económico suelen generalmen- 
te ofrecer una simplificación de los trámites procesales, procurando 
que el hoy solemne recurso contencioso quedase reducido a un sim- 
,ple juicio verbal. 



Lugo. 

Defiende una modificación esencial en lo que s e  refiere a los 
allanamientos a la demanda, en el sentido de que se otorgue al Fis- 
cal la amplia facultad que le concedía el Reglamento de procedi- 
miento en materia municipal. 

Aboga por que se  dicte una disposrción en la que en forma clara 
y terminante se  establezca la imposibilidad de condenar en costas 
a la Administración, cuando el Fiscal se  hubiere limitado a oponerse 
a la demanda cumpliendo con ello un precepto imperativo. 

Señala la necesidad de una reforma en la organización de los 
Tribunales contenciosos y del Ministerio fiscal, e insiste en que, con 
carácter de ponente obligatorio, debe de formar parte de los Tribu- 
nales provinciales un Abogado del Estado. 

Y en orden al Ministerio fiscal, estima preciso facilitarle medios 
para un mas feliz desarrollo de su misión. 

Madrid. 

El Fiscal insiste en la necesidad de dictar la ley a que se  refiere 
el art. 101 de la Constitución estableciendo recursos contra los 
actos discrecionales de la Administración que pudieran constituir 
exceso o desviación de poder y aun estableciendo Tribunales espe- 
ciales para sustanciarlos. 

Considera preciso restablecer el imperio del art. 49 del Regla- 
mento de procedimiento municipal de 23 de Agosto de 1924. 

Propone que en los pleitos sobre acuerdos declarados lesivos se  
exija, para plantear la demanda al Fisc,al, como requisito indispensa- 
ble, el informe del Gobernador civil, oído el Abogado del Estado, 
así como el que se articule el medio de determinar la resposabilidad 
de los Concejales que tomaron el expresado acuerdo. 

Málaga. 

Hace resaltar que el número de pleitos incoados en este año 
judicial e s  algo menor que el del año anterior, pero hay que tener 
en cuenta que en esta anualidad pasada el número de pleitos que se 
incoaron fué casi el doble que el del año 1931-32, lo cual indica que 
sigue siendo de importancia el volumen de a s u n t ~ s  que despacha la 



Fiscalfa, la cual se encuentra escasa de personal, sobre todo auxi- 
liar, habida cuenta que la mayor parte de los pleitos que se tramitan 
son terminados por sentencias y sólo una parte muy pequeña por 
caducidad o desistimiento. 

Siguen dominando los asuntos municipales, y de ellos muy prin - 
cipalmente los de personal en una proporción que aun excede de la 
de los primeros tiempos de la vigencia del Estatuto. 

Murcia 

Sostiene la necesidad de suprimir ante el Tribunal la practica de 
pruebas que pudieron llevarse al expediente administrativo previo, 
al formular el escrito de alegaciones o al darle vista a los encarta- 
dos para descargos. 

Aioga por la abstención de este Ministerio en los asuntos de los 
Ayuntamientos y de la Diputacibn que vienen al Tribunal en con- 
ceptos de coadyuvantes de la Administración. 

Manifiesta el celo con que el Tribunal provincial desenvuelve su 
función y encomia la labor realizada por tal organismo. 

Orense. 

El Fiscal insiste en lo manifestado en anteriores Memorias, res- 
pecto al mejoramiento necesario de los Oficiales y Auxiliares asig- 
nados al servicio de lo Contencioso, y alude a la actitud que debe 
adoptar el Fiscal en el caso en que los intereses de las Corporacio- 
nes provinciales y municipales tengan que ser defendidos por esta 
Fiscalia, y en oposicibn con ellos existan leyes o disposiciones de 
general interés que afecten especialmente al procedimiento y que 
se hayan infringido por las Corporaciones locales. 

Oviedo. 

Según el Fiscal, los distintos problemas más bien procesales que 
de fondo que se plantearon como consecuencia de la modificación 
del Estatuto municipal y del Reglamento de Procedimiento munici- 
pal por el Decreto.ley de 15 de Junio de 1931, confirmado por la 
ley di: 16 de Septiembre del mismo año, se restablecieron en todo 
su vigor la ley especial de esta jurisdicción y su Reglamento, han 



quedado aclarados en la Circular de 19 de Julio del pasado afio; 
pero, ello no obstante, son aún relativamente frecuentes los casos 
en que tanto por lo que se refiere a las alegaciones del art. 42 de 
la ley, como al ingreso previo de las cantidades liquidadas en los 
casos de recursos sobre cobranza de contribuciones previstos en el 
art. 6.' de la misma ley, se prescinde por los recurrentes de ambos 
requisitos, lo cual obliga a la Fiscalia a alegar la excepción opor- 
tuna. 

Insiste en las dificultades y situaciones juridicas enojosas que 
plantea la necesidad legal de defender en todo caso la procedencia 

L .  

de la resolución recurrida y la imposibilidad de allanarse, como era 
factible durante la vigencia de las disposiciones derogadas aludidas,. 
y defiende su restablecimiento, al menos en cuanto a las disposicio- 
"es dictadas por Diputaciones y Ayuntamientos. 

Examina municiosamente otras cuestiones de índole procesal. 

Palencia. 

Observa el Fiscal que en el año judicial ha disminuído conside- 
rablemente el número de recursos Contencioso-administrativos in- 
coados, sin que se haya interpuesto ninguno por la Fiscalia a nom- 
bre de la Administración y como demandante. 

Afirma que la tramitación de los pleitos planteados, ha sido por 
completo regalar y normal, sin que se haya promovido incidentes 
de ninguna clase. 

Palma de Mallorca. 

Dice que la mayor parte de los pleitos tramitados, se referian a. 
asuntos municipales, muchos de ellos motivados por cuestiones de 
nombramientos de personal, y aun los recursos promovidos contra 
resoluciones del Tribunal Económico-administrativo provincial, los 
motivaban acuerdos de Ayuntamientos, recaidos en materia de Ha- 
cienda municipal. 

En cuanto a la actuación de la Fiscalia y del Tribunal, manifies- 
ta que la importante Circular de la Fiscalia del Tribunal Supremo- 
de 19 de Julio de 1933, ha venido a disipar con gran acierto las 
dudas que se ofrecían respecto a la interpretación y alcance que 
debia darse a los Reglamentos complementarios del Estatuto muni- 
cipal. 



Navarra. 

Según el Fiscal, repitese con insistencia el criterio del Tribunal 
tendente a conceder facilidades a los Municipios, en orden a la re- 
presentación de las dichas Corporaciones para interposici6n de re- 
cursos de esta indole. 

Como ya se hacia constar en la Memoria del pasado curso, se ad- 
mite que el dictamen de Letrados que requiere el art. 69 del vigen- 
t e  Reglamento para la Administración municipal de Navarra de 3 de 
Febrero de 1928, se transcriba simplemente en el poder notarial, 
sin exigirse su presentación con el escrito correspondiente. 

Igualmente se consiente, que con incumplimiento de lo preveni- 
do en la disposicidn reglamentaria citada, omitan los Ayuntamientos 
la previa provisión de fondos para atender a los gastos del litigio. 

Al exponer estos datos, aboga por la adopción de ciertas medi- 
das que tiendan a cumplir aquellos requisitos que las disposiciones 
generales del Estado o las especiales de las Diputaciones de Nava- 
rra, exigen como trámite previo. 

Pontevedra. 

Entiende el Fiscal que aparte de la reforma procesal relativa a 
organizar los Tribunales Contencioso-administrativos con personal 
dedicado exclusivamente al despacho de tales asuntos, convirtiendo 
los provinciales en regionales, debiera darse una interpretación 
más amplia al art. 23 de la ley reguladora de tal jurisdicción, cesan- 
do el Fiscal provincial en la defensa de las Corporaciones munici- 
pales o provinciales cuando lospleitos se  promueven contra acuerdos 
de las mismas, desde el momento en que aquéllas se  personen en el 
pleito como coadyuvantes, con la particularidad de que, suprimida 
la facultad de allanarse el Fiscal a la demanda, como en muchos 
casos aquellas acuerdos adolecen de defectos, por falta de cumpli- 
miento de formalidades legales, y el trámite de solicitar autorizaci6n 
del Gobierno central es  muy dilatorio, el papel del Fiscal provincial 
resulta en tales casos bastante difícil y muy poco airoso, lo cual 
podría evitarse con la simple aplicación del art. 23 citado, por los 
.Fiscales provinciales. 



Salamanca. 

El Fiscal provincial da por reproducidas las manifestaciones 
hechas en años precedentes, por lo que afecta a las reformas que 
deben introducirse en la organización y procedimiento de esta ju- 
risdiccidn Contencioso-odministrativa; en este Último particular, 
significa la conveniencia de que se dejare al libre arbitrio de los 
Tribunales la imposición de costas en los pleitos promovidos contra 
acuerdos municipales o provinciales, de manifiesta temeridad por 
los recurrentes; con ello se evitaria un sin número de pleitos que 
no tienen mcis razón de ser ni más justificación que entorpecer la 
buena marcha administrativa al amparo de la gratuidad del proce- 
,dimiento. 

Santa Cruz de Tenerife. 

Propone, entre otras reformas, que se cestrinja la amplitud de 
criterio de los Tribunales provinciales en orden al recibimiento a 
priieba; que se restablezcan las facultades concedidas al Fiscal en 
orden al allanamiento a las demandas; que se limite la gratuidad en 
el procedimiento al objeto de poner un dique a los recursos de mala 
fe; y que se realice una amplia modificación en la organización de 
los Tribunales, dando entrada a técnicos administrativos y refun- 
diendose varias provincias en un solo Tribunal. 

Santander. 

Insiste esta Fiscalía en lo que ya expusiera en anteriores Memo- 
rias, respecto a la conveniencia de reformar el art. 24 de la ley, que 
regula el ejercicio de la jurisdicción Contencioso-administrativa, y 
más aún, el art. 62 del Reglamentopara la ejecución de esa ley, que 
.obliga en todo caso a los Fiscales a interponer los recursos esta- 
blecidos contra resoluciones de esos Tribunales, contrarias a la Ad- 
.ministración. Esos preceptos, dice el Fiscal, erplicables antes de 
existir el regimen de completa autonomfa de las Corporaciones lo- 
cales que hoy existe, coloca a los particulares recurrentes de reso- 
luciones administrativas municipales, en condiciones muchisimo más 
dificiles que a los reclamantes contra resoluciones de la Administra- 
ción general de la Hacienda, en razón a los recursos que en uno u 
otro caso autoriza la ley. 



Segovia. 

Estima el Fiscal que se  hace preciso modificar la tramitación d e  
los pleitos contenciosos, simplificando su duración procesal. 

Aboga por la modificación de la ley en el sentido de regular l a  
prueba de un modo taxativo y de limitar, a su vez, los casos en que 
deba celebrarse vista pública. 

Reitera la conveniencia de que se  mantenga la facultad de alla- 
narse a las demandas que se  concedía por el art. 50 del Reglamen- 
to de Procedimiento, en materia municipal. 

Sevilla. 

S e  consigna en la Memoria que ningún problema juridico de 
interCs ha sido planteado en el aíío judicial, y que en la labor de la 
Fiscalia no ha habido dificultad alguna digna de mencionarse 

Señala que los pleitos han disminuido en relación con el año 
anterior, aunque la diferencia es pequeña. El mayor volumen lo dan 
los promovidos sobre materia municipal, y entre Cstos, llevan el+ 
mayor número los que versan sobre destituciones de funcionarios, 
en los que los acuerdos impugnados, en general, han sido revoca- 
dos, unas veces por graves defectos de forma en la tramitación de 
los expedientes y otras por no haberse probado cumplidamente la 
falta atribuida a los funcionarios. 

Reitera la conveniencia de implantar en la legislación reguladora 
de esta jurisdicción las reformas que expuso en la Memoria del año 
anterior. 

Consigna el Fiscal que todos los pleitos que se  han promovido 
en el año judicial se  refieren a materia municipal y, por tanto, con- 
tra acuerdos dictados por los Ayuntamientos, y manifiesta que ni en, 
el fondo ni en el procedimiento se  ofrecen particularidades que me- 
rezcan especial consideración. 



Tarragona. 

En la Menoria se consigna que no han surgido casos especiales 
dignos del estudio de la Fiscalía, sino que la mayor parte de ellos 
s e  refieren a acuerdos de los Ayuntamientos y del Tribunal Econó- 
mico.administrativo provincial, todos ellos de escasa importancia. 

Teruel. 

Refiriéndose al movimiento de asuntos, manifiesta que se  ob- 
serva una creciente disminución de pleitos contenciosos, y agrega 
que casi todos los recursos entablados lo han sido contra resolucio- 
nes de  la Administración municipal, dictadas sobre materia de per- 
sonal y repartimiento general de utilidades. 

Alude a una interesante cuestión de Derecho fiscal originada 
por disparidad de criterio existente entre el concepto de defrauda- 
ción mantenido por el Tribunal Supremo en varias sentencias, entre 
otras las de 28 de Diciembre de 1921, 22 de Octubre de 1921 y 
26 de Noviembre de 1927, y la definición formal como delito o falta 
de defraudación de los hechos referidos en el núm. 10 del art. 175 
del vigente Reglamento del Impuesto de alcoholes de 4 de Octubre 
d e  1924. 

Este precepto dispone que incurrirán en responsabilidad por 
delito o falta de defraudación de la renta de alcoholes los comer- 
ciantes que reciban, manipulen o vendan alcoholes y bebidas espiri- 
tuosas sin tener aptitud legal para ello y, por su parte, el Tribunal 
Supremo declara que para que exista defraudación se  precisa ade- 
más de actos reveladores del propósito de eludir maliciosamente el 
pago del impuesto, la constatación real y efectiva de derechos 
defraudados. 

Entre las reformas que deben introducirse en la legislaaión Con- 
tencioso administrativa, aboga por la concesión de mayores facul- 
tades al Ministerio Fiscal para allanarse a la demanda e interponer 
recursos de apelación, sobre todo en materia de Administración 
municipal. 



Toledo. 

Al elevar el estado de tramitación de los recursos Contencioso- 
administrativos llevado a efecto por la Fiscalfa durante el año judi- 
cial, manifiesta que en ninguno de ellos se observa particularidad 
alguna que merezca mencionarse. 

Valencia. 

Dice que sigue siendo la Administración municipal la que pro- 
porciona la inmensa mayoría de los recursos que se tramitan ante 
este Tribunal, siguiCndole en importancia el Tribunal Económico- 
administrativo, pero con asuntos cuyo crigen lo tienen también en 
la Administración municipal, de lo que resulta que la casi totalidad 
de los pleitos versan sobre materia o exacciones municipales. 

Sostiene la conveniencia de restablecer 1~ facultad de allana- 
miento por parte de las Fiscalías de Tribunales provinciales, por 
que la funci6n que se ejerce con esa atribución se halla rodeada de 
un prestigio que la precisa y que se le merma si la defensa de la 
providencia administrativa es imperativamente siempre una obliga- 
ción, a veces dificilísima de cumplir. 

Valladolid. 

El Fiscal provincial hace un detenido estudio de diversas cues- 
tiones procesales relativas al recurso Contencioso.administrativo. 

Expone su parecer favorable a una reforma del recurso de repo- 
sición (art. 255 del Estatuto), hasta convertirlo en una verdadera 
vía administrativa donde el acuerdo municipal se depure y con- 
traste. 

Cree que deben modificarse los preceptos legales (art. 581 del 
Estatuto) que encomiendan a los Tribunales provinciales los recur- - 
sos sobre cuentas de los Ayuntamientos. 

Espera esta Fiscalía que al desenvolver el ntim. 16, art. 11 de 
la ley de 29 de Junio de 1934, orgánica del Tribunal de Cuentas de 
la República en el oportuno Reglamento, quedará sustraida a los 
Tribunales Contencioso-administrativos provinciales una materia 
tan fuera de su especialización normal. 

Defiende la creación de Tribunales territoriales. 



Vizcaya. 

Según el Fiscal. obsérvase cada año un aumento verdaderamen- 
te notable en el número de recursos Contencioso~administrativos, y 
como tan extraordinario aumento es debido principalmente al Esta- 
tuto municipal, entiende que se debe simpliticar la tramitación, 
suprimiendo los extractos completamente inútiles y no celebrándose 
vista más que en los casos en que las partes lo pidieran y solamente 
en los pleitos de mayor cuantía, sustituyéndose en los de menor 
cuantía por una simple comparecencia análoga a la establecida para 
sus similares en la jurisdicción ordinaria por la ley de Enjuiciamien- 
to civil y solamente también cuando las partes lo pidieren. 

Estima igualmente necesaria la Fiscalfa la desaparición del carác- 
ter que de pública tiene la acción contenciosa, para que así solamen- 
te puedan acudir a esta vía los personalmente agraviados en sus 
derechos, evitándose con ello el caso de que sean verdaderos testa- 
ferros los que algunas veces acuden a dicha vía burlando de este 
modo el castigo que con la condena sin costas se establece, ya que 
de ningún medio económico disponen para hacerlas efectivas. 

Por último, defiende la necesidad de que se restablezca la facul- 
tad de las Fiscalias provinciales de allanarse 2 las demandas, pues 
en algunos casos la situación del Fiscal es muy desairada ante la 
necesidad de tener que defender forzosamente una resolución de 
todo punto indefendible por su manifiesta improcedencia. 

El Fiscal entiende de gran conveniencia una detallada y definiti- 
va regulación respecto a la clasificación de la obra legislativa de la 
Dictadura y, además, defiende la adopción de normas procesales 
que, dentro de la unidad de criterio y consiguiente responsabilidad 
dimanadas del ejercicio de nuestra función, permitiesen dotar de la 
suficiente flexibilidad de acamodación a la actuación de los Fiscales 
de los Tribunales provinciales, sobre todo en lo que respecta a los 
procedimientos de carácter municipal. 



Zaragoza. 

Examina los recursos contra censura de cuentas municipales y 
s e  refiere a otras cuestionss procesales relativas a la jurisdicción 
Contencioso-administrativa. 

Insiste en ía necesidad de una reformo total de ordrnamiento de 
la justicia administrativa, tanto en lo que se refiere a la acción 
(reforma anunciada en el art. 101 de la Constitución de la Repúbli- 
ca) como el procedimiento a base, en cuanto a este último, de las 
máximas garantías para los justiciables, lo que no se logra con el 
sistema actual de tan marcada lentitud, debida principalmente a la 
tardanza de la Administración en el envio de los expedientes y a la 
inexistencia de disposiciones que fijen un término para el señala- 
miento de las vistas. 



A P E N D I C E  T E R C E R O  

C i r c u l a r e s .  



Indultos en delitos de injuria y calumnia a S. E. el Jefe 
del Estado. 

Es propósito de esta Fiscalla, secundando los del Gobierno, pro- 
curar dar cumplida satisfacción a los nobles deseos de S. E. el Pre- 
sidente de la República, de conceder indulto a todos los condenados 
por delitos de injurias y calumnia contra el Jefe del Estado. Para 
ello, y cumpliendo con lo que preceptúa el art. 102 de la Constitu- 
ción, promoverá V. E. el expediente de indulto en todas las causas 
instruidas por esa clase de delitos, examinando caso por caso las 
condenas para que, una vez instruídos, pueda esta Fiscalia general 
dictaminar, y en su dia la Sala de gobierno del Tribunal Supremo 
resolver lo procedente. 

A tal fin se servirá V. 1. remitirme con toda urgencia certifica- 
ción de las sentencias condenatorias firmes dictadas por ese Tribu- 
nal por alguno de los delitos mencionados, asi como de las que en 
lo sucesivo se  dicten o adquieran firmeza, y que se refieran a los 
repetidos hechos delictivos realizados antes dela fecha de la pre- 
sente Circular, expresando siempre la situaci6n en que se encuen- 
tren los condenados, es decir, si han comenzado a cumplir la conde- 
na o se hallan a disposición del Tribunal. También se servirá 
V. 1. instar, en todos los casos en que su concesión sea legalmente 
posible, la libertad provisional de los procesados por la clase de  
delitos a que las presentes instrucciones se refieren. 

4 de Octubre de 1933. 



1 Prisibn preventiva. 
L. 

Primordial y urgente preocupación del actual Gobierno de la 
Repdblica, tan pronto se constituyó, fué lri de determinar la pobla- 
ción penal española, aportando datos estadisticos lo suficientemente 
detallados para permitir su adecuada clasificación y arbitrar medios 
para reducirla en lo que fuera justo y humano. De tales datos esta- 
dísticos ha resultado una correlación desproporcionada entre los . . 
acogidos en Establecimientos penitenciarios, que cumplen en ellos 
la sanción penal definitivamente impuesta, y los procesados presos 
a resultas de la decisión de su proceso. 

Siendo criterio del Gobierno restringir al rnlnirnum esta pobla- 
ción penal preventiva, ha dado las oportunas instrucciones al Minis- 
terio Fiscal, que procede a ejecutarlas por medio de esta Circular. 

La prisión de los procesados, denominada provisional o preven- 
tiva, es, por su propio nombre y esencia, una institución procesal de 
carácter provisorio, que, por tanto, puede reformarse y quedar sin 
efecto durante todo el curso de la causa, según preceptos claros y 
terminantes de nuestra ley de Enjuiciamiento criminal. 

El derecho a la libertad personal, considerado de antiguo como 
uno de los inmanentes en la personalidad humana, esta hoy consa. 
grado como uno de los fundamentales en las Constituciones de los 
pueblos modernos. Sólo cede este derecho, y puede someterse a 
restricciones, en cuanto pugna con los intereses generales de la 
sociedad, que viene obligado a salvaguardar al Estado. Y cuando, 
antes de impuesta en definitiva una pena por razón de delito, cu- 
biertos todos los trámites procesales, se acude como medida provi- 
sional a la privación o restricción de la libertad personal, no hay 
razón jiistificativa de los preceptos de las leyes de procedimiento - 
que la regulan, sino la evitación de que el delincuente presunto se 
sustraiga a la ejecución en su dia de la pena que, en definitiva, le 
sea impuesta, para realización de la justicia y sanción del derecho 
vulnerado. 

Cuando Tissot, en una notable instrucción criminal, afirmaba 
que <el verdadero carácter de la prisión preventiva todo el mundo 
lo conoce, pero pocas son las legislaciones que lo han consagrado*, 



decla una gran verdad; pero hemos de reconocer que nuestra legis- 
lación procesal, interpretada rec!amente y con espíritu de humani- 
dad, ofrece los medios de que la institución que estudiamos se 
atenga en la práctica a los limites en que resulta justificada por la 
teoria. 

Los arts. 503 y 504 de nuestra ley Rituaria criminal determinan 
los casos en que puede decretarse la prisión provisional, limitando 
asi el libre arbitrio judicial en este punto. Y aún más, el segundo 
párrafo del citado art. 504 permite al Juez o Tribunal reducir la 
medida a aquellos casos de absoluta e ineludible necesidad. Este 
criterio de reducir al mínimum los casos de la prisión preventiva fu6 
ratificado por Real orden de 20 de Marzo de 1916, en la que, al 
mismo tiempo de recordar la recta interpretación de los preceptos 
citados, en su sentido de considerar excepcional la previa privación 
de libertad, se  procuraba que ella durara lo menos posible, con la 
más rápida tramitación de las causas en que hubiera presos. 

Para sustituir a la prisión preventiva, llenando los mismos fines 
que le estan encomendados, existe la medida procesal de conceder 
la libertad previa fianza, la cual puede ser en metálico, personal o 
apud  acta, disponiendo el art. 529 de la ley de Enjuiciamiento cri- 
minal que, en el mismo auto en que el Juez o Tribunal acuerde la 
libertad previa fianza, fije la calidad y cantidad de la misma. 

Aunque en la generalidad de los casos los Jueces y Tribunales 
pongan especial cuidado en el discernimiento de estas medidas, e s  
misión del  ministerio público velar por que las leyes se  cumplan en 
tales términos, dentro de lo que su contexto permite, que su actua- 
ción ampare a la vez el derecho de la sociedad que les está enco- 
mendado y el de los ciudadanos, que, en cuanto tales, tiene tambiCn 
sus derechos bajo su custodia. 

Los Sres. Fiscales tendrán ante todo presente que, como se de. 
duce de lo anteriormente expuesto, la regla general es  la libertad 
personal, y la excepción es  la prisión provisional; que ésta, como 
medida previa que es, s61o durará en tanto subsistan los motivos 
que la hayan ocasionado (art. 528 de la ley de Enjuiciamiento crimi. 
nal), y que siempre que sea posible, dentro del texto de la ley, ha de 
procurarse la libertad provisional previa fianza. 

Promoverán, pues, las oportunas peticiones e interpondrán los 
correspondientes recursos, siempre que las decisiones judiciales no 
se atengan a las premisas antes establecidas. 

Y en cuanto a la determinaci6n de la calidad y cuantía de las 
fianzas, procurarán por los mismos medios que ella no sea tal que, 
por su relación con las circunstancias de los procesados, resulten de 



imposible prestación, como ya se dijo en consulta evacuada con fe. 
cha 17 de Noviembre de 1897 por el a la sazón Fiscal general, evi- 
tando tambikn el caso de que un criterio en apariencia igualitario 
respecto a los co-reos, suponga una distinta consideración de éstos, 
según los medios pecuniarios de que dispongan. 

A recordar estos principios contenidos en los preceptos legales 
y disposiciones de que se ha hecho m6rit0, se encamina la presente 
Circular. La intervención que los funcionarios del Ministerio Fiscal 
tienen en el proceso, la inspección que ejercen en el mismo, bien 
personalmente, que es el medio más eficaz y recomendado, o ya por 
medio de los testimonios correspondientes, unido todo esto a su 
probado celo e inteligencia, me hacen confiar en que se harán cargo 
de las observaciones expuestas, desarrollando su actuación en tal 
sentido, para lo cual instaran lo que estimen conveniente y utiliza- 
rán los recursos que sean procedentes contra las resoluciones que 
en esta materia aparezcan opuestas a los principios que informan la 
reglamentación legal de la misma. 

10 de Octubre de 1933. 



/ 

Delitos de' Prensa. 
1_ 

Habiendo llegado a esta Fiscalía general varias quejas formula- 
das por diversos sectores de la Prensa nacional. acerca da la riguro- 
sidad con que por algunos Fiscales se interpretan las instrucciones 
generales, referentes a los casos en que procede formular querellas 
contra los autores o responsables de artfculos o editoriales en que 
se viertan conceptos delictivos, me veo precisado a encarecer 
a V. 1. que, cuando dichos articulos se limiten a una critica razona- 
da m6s o menos severa acerca de la actuación del Gobierno o de 
alguno de sus Ministros, o de propagandas electorales en las que no 
se viertan conceptos francamente delictivos, deberá V. 1. abstener- 
se de denunciar a sus autores y disponer la recogida de los periódi- 
cos en que se publiquen, ni la destrucción de sus moldes, en evita- 
ción de los perjuicios que ello lleva consigo. 

En su consecuencia, deberá limitarse V. 1. a formular querella, 
solamente en aquellos casos en que la infracción legal aparezca cla- 
ramente cometida. 

11 de Octubre de 1933. 



Convocadas elecciones generales para Diputados a Cortes, que 
deben tener lugar el dia 19 del actual, no estima necesario esta Fis- 
calia general de la República más que recordar a los Sres. Fiscales 
las instrucciones que en casos análogos les tiene dadas, especial- 
mente en la Circular de 14 de Junio de 1931, a la que dartín el más 
exacto cumplimiento, as[ como a las instrucciones contenidas en las 
dictadas por los Ministerios de Justicia y Gobernación, referentes a 
garantizar el derecho electoral en toda su pureza. 

Encarezco, por tanto, a los Sres. Fiscales que con su demostrado 
celo y diligencia, procuren evitar y corregir, en su caso, toda infrac- 
ci6n de la ley y en el orden del procedimiento electoral. 

16 de Noviembre de 1933. 



Acerca del movimiento anarcosindicalista. 

S e  servira V. I., con toda la mayor posible urgencia y obtenien. 
do sus iniormaciones de la inspección sumaria1 que seguramente. 
viene ejerciendo en todos los procedimientos seguidos por virtud 

\ de hechos ocasionados por el reciente movimiento anarcosindicalista 
y de cuantos más elementos de jliicio plíeaa disponer, ;emitir a es ta '  
Fiscalia iina información, no de detalles, ni hechos aislados, ni siice- 
sos locales, sino de todo aquello que pueda revelar los orígenes del 
movimiento, personas o lugares de donde las órdenes de su realiza. 
ción hayan podido dimanar, extensión que pretendiera dársele ea 
cuanto al espacio y al tiempo, y, en fin, de todo aquello que presen- 
te interés en cuanto a la raíz y unidad de tan grave conmoción so- 
cial, elemento de capital importancia para el enjuiciamiento sereno. 
de estos hechos, y cuyo pleno conoci~niento precisa esta Fiscalía y 
espera lograr merced al celo una vez m6s demostrado en las pasadas 
circunstancias, del Ministerio Fiscal español. 

18 de Diciembre de 1933. 



Sobre sociaciones complicadas en manejos subver~ivos. L 
El reciente y grave movimiento revolucionario que ha motivado 

la Circular de esta Fiscalía de 18 del pasado Diciembre, continúa 
en defensa de las causas del orden y la justicia, siendo preocupa- 
ción seria de este Centro, que está seguro la constituye asimismo de 
todos los Sres. Fiscales que a sus órdenes desenvuelven brillante- 
mente la alta función que al Ministerio público le está encomendada, 
y perseverando en tales fines, nuevamente tiene la satisfacción 
honrosa decomunicarse con el Cuerpo Fiscal para recordarle que 
allí donde de la instrucción sumaridl aparezca que los hechos crimi- 
nosos a que se alude han tenido generación, aliento, ayuda o mani- 
fiesta realizaci6n en Sociedades o Asociaciones civiles o profesio- 
nales que, al hacerlo, se colocaron desde luego fuera del precepto 
constitucional del art. 39 en sus relaciones con los arts. 1 .O de la ley 
de 30 de Junio de 1887 y 19 de la de 8 de Abril de 1932, que taxa- 
tivamente marcan y señalan los fines lícitos de las Asociaciones y 
Sociedades, y pudieran, por tanto, quedar incluidos en los definidos 
en el art. 183 del Código penal vigente, propongan o insten ante la 
Autoridad judicial correspondiente la inmediata suspensión de tales 
Asociaciones o Sociedades y la clausura de sus locales, como auto- 
rizan a hacerlo el art. 14 de la ley de Asociaciones de 1887 y el 41 
de la de Asociaciones profesionales de 1932, antes citadas, y en su 
dia, y si la gravedad de los hechos así lo aconsejara, teniendo siem- 
pre por norma y guía el sacratísimo interCs de la Patria y del rCgi- 
men legal establecido, al hacer la calificación provisional o definiti- 
va de los hechos justiciables, sustentar las peticiones correspondien- 
tes para la disolución definitiva de tales Sociedades si los delitos 
imputados a sus miembros y para los que aquella le proporcionaran 
medios o elementos, son de los a que hace referencia el art. 15 de 
la ley del 87, y el 42 de la del 32, ya repetidas. 

Al hacerlo así, cumplirá fielmente con preceptos y normas lega- 
les preestablecidos, y, por tanto, de obligado e inexcusable acata- 
miento. 

5 de Enero de 1924. 



! 
.' Asociaciones ilicitas. 
1 
14 

Las conmociones politico-sociales que agitan al mundo, tienen en 
nuestra Patria viva y notoria repercusión, agravada recientemente, 
hasta el punto de producirse el pasado movimiento anarcosindica- 
lista de Diciembre, que no s61o no sirvió de saludable escarmiento, 
sino que acaso los mismos o aun otros sectores extremos pretenden 
reproducir, con grave amenaza para la tranquilidad social y para el 
normal desarrollo de la vida del Estado. 

Estos punibles afanes, se amparan solapadamente tras la presunta 
legalidad de Asociaciones profesionales externamente ajustadas a la 
ley de 8 de Abril de 1932, pero que frecuentemente no circuascriben 
s u  actuación a lo dispuesto en el art. 19, ni amoldan la inversión de 
sus ingresos a lo ordenado en el 44, inversión que, por medio de los 
.balances semestrales. puede y debe ser comprobada y contrastada 
.debidamente. 

No puede el Poder público, ante amenazas revolucionarias y 
realidades sediciosas públicamente propaladas, permanecer inactivo, 
ni el Ministerio Fiscal, primero y principal propulsor de la acción 
d e  la Justicia, dejar de cumplir ese primordial deber. 

Por ello, ejercitarti V. I., con toda actividad y su reconocido celo, 
las acciones pertinentes en persecución de aquellos delitos que de- 
finen los arts. 238 y 245 del Código penal, sin olvidar que, por la 
disposición de los 244 y 249, es delictiva la conspiración y la propo- 
sición, y todas aquellas Asociaciones, Sindicatos, cuadros en que 
tales délitos se tramaren, preparen o realicen, deber6 V. 1. perse- 
guirlos como ilicitos, con las debidas consecuencias respecto a sus 
-fundadores, presidentes, directivos, etc., según los arts. 185 y 186 
del Código penal, y aunque en estricto rito legalista ostenten una 
legalidad a que no adaptan su actuación, siempre que esto se de- 
muestre. 

El pasado movimiento sedicioso a que antes se alude, di6 a cono- 
cer  la posibilidad de que los locales de alguna Asociación sirvieran 
.de almac6n o depósito de armas y explosivos y hasta de taller para 
s u  fabricación; sigue en vigor la ley de 10 de Julio de 1894, y en 
sus  preceptos, cuyo cumplimiento no puede, bajo concepto alguno, 



caer en desuso, cuando la realidad les da trdgica y punible actuali- . 
dad, hallar& V. 1. los medios más apropiados y legitimos para per- 
seguir esta modalidad peligrosisima de la delincuencia, y base para 
instar la declaración de ilicitud de la Asociación y sus directivos que 
pudieran ser culpables. 

La huelga, el cierre, que como arma legitima del palronado y e )  
obrerismo en las francas contiendas de sus legítimos intereses am- 
para la ley, de continuo se  pretende hacerlos arma de represalia, 
cuando no de banderia politica y de coacción y amenaza al Poder 
constituido; pues bien, tal deformación delictiva de ese derecho, 
como toda su cohorte de coacciones, inducciones y delitos persona- 
les, deben ser objeto de la diligente persecución fiscal ante los Tri- 
bunales deJusticia, la augusta serenidad de cuyos fallos está llamada, 
a ser intérprete genuino del nacional anhelo de paz y de justicia. 

Si lo anterior queda dicho aun para aquellas Asociaciones de una 
apariencia legal, cuánto más se  ha de encomiar a V. 1. la necesidad 
de perseguir las reuniones, las coligaciones, los acuerdos de Agrii- 
paciones, cuadros, células que, sin ejecutoria legítima de nacimiento 
ni constitución, se realizan con notoria infracción, no sólo de todo lo 
que rige el constitucional derecho de Asociación, sino de la ley. de  
15 de Junio de 1880, art. 5.", y de los preceptos de los arts. 186, 
177 y 178 del Código penal. 

La importancia y gravedad de estas medidas, que V. 1. sabrá 
apreciar perfectamente, llevan a esta Fiscalia a encargarle, no ~610. 
que despliegue su celo reconocido y su inteligencia proverbial, sino- 
que sucintamente de cuenta a este Centro de cuantas acciones ejer- 
cite en tal sentido, y de la marcha y solución de los procedimientos s 
que den lugar. 

9 de Marzo de 1931. 



I 
Acerca de la ley delvagos y maleantes. 

La ley de 4 de Agosto de 1933, relativa a vagos y maleantes, e 
inspirada en las más recientes y logradas doctrinas jurídico-penales 
acerca del estado peligroso, requiere, para la adecuada determi- 
nación en los czsos concretos de los individuos a quienes deben ser 
aplicadas las medidas de seguridad que establece, una interpreta- 
ción cuidadosa y reflexiva que, atendiendo al espíritu no menos que 
a la letra, se inspire, como criterio rector, en el afán de conciliar la 
eficacia en la dtfensa de la colectividad, f i n  principal que dicho or- 
denamiento juridico se propuso, con el respeto debido a las liberta- 
des ciudadanas, que constituyen el fundamento de nuestro Derecho 
público. 

A procurar, aplicando este criterio de armonía y equilibrio, la 
determinación más exacta que sea posible de las categorias de indi- 
viduos peligrosos que enumera el art. 2.' de la ley mencionada, se 
dirige esta Circular. Pero, ante todo, excito el celo, nunca requeri- 
do en vano, de los Fiscales de las Audiencias para que, en cuanto 
de ellos dependa, sea dicha ley aplicada en los casos que proceda, 
y, lejos de quedar su vigencia relegada a las regiones de la teoría, 
se dé a sus preceptos la efectividad necesaria para mejorar las con- 
diciones en que se desarrolla la vida nacional. 

Diez categorias de sujetos socialmente peligrosos, pero cuya 
peligrosidad no se ha concretado aún en hechos delictivos determi- 
nantes de condena penal, establece el art. 2 . O  de la ley: la defini- 
ción de algunas de ellas, como las consignadas en los núms. 8.' 
y 9.", no necesitan, por lo terminantes y circunstanciadas, aclara- 
ciones ni glosa; que son, por el contrario, convenientes respecto de 
las demás. 

1.' De la vagancia Izabifual, tan perseguida por nuestras an- 
tiguas leyes, porque, como dice la XVllI del título XXXIX del 
libro VI1 de la Novísima Recopilación, forma una especie de ma- 
nanfial perenne de hombres y mujeres perdidas, no da la ley 
de 4 de Agosto de 1933 definición alguna; y el riiás próximo ante- 
cedente juridico-positivo que de su concepto tenemos es el que es- 
tablecia el derogado Código penal de 1870, al decir en el núm. 23 



de su art. 10: ase entiende por vago el que no posee bienes o rentas 
ni ejerce habitualmente profesión, arte u oficio ni tiene empleo, 
destino, industria, ocupación licita O algún otro medio legítimo y 
conocido de subsistencia, por más que sea casado y con domicilio 
fijo.> Esta noci6n nos parece útil para determinar quiénes deben ser 
considerados como vagos habituales, pero con, las siguientes reser- 
vas impuestas por los profundos y extensos cambios sociales ocurri- 
dos desde que aquella definición legal se di6: l.", aunque la pose- 
sión de bienes o rentas obliga, por lo regular, a ejercitar para su 
administración y empleo actividades estimadas socialmente útiles, 
no puede descartarse la hipótesis de que, encomendados a otras 
personas los esfuerzos necesarios para la conservación y producti- 
vidad de las propias riquezas, se inviertan éstas, además, de modo 
estéril y dañoso, y en casos tales habrá una perfecta compatibilidad 
entre la posesión de bienes o rentas y la más escandalosa e inmora- 
vagancia; y 2.", que por la actual y notoria crisis económica, con su 
dolorosa sec~iela del paro forzoso, frecuentemente se hallarán sin , 
ejercer profesión, .arte 11 oficio y carecerán de empleo, destino, 
ocupación o medios legltimos y conocidos de subsistencia individuos 
laboriosos que no podrfan ser calificados de vagos habituales aun- 
que, para salir de su inactividad, no hayan agotado todos los medios 
que se presenten como posibles al critico sereno, pero que fácilmen- 
te se ocultan al paciente angustiado. 

2.O Rufianes y proxenetas, traficantes con la ajena honesti- 
dad para satisfacer la lujuria de otros, constitnyen el inmundo pi- 
náculo de la suprema ignominia humana, el parcrsitisrno de la pros- 
titución y de la liviandad. Explotadores de seres infelices, por lo 
regular desgraciadas mujeres a quienes, como decia el Rey Sabio, 
sosacan faziéndolas fazer maldad de sus cuerpos (ley 1 .', tf- 
tulo XXII, Partida 7."), sus indignas actividades, principal factor de  
la prostitución, que promueven espiando, sitiando y captando a la 
ingenuidad, la ligereza y la necesidad, son siempre socialmente pe- 
ligrosas, ya tengan o no tipicidad delictiva y ya se ejerciten respec- 
to de mujeres o de hombres, de mayores o de menores de edad, 
descubierta o clandestinamente. 

3." La posesibn o inversión de medios económicos de origen 
misterioso, la desproporción entre la holgura de vida y el ejercicio 
de modos de vivir que no dan de vivir, constituyen motivos legí- 
timos para presumir que, tras la máscara de actividades licitas, se  
ocultan otras socialmente dañosas, tal vez criminales. Quienes ha- 
llándose en tales casos no justifiquen, ante los requerimientos de 
quienes legitimamente tienen facultades para hacerlos, la licitud de 



la procedencia de aquellos medios económicos, deben ser conside- 
rados como maleantes y sometidos a las correspondientes medidas 
de seguridad. La pasajera humillación que sufrenpara los ciudada. 
nos honrados, que en algún caso puedan inspirar sospechas a la Au- 
toridad o a sus Agentes, es el precio, sin duda no excesivo, de la 
seguridad general. 

4." La mendicidad no puede considerarse como absolutamente 
illcita, mientras las instituciones públicas o privadas de Beneficencia 
no alcancen un grado tal de perfección, que ofrezcan, en conjunto, 
la absoluta certeza de que no hay nadie que deje de tener satisfe- 
chas todas sus necesidades primordiales. Lejos aún nuestra sociedad 
de ~ o d e r  descansar en aquella certeza, las dificultades económicas 
actiales amplían el circuio de licitud dé la mendicidad y obliga a un 
acucioso examen de aouellos casos en Que deba considerarse social- 
mente dañosa y someterse a medidas de seguridad a quienes la 
practiquen. 

Según la ley, la mendicidad es illcita: a), cuando se convierte 
en profesional, y b),  cuando constituya un negocio o empresa. 

La mendicidad es profesional cuando el mendigo tiene aptitu. 
des psicofisicas y posibilidades notorias para vivir de un trabajo 
socialmente títil, y, no obstante, prefiere cubrir sus necesidades a 
costa de la caridad pública; son profesionales, pues, los mendigos 
voluntarios, ociosos y mal entretenidos, a que se refería Car- 
los III en la Real orden de 25 de Diciembre de 1780 (ley XXIII, tí- 
tulo XXXIX, lib. VI1 de la Novisima Recopilación); respecto de 
estos casos, debe emplearse la maxima diligencia para discernir si 
se mendiga porque no se encuentra trabajo o no se encuentra traba- 
jo porque se quiere mendigar. 

. La mendicidad constituye una empresa o negocio para los que, 
pudiendo vivir de otros medios lícitos, lo hacen a costa de la men- 
dicidad ajena; en estos casos, que deben ser discriminados con la 
misma acuciosidad antes recomendada, puede suceder que no sólo 
deba ser considerado como maleante el empresario, sino aquel que 
por cuenta de este mendigue si cayera dentro de la calificación de 
profesional y no estuviera obligado, por lo menos moralmente, a 
obedecer a aquél ni hubiese sido determinado por coacciones o ame- 
nazas. 

La explotación de menores de edad, enfermos mentales o lisia. 
dos, ya se realice dedic5indoles a la mendicidad o de cualquier otro 
modo, da siempre al que lo realiza el carácter de maleante. 

5 . O  Prohibe nuestro Derecho los juegos de suerte o azar, esto 
es, aquellos c<cuyo resultado no depende de la habilidad o destreza 



d e  los jugadores, sino exclusivamente del acaso. y los de envite, 
«en que se  apuesta dinero sobre lances determinados$ (sentencia 
del Tribunal Supremo de Febrero de 1COI); pero la prohibición 
-comprende estos juegos Únicamente cuando media interés, es  decir, 
cuando se realizan con fines de lucro, sólo entonces se convierten 
en ilícitos, tanto en si mismos, porque s e  confían a las veleidades 
de la fortuna, adqtiisiciones económicas que deben ser Únicamente 
fruto de la actividad laboriosa, como en sus efectos, porque dismi- 
nuyen la voluntad y la capacidad para el trabalo útil, despiertan 
.desordenados deseos de súbita qanancia, ofrecen ocasión a los frau. 
des y expoliaciones y son frecuentemente causa de lamentables rui. 
nas familiares, de rillas, de suicidios y de toda clase de delitos. 
Cuando en el juego de azar o de envite media el interés, nada im- 
porta que a él se asocien otros fines concurrentes (diversión, bene. 
ficencia, etc.); pero no todo provecho que pueda dimanar del juego 
constituye interés o lucro, porque el juego requiere ordinariamente 
por s i  mismo, aun tomado como diversión o pasatiempo, la esperanza 
de algún provecho que lo haga interesante y agradable, y son po. 
.quisimos los juegos cuyo aliciente consiste en satisfacciones pura- 
mente intelectuales; así es que, cuando el provecho económico que 
en el juego se  disputa es  tan exiguo que, en conjunto, carece de 
.relevancia juridica, en relación con las circunstancias todas de quie- 
nes en él participen, debe estimarse que se trata de mero recreo o 
pasatiempo sin caracteres de ilicitud. 

Pero el núm. 5." del art. 2.' de la ley de 4 de Agosto de 1933 no 
-considera como maleantes a todos los qve toman parte en juegos 
prohibidos, sino solamente a los que exploten esta clase d e  juegos 
o, a sabiendas, cooperen a la explotación. 

D e  modo que el precepto legal ha de aplicarse solamente a quie- 
nes sostengan la partida de juego en interés propio, distinto en todo 
.o en parte del de los simples jugadores y con lucro total o parcial- 
mente seguro, asi como a quienes, ya por una participación en los 
beneficios, ya por una retribución fija, auxilien a sabiendas, directa 
o indirectamente, al explotador. 

6 . O  No hay necesidad de aclarar los conceptos de ebrios y fo- 
xicdrnanos que la ley emplea, porque su  significado es  de una pre- 
cisi6n intachable, y tampoco he de referirme, porque son de todos 
conocidos, a los daños sociales que de la embriaguez y del uso in- 
necesario de drogas tóxicas se  derivan. 

Mas no todos los ebrios y toxicómanos, sino sólo los habitua- 
e s ,  quiere la 1 :y que sean sometidos a medidas de seguridad; y esa 
habitualidad que el precepto requiere si que debe ser objeto de bre- 



ves observaciones. No es fácil establecer teóricamente de una ma- 
nera exacta los precisos confines de la habitualidad; desde luego no 
basta que una persona se embriague o ingiera drogas tóxicas repe- 
tidas veces, aunque sea en breve lapso de tiempo, porque esta re- 
petición puede obedecer a una eyentualidad y no a un hábito; para 
que éste exista se  requiere algo más: una persistencia en el vicio, 
fuertemente enraizado en la vida individual y continuamente (aun- 
que con intervalos más o menos regulares y más o menos cortos) 
practicado. Importa, además, no confundir la ebriedad habitual con 
el alcoholismo crónico, enfermedad general de manifestaciones va- 
rias (desde el simple agotamiento del organismo hasta las mas gra- 
ves alteraciones psicofísicas), que puede ser objeto de la embriaguez 
habitual y coexistir con ella, pero que puede también haberse adqui- 
rido por la ingestión del alcohol en cantidades y condiciones tales, 
que no hayan producido crisis alguna de ebriedad. 

7." Tan sólo hay que advertir respecto de este número que las 
actividades dañosas para la colectividad, a que el mismo se refiere, 
han de ejercitarse, para motivar la aplicación de las medidas de se- 
guridad, de modo reiterado, y no episódico o aislado. 

10. En este número, el art. 2." de la ley consigna qu6 hechos 
deben estimarse como manifestaciones de conducta reveladora de 
inclinación al delito; el último a que se refiere, esto es, la comisión 
reiterada y frecuente de contravenciones penales, es perfectamente 
inequívoco. y su aplicación no es previsible que ofrezca ocasiones a 
la duda ni al error; mas no sucede así respecto de los demás, para 
cuya ponderada apreciación habrá de examinarse siempre con el 
mayor cuidado si concurre algún motivo (parentesco, prestación de 
servicios lícitos, necesidad extrema u otros análogos) que pueda 
justificar el trato asiduo con delincuentes y maleantes, la frecuenta. 
ción de los lugares donde éstos se reúnen habitualmente o la concu- 
rrencia habitual a casas de juegos prohibidos. 

12 de Marzo de 1934. 

Memoria. 



Cumplimiento del art. 192 de  la ley Municipal. 

Telegrama oficial.-El Fiscal general de la Rep~blica a Fiscales 
de todas las Audiencias territoriales, incluso Madrid, y Fiscales 
Audiencias provinciales. 

Excito celo V. 1. para que, cuando se dicte auto de) procesa- 
miento por algún Juez contra Alcaldes o (lanceja1.e~~ pi'EiííeSe 
cumpla puntualmente lo dispuesto en el último párrafo del art. 192 
de la ley Municipal de 1877. 

26 de Marzo de 1934. 



Concepto :del delito militar a los efectos de la competencia --- 
de los Tribunales especiales de la Marina deguerra. 

El Decreto de 11 de Mayo de 1931, ratificado con carácter de 
ley por la de 15 de Agosto siguiente, limitó a los delitos esencial- 
mente militares, por razón de la  materia, la competencia de la 
jurisdicción especial de Marina, desapareciendo la basada en la ca-  
lidad de la persona o el lugar de la ejecución. sin perjuicio de que 
siguiera conociendo de los delitos y faltas relacionadoscon el tráfi - 
co marítimo. 

La ley de 14 de Octubre de 1931, al ratificar, con algunas mo- 
dificaciones, el Decreto de 9 de Junio anterior, estableció en su ar- 
ticulo 2.' que la jurisdicción de Marina sólo conoceria de los de- 
litos previstos en el Código penal de la Marina de guerra y de 
los delitos y faltas de abordaje, naufragio y demás previstos en la 
ley penal de la Marina mercante. 

El art. 95 de la Constitución de la Repúhlica española de 9 de 
Diciembre de 1931 ordenó, en su párrafo 2.O, que el Bmbito de la ju- 
risdicción penal militar quedase reducido a los delitos militares, a 
los servicios de armas y a la disciplina de todos los Institutos 
armados. 

Unajnterpretación demasiado estricta del concepto del delito 
militar ha sido causa de que las disposiciones que, por su orden cro- 
nológico, quedan reseñadas, y cuya finalidad es marcar a la juris- 
dicción castrense un circulo de actividad más restringido que el que 
la fijaba la legislación anterior a la República, s e  hayan desnaturali- 
zado conduciendo, tal vez por natural reacción contra las injustifi- 
cadas amplitudes pasadas, a sustraer a los Tribunales de la Armada 
el conocimiento de asuntos que, dando a aquel concepto su legítima 
extensión y teniendo en cuenta las primordiales exigencias de la 
disciplina, les corresponde de modo indudable. Tal viene sucedien- 
do, por ejemplo, con los robos, hurtos, fraudes, etc., cometidos en 
los buques de la Marina militar, en los arsenales y demás estableci- 
mienlos de la Armada por individuos de la marineria o personal de 
los Cuerpos permanentes. 



Del delito militar por razbn de la materia hallamos en las leyes 
penales de la Marina de guerra dos distintos conceptos: uno restrin- 
gido, otro amplio. 

El primero es el que establece el art. 3.' del Cbdigo penal de la 
Marina de guerra (como consecuencia de la divisibn que en el ar- 
ticulo anterior se hace de las infracciones definidas por dicho Có- 
digo en militares, profesionales y comunes), al decir: ael delito 
o falta es militar cuando la acción u omisión afecta directa- 
mente a la disciplina o viole algún deber exclusioamenfe mi- 
l i t a r ~ .  

El segundo concepto, más amplio, es el consignado en el art. 6 . O  
de  la ley de Organización y atribuciones de los Tribunales de Mas 
rina al estatuir (despues de disponer que los individuos de marineria 
y tropa pertenecientes a las clases de ainscrito disponiblex o are- 
servas., s in  goce de haber, quedarán solamente sujetos a la juris- 
dicción de Marina por delitos militares); use entenderá para este 
concepto que son delitos militares todos los que se hallen 
comprendidos en el Código penal de la Marina de guerra,. 

{Cuál de estos dos conceptos es el que han tenido presente las 
disposiciones antes referidas, reguladoras de la competencia de la 
jurisdicción de Marina? 

Por lo que se refiere a la ley de 14 de Octubre de 1931, la duda 
no puede ni siquiera plantearse; como antes se dijo, su art. 2.' (y 
téngase presente que el precepto en él contenido se adicionó a los 
del Decreto de 9 de Junio anterior al dar a éstos carácter de ley), 
dice terminantemente que la jurisdicción de Marina sólo conocerá de 
los delifos preoisfos en el Cddigo penal de la Marina de gue- 
rra (sin que, por consiguiente, excluya ninguno, ni los por dicho 
Código denominados profesionales, ni los por él mismo llamados co- 
munes). Y si no hay cuestión respecto de la ley de 14 de Octubre 
de 1931, es claro que no puede tampoco suscitarse respecto de la 
,de 18 de Agosto del mismo año, que ratificó el Decreto de 11 de 
Mayo anterior, porque, aun concediendo que la frase delitos esen- 
cialmente militares por razón de la materia que en dicha dispo- 
sición se emplea quisiera significar delitos militares en el sentido 
restringido del art. 3.' del Código penal de la Marina de guerra, y 
no-como nosotros creemos -delitos militares, en el amplio concep- 
to objetivo, contraponiéndolos a delitos militares subjetivos y loca- 
les, siempre llegaríamos a la conclusión de que, siendo la ley de 14 
de Octubre posterior a la de Id de Agosto y regulando ambas la 
misma materia, aquélla es virtualmente denegatoria de ésta en lo 
que  ambas se hallen discordes, y auténticamente interpretativa o 



explicativa en lo que la de fecha anterior tenga de dudoso o de im- 
pllcito y la posterior de indubitada y explícita. 

Y nos queda por examinar el párrafo 2.' del art. 95 de la Cons- 
titución, que, siendo de fecha posterior y teniendo rango legislativo 
superior al de aquellas otras disposiciones, ha de aplicarse con pre- 
ferencia a las mismas. Que también la Constitución acepta el con- 
cepto amplio de delito militar, se infiere de los siguientes argumen- 
tos: 1 ." En el proyecto de la Comisión quedaba reducida la juris- 
dicción penal militar a los seruicios de armas y a la disciplina 
de todos los Institutos armados, es decir, al concepto de delito 
militar, en el sentido restringido que lo define el art. 3 . O  del Código 
penal de la Marina de guerra; merced a la intervención de algunos 
Diputados, que entendieron demasiado estrecho ese concepto, se 
adicionó (poniéndolo en primer lugar) la frase delitos militares; 
de modo que no se emplea ésta en el sentido restringido que le con- 
vertiria en una mera repetición del concepto aservicio de armas y 
disciplina de los Institutos armados. (es decir, delitos que uafectan 
directamente a la disciplina o viola algún deber exclusivamente mi- 
l i tar~),  sino que la voluntad de los legisladores fué dar a aquella 
frase una mayor amplitud, que no puede ser otra que la de com- 
prender todos los delitos definidos en los Códigos de Justicia mili- 
tar y penal de la Marina de guerra. 2.O Que en tal amplio sentido 
se empleó en la Constitución la frase delitos militares, resulta de 
interpretación autentica dada por las mismas Cortes Constituyentes 
en la ley de 27 de Agosto de 1932, posterior, por tanto, a la Cons- 
titución, ley que, al modificar, en parte, el núm. 7.' del art. 7.Odel 
Código de Justicia militar, viene a reconocer que dicho articulo 
quedó vigente en su integridad después de promulgada la Constitu- 
ción, y que continúa vigente en todo lo que dicha ley no lo modifi- 
có, y el mencionado articulo sabido es que no se contiene dentro de 
los limites del concepto estricto del delito militar, sin que responda 
al concepto amplio de éste. 

Mas aun prescindiendo de todo lo dicho y concediendo hipotéti- 
camente que todas las disposiciones de que hemos venido ocupán- 
donos se refieren al concepto estricto del delito militar, no por eso 
resulta menos cierto que el hurto, el robo, la malversación, las fal. 
sedades, etc., cuando se cometen a bordo o en estableciinientos de 
la Marina de guerra, deben ser sometidos a la jurisdicción especial 
de ésta, porque no puede sin error afirmarse que no afectan direc- 
tamente a la disciplina ni al servicio de las armas hechos que reve- 
lan un relajamiento de costumbres incompatible con la seguridad de 
la convivencia militar en los buques o en los demás lugares del ser- 



vicio y peligroso para la conservacidn y la integridad de los objetos 
a 6sta destinados. La atribución de estos hechos a la iurisdiccidn 
ordinaria, con su casi siempre inevitable secuela de desembarcar a 
los culpables y tal vez a los testigos y peritos, implicarian ademas 
una perturbación que la ley no pudo querer en los servicios de la 
Marina de guerra y significaria un extraño contraste con el conoci- 
miento asignado a la jurisdicción especial de hechos anelogos a los 
referidos que se cometan en buques de la Marina mercante. 

Requiero, pues, el celo de los Fiscales de las Audiencias y del 
de  la jurisdicci6n de Marina para que planteen y sostengan las cues- 
tiones de competencia en la forma que en cada caso sea procedente, 
con objeto de procurar que la jurisdicción especial conozca de todos 
los hechos constitutivos de delitos definidos en el Código penal de 
la Marina de guerra. 

10 de Abril de 1934. 



Telegrama oficial.-El Fiscal general de la República a los Fis. 
cales de todas las Audiencias. 

Cuando se trate de delitos complejos a que se refiere art. 75 
Código penal, de los cuales uno este comprendido en ley Amnistia 
y otro no, se aplicará dicha ley solamente al que resulte previsto en 
alguno de los números de la ley, y si en tales casos si hubiese dic- 
tado sentencia, la pena unitaria impuesta, formada del modo preve- 
nido, párrafo 2.', art. 75, se descompondrá en resolución en que se  
aplique amnistla al otro delito, quedando subsistente la correspon- 
diente a delito no amnistiado, lo cual no implica, como erróneamente 
ha creído alguien, necesidad nuevo fallo, sino resolver acerca eje- 
cución, dedicado en los términos que lo hace necesario aplicación 
ley Amnistk. 

Esta es la doctrina establecida a instancia esta Fiscalia por Sala 
segunda Tribunal Supremo. Proceda V. I., pues, conforme a estas 
instrucciones, interponiendo correspondiente recurso si la Sala no 
resolviese conforme a sus peticiones. 

Ordene también V. 1. a Fiscales municipales promuevan aplica- 
ción amnistla a hechos comprendidos núm. 1.O,  apartado A), y a los 
constitutivos de faltas, que consisten en degradación o atenuación 
de otras figuras delictivas comprendidas en ley Amnistia, como su- 
cede con faltas desobediencia Autoridad y ofensas a sus Agentes. 

30 de Abril de 1934. 



durante la recoleccibn. 

Habiéndose declarado servicio público nacional la recolección de 
la cosecha pendiente, y prohibido, conforme al núm. 10 del art. 28 
de la ley de Orden público, todos los paros o huelgas que afecten a 
las labores de la recolección, es deber del Ministerio fiscal ejercitar 
con especial celo sus funciones cuando se realicen actos dirigidcs a 
conseguir la cesación de los mencionados trabajos agrlcolas, pues 
tales actos, ya sean imputables a los patronos, ya a los obreros, 
pueden ser constitutivos, según el modo de su realización, ya del 
delito de sedicibn, que define el art. 245 del Código penal, ya del 
delito de atentado a que se refiere el núm. 1.' del art. %8 del mis- 
mo Código, sin perjuicio de otros que puedan ejecutarse en cone- 
xión con aquellos hechos. 

Deben, por tanto, los Fiscales promover, cuando de oficio no se 
haya hecho, la formación de los sumarios correspondientes, cuidan- 
do, por una inspeccibn realizada del modo más eficaz que sea posi- 
ble, de que el procedimiento tenga la rapidez que la ley de Orden 
público requiere, e instar de las Salas de gobierno los de las territo- 
riales, cuando el número o importancia o relación entre si de los di- 
versos hechos delictivos lo requieran, el nombramiento de Jueces 
especiales. 

Espero que todos los funcionarios del Ministerio fiscal pongan 
en el cumplimiento de estos deberes toda la inteligencia y laboriosi- 
dad que les caracteriza. 

30 de Mayo de 1934. 



Delitos de usura. L 
En la Orden del Ministerio de Justicia de 22 del mes próximo 

pasado se exponen de modo tan completo como sobrio las razones 
de interés social que han motivado las medidas legislativas encami- 
nadas a combatir la usura. No es, por consiguiente, necesario seña- 
lar la repugnancia universal que ésta inspira, los daños colectivos e 
individuales que produce ni la extraordinaria peligrosidad de los 
usureros que, frecuentemente, hallan la única garantia de pago en 
determinar a la víctima a la perpetración de delitos, especialmente 
el de falsedad documental. Tampoco es previsible que se presente 
dificultad alguna en la interpretación de los arts. 532 a 536 del Có- 
digo penal. De estos artículos, los 535 a 536 definen delitos consis- 
tentes en omisiones, que la ley declara punibles, para evitar que los 
préstamos garantizados con prendas, sueldos o salarios se d-snatu- 
ralicen, convirtiéndose en inicuas expoliaciones; son delitos d e  
aquellos que un penalista moderno ha denominado de mera sospe- 
cha, y los 532, 533 y 531 describen infracciones caracterizadas: la 
primera, por la habitualidad en la violación abierta y franca de los 
preceptos que prohiben la usura; la segunda, por la cancelación in- 
sidiosa, hipócrita, fraudulenta (en el sentido en que el Derecho ro- 
mano oponía el concepto de fraus al de dolus), aunque no sea ha- 
bitual, de los mismos preceptos; y la tercera, por el abuso de la in- 
experiencia o del elevado tono emocional que suelen impedir a los 
jóvenes el dominio sobre sus propias energías espirituales inhibi. 
torias. 

Por tanto, he de limitarme a recomendar a los funcionarios del 
Ministerio fiscal la mayor diligencia en el ejercicio de la acción pe- 
nal, dirigida a sancionar los hechos que puedan ser constitutivos d e  
alguno de los indicados delitos, teniendo en cuenta que las penas a 
ellos señaladas no son incompatibles (como no lo son nunca, en ge- 
neral, las sanciones disciplinarias o de otro orden con las penales), 
con las multas que los Tribunales civiles puedan imponer a tenor d e  
lo establecido en el art. 5.O de la ley de 23 de Julio de 1908. 

4 de Junio de 1934. 



Vigencia del art, 192 d e  la ley Municipal. 

El Decreto de 16 de Junio de 1931, al que di6 fuerza de ley la 
de 15 de Septiembre del mismo año, declaró subsistentes el capítii- 
lo VI del titulo V del libro 1, el capitulo 1, título VI del libro 1, y el 
libro 11 del Estatuto municipal, aprobado por Real decreto de 8 de 
Marzo de 1924, y restableció la vigencia de los títulos 1, 11, 111 y VI 
de  la ley Municipal de 2 de Octubre de 1 8 n ,  con excepción de los 
articulas referentes a las Juntas de Asociados y Alcaldes de barrio, 
quedando asimismo en suspenso los preceptos que conferian a los 
.Gobernadores y Diputaciones atribuciones jerárquicas o facultades 
de  ingerencia en los Ayuntamientos, salvo los arts. 179 y 182 y 
concordanfes y 189, que habian de continuar en vigor. 

Entre esos artículos concordantes con el 182 de la ley Munici. 
#pal, cuya vigencia restableció el Decreto mencionado, después ele- 
vado a ley, se  ha venido estimando comprendido por Jueces y Tri- 
.bunales el 192 de la misma ley Municipal, cuyo último párrafo impo- 
ne al Juez instructor la obligación de decretar la suspensión de los 
Concejales procesados cuando apareciesen motivos racionales para 
creer que han cometido delito que el Código penal castigue con sus- 
pensión de cargos o derechos políticos. Mas de esta doctrina, gene- 
ralmente aceptada, ha discrepado recientemente algún Tribunal, que 
ha entendido no poder estimarse el art. 192 de la ley Municipal como 
concordante con el 182, fundándose en que este articulo se  refiere 
a medidas administrativas y aquCl a medidas judiciales. Esta inter- 
pretación, que prácticamente conduce a la absurda consecuencia de 
.que los presuntos delincuentes continúen en el ejercicio de las fan- 
ciones que les proporcionaron medios, facilidades y coyunturas para 
cometer el delito, es, ademhs, teóricamente inaceptable, porque la 
concordancia de preceptos legales no implica igualdad de objeto, 
finalidad o alcance, sino que, según la significación gramatical usual 
y juridica del verbo concordar, equivale a nexo, concierto, ajuste, 
acuerdo o correspondencia entre disposiciones legales, y estas rela- 
ciones se  dan, evidentemente, entre el art. 182, que establece la 
suspensión gubernativa de Concejales como pena administrativa 
(cuyas condiciones, supuestos y efectos desarrolla en los arts. 190 



.a 191), y el art. 192, que señala los motivos, circunstancias y conse- 
cuencias de la suspensión judicial de los regidores como medida 
preventiva de indole procesal. 

Se halla, pues, vigente el art. 192 de la ley Municipal, y el Mi- 
nisterio público debe recurrir contra su no aplicación en cuantos 
.casos la excepcional manera de interpretación que queda impugnada 
s e  reproduzca. 

7 de Agosto de 1934. 



Aplicación del art. 71 de la ley de público en relacidn 
con el art. 5.' de la de 17 

Telegrama oficial.-Fiscal general República a Fiscales Audien- 
cias, incluso la de Madrid. 

Apartado a), art. 71 ley Orden público, debe entenderse y apli- 
carse en relación art. 5 . O ,  no derogado, de la ley de 17 de Enero 
de 1901, y,  por consiguiente, cuando procesados presos en causas 
competencia Tribunales urgencia, al formularse acusación o después 
de formulada en la causa, resultase haber estado en prisión preven- 
tiva un tiempo igual o mayor que la pena más grave solicitada, 
debe V. E. solicitar del Tribunal, por resolución especial, la liber- 
tad, si no estuvieren reducidos a prisión por otro motivo, sin perjui- 
cio de continuar procedimiento de urgencia, y, si señalado el juicio. 
no compareciesen, sin causa justificada, vuelva a decretarse la pri- 
sión. 

13 de Agosto de 1934. 



A P E N D I C E  C U A R T O  

Instrucciones especiales dadas a los Fiscales 
de las Audiencias u a los de los Tribunales 

Contencioso-administrativos 



El art. 64 de  la ley de  rden público. e 
Habiendo consultado el Fiscal de una Audiencia si debían consi- 

derarse como delitos contra el orden público y, por tanto, de la com- 
petencia del Tribunal de urgencia, no sólo los comprendidos en 
el art. 64 de la ley de Orden público, sino también los delitos reali- 
zados con ocasión de los actos a que hace referencia el art. 2.O de 
dicha ley, se evacuó telegráficamente la consulta en los tkrminos 
siguientes y con fecha 20 de Diciembre de 1933: 

«Articulo 64 ley Orden público no enumera taxativamente deli- 
tos contra orden público y, por tanto, hay que estimar como tales 
cuantos Iiechos constitutivos de delito afecten a aquél, según el ar- 
ticulo 2.O de la misma ley.> 

Sobre aplicación de la ley delvagos. 
L 

En el núm. 3 . O  del art. 2.O de la ley de Vagos y Maleantes de 4 
de Agosto de 1933, se hal!an indudablemente comprendidos aquellos 
individuos que, aun ejerciendo alguna profesión o algún oficio, o. 
poseyendo bienes o rentas, disfrutan ingresos económicos notoria- 
mente superiores a los rendimientos que aquellos medios pueden 
racionalmente proporcionarles y cuya legitima procedencia no pue- 
den demostrar. 

Ha llegado a mi conocimiento que, fundiindose en la considera- 
ción expuesta, se han formulado por ..... denuncias al Juzgado para 
la aplicación de la ley citada contra individuos que, sin tener coloco- 
ción ni ejecutar trabajos licitos, desenvuelven con esplendidez su 
vida económica, debiendo, según parece (aunque no se les hayas 
podido probar concretamente su culpabilidad en hechos de contra- 
bando), sus ingresos a la ilicita actividad contrabandista que escan- 
dalosamente se desarrolla en aquella población. 

Mas sea esta u otra la fuente de sus ingresos, no cabe duda de 
que, si no justifican la legitimidad del origen de esos medios econó- 
micos, cuya procedencia licita no sea notoria y evidente, habra que 
considerar a tales individuos como comprendidos en el precepto. 
legal antes citado. 



Encomiendo, por tanto, a V. 1. que su intervención y la de sus 
auxiliares y subordinados en los procedimientos que tengan su ori - 
gen en la expresada ley, se ajusten a las anteriores indicaciones, 
debiendo interponer los recursos oportunos cuando las resoluciones 
judiciales no esten conformes con lo que los funcionarios fiscales, 
siguiendo dichas instrucciones, soliciten. 

G de Junio de 1934. 



Aplicacidn del.núm. 9 . O  del apartado A, articulo-único, de la ley 
de  Fmnistia. 
L 

Para resolver la consulta que con fecha 27 de Abril pr6ximo 
pasado hizo V. 1. a esta Fiscalia acerca de si pueden considerarse 
incluidas en la amnistía las causas incoadas con motivo del movi- 
miento revolucionario de Diciembre Último, hay que partir no s61o 
de la calificación (puesto que el núm. 9.O del apartado A de la ley 
expresa que no obsta que se hubiesen estimado los hechos como 
constitutivos de sedición), sino tener también en cuenta los hechos 
que en la sentencia se declaran probados; y como de los anteceden- 
tes que V. 1. consigna en su comunicación no aparece que en los 
Resultandos en que la declaraci6n de hechos probados se hace ni en 
otras afirmaciones de las respectivas sentencias, se establezca por 
la Sala que los sucesos dimanaran de conflictos de trabajo o de paros 
o huelgas originados en motivos económicos, no es de estimar apli- 
cable a dichos casos el mencionado núm. 9.' del apartado A. Claro 
es que, en el supuesto de que las sentencias contengan afirmaciones 
acerca de que los sucesos tuvieron el origen indicado (lo cual no 
consta en la comunicación de V. I.), la solución adecuada serla la 
contraria a la que se indica en el pirrafo anterior de este oficio. 

6 de Junio de 1934. 

Memoria. 



Art. 820 de  la ley de  Enjaiciamlento criminal. L 
La consulta que V. E., movido de su reconocido celo, se sirve 

hacer a esta Fiscalfa acerca de la aplicación del art. 820 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, no puede, en realidad, contestarse en 
los términos de generalidad en que se formula, sino glosando tam- 
bien de modo general el precepto contenido en dicho articulo. 

Congruentemente con el sistema probatorio de libre conviccidn 
del juzgador que sigue la ley de Enjuiciamiento criminal, según el 
que la confesidn carece de decisiva eficacia (art. 406), permite 
el art. 820 que, no obstante, la hecha por una persona de ser autor 
real de la publicación delictiva, deje de procesfirsela cuando haya 
indicios bastantes para creer que lo confesado no est$ de acuerdo 
con lo realizado. Hay, pues, que atender a las circunstancias y a la 
indole de los medios comprobatorios que la investigación sumaria1 
proporcione en cada caso concreto, y cuando de ellos resulten ele. 
mentos indiciarios suficientes para formar la convicción de la inexac- 
titud de la autoria confesada como real, debe prescindirse de la con. 
fesión y proceder contra el que por otros medios de prueba se con. 
sidere como autor real o, en su defecto, contra el responsable sub- 
sidiario. 

Le saludo atentamente. 
6 de Agosto de 1934. 



El ert. 43 de  la Constitución, el 21 de la ley de  Divorcio L 
y el 168 del Código civil. 

L 
Dando respuesta a la consulta que hace V. E., referente a pleito 

sobre nulidad de la constitución del Consejo de familia y tutela de 
menores, hijas de madre viuda que ha contraida segundas nupcias, 
por estimar que, no obstante su matrimonio, conserva ella la patria 
potestad al amparo del art. 43 de la Constitución, he de manifestar. 
le lo siguiente: 

Que son perfectamente aceptables, por su rigor tkcnico y legal, 
las consideraciones que V. E. expone en su consulta, no siéndolo, 
salvo todos los debidos y guardados respetos, los que se alegan en 
la Orden de 4 de Noviembre de 1933 por el Sr. Ministro de Justi- 
cia, en consulta elevada por un Notario de Madrid, que, además, en. 
nada obliga a los Tribunales en su función de intérpretes del De- 
recho. 

Es evidente que las disposiciones programáticas de una futiire 
legislación civil, que esbozan los preceptos constitucionales, nece- 
sitan que en leyes sucesivas se desenvuelvan y enuncien de modo. 
especffico y concreto. 

Sin que pueda, en buenas normas juridicas, estimarse que, en 
cuanto a la patria potestad de las viudas, la ley est4 dictada en la. 
de 2 de Marzo de 1932 y su art. 21. No cabe de los términos de tal! 
precepto deducir un paralelismo entre estas situaciones y !a de viit- 
dedad, porque la de viudedad crea para el viudo y los hijos una si- 
tuación definitiva e irremediable que, por el contrario, en el divor- 
cio es o puede ser transitoria, porque asf lo expresa el art. 18 aZ' 
consentir la variación del regimen establecido en interds de la salud, 
la educación o la administración de los bienes de los hijos-el 19-, 
al preceptuar que el cónyuge, privado de la patria potestad, a la, 
muerte del otro cónyuge la recobrará, salvo casos excepcionales- 
-el 21 -, al decir que el nuevo matrimonio no será por si solo cau- 
sa para modificar la situación establecida al respecto de la prole del 
anterior, lo que indica que puede serlo si ello cede en alguno de los 
graves motivos a que alude el art. 18, y, por último, como argu- 
mmto el más positivo y convincente el que se deduce de los articu- 
los 26 y 27, porque el primero reconoce la posibilidad del nueve 



matrimonic de los cónyuges divorciados entre sí, cosa fisicamente 
imposible en la viudedad, y el segundo, que no autoriza por divor. 
cio a ejercitar los derechos estipulados en el supuesto de la muerte 
de uno de ellos, es decir, que no puede presumirse en el divorcio la 
situación de viudedad ni ejercitarse los derechos que de ella dima- 
aaren. 

Lo dicho patentiza que la ley de Divorcio no ha derogado el ar- 
ticulo 108 del Código civil, mfis bien le ratifica y confirma al dejar 
vivo el derecho del padre culpable al amparo de una jurisdicción 
vigilante y perenne para velar por los hijos sometidos a la patria 
potestad de su ex consorte, y no otra cosa significa esa .medida 
preventiva del art. 168 para quien, por desaparecer del mundo, no 
puede en cada momento ejercitar derechos de vigilancia y garantía 
sobre sus hijos, establecida hoy respecto a la patria potestad de las 
mujeres, pero que pudiera acaso, al desenvolver la ley civil el ar- 
tículo 43 de la Constitución, hacer extensivo al marido al igualar los 
sexos, ya que el presunto temor de que las segundas nupcias en la 
mujer influyan en ésta contra los hijos del primer matrimonio, puede 
producir el mismo efecto en el marido influido por su segunda espo- 
sa,  dada la igualdad legal de facultades y derechos en ambos sexos. 

En el caso de la consulta ministerial se trataba de la emancipa- 
ción del hijo por la madre, que no habla cesado en la patria potestad 
porque no se había provisto a aquél del organismo tutelar; en este 
que V. E. expone, por el contrario, se ha cumplido con lo precep- 
tuade en la ley, el organismo tutelar existe, y la madre, desde sus 
segundas nupcias, no ejerce la patria potestad, situacibn que debe 
.perdurar por atemperarse a la ley civil vigente, de inexcusable cum- 
plimiento, en tanto los enunciados constitucionales no se traduzcan 
mi desenvuelvan en las oportunas leyes positivas. 

7 de Mayo de 1934. 



-No deben hacerse anominatim~ imputaciones delictivas a los 
procesados declarados en rebeldia antes del trámite de cali- 
ficación en el escrito en que esta s e  haga respecto de los pro- 
cesados presentes.-Requisitos del delito de ~ a l v e r s a c i ó o  
del art. 400 del Código penal. -La responsabilidad civil e n  
los casos en que un delito culposo ha dado ocasibn a que, po r  
agente distinto, s e  perpetre un delito doloso.-Aplicación 
del núm. 21 del apartado A del articulo único de la ley d e  
Amnistía. 

En 17 de Julio último se recibió en esta Fiscalia su comunica- 
ción, fecha 14 del mismo mes, a la que acompañaba el proyecto de  
calificación provisional de la causa instruida por irregularidades de- 
lictivas en el funcionamiento de ... . y la certificación del acta de la  
Junta celebrada por esa Fiscalía en 13 del repetido mes, en la que 
se habian manifestado opiniones diversas acerca de algunos extre- 
mos relativos a la conceptuación jurídica y consecuencias en orden 
a la responsabilidad civil de algunos de los hechos consignados en  
el referido escrito de calificación en proyecto. 

Estudiado éste y el contenido del acta, me propongo en la pre. 
sente comunicación: 1.O Hacer a V. E. algunas observaciones a la 
calificación proyectada; 2 . O  Decidir la discrepancia de opiniones 
surgida en la Junta; y 3.' Resolver la consulta que se hizo por esa 
Fiscalía (y para el cual fin pedi el proyecto de calificación) acerca 
de la aplicación de la amnistfa a los procesados por razón de la ex- 
presada causa. 

1 ."-Observaciones a la redacción del escrito. 

En los pdrrafos que preceden al apartado A de la conclusión 1 .' 
se consignan apreciaciones y coinentarios que no parecen encajar 
muy bien en el relato objetivo de hechos que debe constituir el con- 
tenido de aquélla. 

Sobra, pues, en mi concepto, cuanto no sea referir la constitu- 
ción de ....., decir que, para evitar la tramitación complicada que es- 
tablece la ley de Expropiación forzosa, se di6 la instrucción de 23 



d e  Marzo de 1928, explicar el contenido de su art. o.", la organiza- 
ción del servicio de expropiaciones y la disposición del art. 11, y 
decir que, para investigar la actuación y marcha de ... . ., se instruye- 
ron expediente y después sumario, de los que, con relación a las 
.expropiaciones de ....., aparecen realizados los hechos que se ex- 
iponen seguidamente en el proyecto. 

( En los relatos consignados en-los apartados A y B, se nombra 
\?recuentemente, atribuyéndoles la comisión de hechos delictivos, a 

los procesados rebeldes D. ..... y D. ..... Supongo que esto se ha he- 
cho en el proyecto al solo efecto de que yo pudiese enterarme de la 
actuación de cada procesado, puesto que me consta que ni V. E. ni 
sus auxiliares en esa Fiscalía son capaces de olvidar que, suspendi- 
do en cuanto a los procesados rebeldes el procedimiento antes del 
trámite de calificación, no es legalmente posible atribuirles en ésta 
nominatim hecho alguno delictivo#pero como de no hacer la obser- 
vación pudiera darse el caso, aunque no probable, posible (dado el 
trabajo que pesa sobre esa Fiscalia, sobre todo en época en que vaca 
.la mitad de su persoaal), de que, aprobado el proyecto, sin reserva 
por mi, se mandase copiar, sin advertir aquella circunstancia, me 
permito hacer presente que los nombres deben ser sustituidos por 
las locuciones acierta persona procesada y en rebeldia~ u aotro pro- 
cesado rebelde>. Por el mismo motivo hago también notar que ha- 
brán de señalarse concreta y determinadamente las penas y las in- 
demnizaciones que deban pronunciarse contra los acusados pre- 
sentes. 

Por último, dada la relación de hechos, no parece que sean do- 
losas, sino culposas, las falsedades realizadas por los proce- 
sados ..... 

No se consigna con la suficiente claridad si ..... obró en el visa- 
do de pagos culposa o dolosamente, aunque, por lo que después se 
relata respecto del mismo, parece esto último, ni se puntualizan y 
concretan los otros pagos que visó, además de los de ....., lo cual 
es de importancia, a los efectos de determinar la responsabilidad 
civil. 

2.0-Discrepancias respecto de la cafificacidn legal de los 
hechos y de la responsabilidad civil. 

A) En cuanto a la calificación legal, la divergencia de opinio- 
nes consiste en que ..... estiman que los hechos realizados por ..... 
con descuido o negligencia inexcusables, son delitos de imprudencia 



temeraria que, si mediase malicia, constituirlan delitos de falsedad, 
mientras ..... entienden que aquellos hechos integran el delito del 
articulo 400 del Código penal. 

El concepto de la malversación propiamente dicha (a diferen- 
cia de la malversación impropia que define el art. 404) consiste en 
la sustraccidn realizada o consentida intencionadamente, u 
ocasionada por culpa inexcusable, o en la distracción dolosa 
hecha por un funcionario priblico de los caudales o efectos pri. 
blicos que tuviere a su cargo por razón de sus funciones. Es, 
pues, elemento esencial de todas las modalidades de la malversa- 
ción propia, que el funcionario, sujeto activo del delito, tenga a su 
cargo, por razón de su oficio, los caudales o efectos públicos sus- 
fraidos (es decir, indebidamente apropiados) o distraidos (esto es, 
invertidos en fines píiblicos o privados, distintos del público a que 
se  hallaban destinados). >i 

¿Que ha de entenderse por tener a su cargo? 
En este concepto caben desde la custodia inmediata, la vigilan- 

cia directa y el cuidado de conservación de los caudales o efectos 
públicos, hasta la alta inspección, pasando Oor las facultades de ad- 
ministración y de disposición (ordenación de pagos, etc.). Implica, 
por tanto, tal concepto, o bien la posesión material e inmediata de 
los efectos públicos, o bien un poder juridico dilecto (positivo o 
negativo, es decir, de hacer o de impedir que se haga, exclusivo o 
compartido, ejercitable personalmente o por mediacidn de 
otros) sobre dichos efectos públicos. 

Pues bien: si al concepto tener a su cargo ha de darse el conte- 
nido y significación explicados, parece indiscutible que no puede ser 
aplicable a los procesados ..... en relación con los fondos de .....; no 
tenian la posesión material e inmediata de ellos para fines de custo- 
dia, vigilancia directa, administraci6n o conservación de los mismos, 
ni las facultades de ordenar o intervenir los pagos que hnbieran de 
hacerse con ellos, ni la misión de inspeccionar su inversión, y el que 
la valoración de las fincas expropiables fuese un requisito previo 
para la inversión del dinero de ..... en satisfacer el precio de aqué- 
llas no les daba poder jurldico alguno directo positivo o negativo, 
exclusivo o compartido, mediato ni inmediato sobre los cauda- 
les de ..... 

No es posible, por tanto, estimar que el hecho constituye el 
delito de malversación culposa que define el art. 400 del Código 
penal. 

Es, por el contrario, procedente calificarlo de falsedad cometida 
por imprudencia temeraria. Aunque conforme a los principios juri- 



d i ~ o . ~ e n a l e s  sea m8s que discutible la aceptación de la forma cul- 
posa en el delito de falsedad, es  lo cierto que una constante doctrina 
de la Sala 2." del Tribunal Supremo viene admitiéndola; g es diflcik 
Que s e  presente caso en que se  hallen más patentes los caracteres 
que a la falsedad cometida por imprudencia asigna nuestra jurispru- 
dencia, puesto que, según la conclusión primera, ..... no conocían si 
la valorización que habia de consignarse en las hojas que firmaron 
en blanco, seria o no la verdadera, ni los ..... sabian si el contenido 
de las escrituras respondta o no a la fealidad. 

B) El segundo motivo de divergencia exteriorizado en la junta 
de Fiscales consiste en que ..... opinaron que la responsabilidad civil 
no alcanzaba a los que cometieron las falsedades por imprudencia, 
puesto que los perjuicios económicos que la ..... sufrió no fueron 
efecto de aquella actividad culposa, sino de los que se aprovecharon 
de ella cometiendo dolosamente delitos que produjeron directa e 
inmediatamente dichos perjuicios; y en cambio, sostuvieron opinión 
contraria a Csta ....., fundendose en que existe nexo de causalidad 
entre la imprudencia y el perjuicio económico por cuanto la solida- 
ridad criminal existe aún con distintos matices y tanto en el concep- 
to civil como en el penal, el que por acción u omisión causa un dafio 
a otro se  halla obligado a reparar el daño causado, no siendo posible 
desconectar los delitos culposos de los dolosos atendiendo al resul- 
tado que, en fin de cuentas, ha sido el perjuicio cuantioso sufrido 
por la ....., porque sin la imprudencia de los unos no hubiese sido 
posible el delito voluntario de los otros, y, además, es doctrina gene- 
ral de los delitos culposos que la falta de previsión o negligencia 
atribu[da al agente haya producido una lesión o daño juridico, per- 
fectamente valuable, hasta tal punto, que, sin este daño, la impru- 
dencia tendría únicamente sanción administrativa pero no penal, por 
no existir persona lesionada o dañada a quien indemnizar. 

Sin vacilacidn posible, esta Fiscalia opta por la primera de estas 
opiniones y entiende que los razonamientos en que se  apoya la se- 
gunda adolecen de confusión y de inexactitud. 

La relacidn de causalidad material entre una acción u omisión y 
un resultado queda siempre interrumpida por el acto libre y doloso 
del autor inmediato, no determinado por el primer agente, aunque 
la actuacidn de Cste haya ofrecido la ocasión, salvo en el caso de  
que la perpetración del delito doloso posterior estC prevista y con- 
templada, ya como elemento constitutivo, ya como condición de  
punibilidad en la definicion legal de un delito culposo determinado, 
como sucede, por ejemplo, en la del art. 400 del Código penal. 

Pero, además, no puede admitirse esa solidaridad de que s e  



habla entre actos dolosos y culposos que contribuyen a producir un 
resultado; la naturaleza dolosa de la participación rechaza la posibi- 
lidad de que puede apreciarse participación culposa en un resultado 
dolosamente producido: en estos casos no hay colaboración cons- 
ciente, sino actos principales conexos, delitos cada cual con su 
propia individualidad, de los cuales el uno (culposo) ha servido de 
ocasión para que se perpetre el otro (doloso), que es el que única- 
mente se halla en relación de causa a efecto con el resultado. 

Por último, es cierto que para que exista delito por imprudencia 
ha de producirse una lesión o daño juridico; pero no lo es que este 
daño haya de ser siempre material, valuable, sino que basta con 
que sufra deterioro o menoscabo el interés público juridicamente 
protegido por la incriminación de que se trate; y como por la mu- 
danza e imitación de la verdad realizada en documento público por 
alguno de los medios que la ley penal enumera, queda menoscabada 
la fe pública documental, es evidente que, sin necesidad de que se 
causen directamente por la falsedad perjuicios materiales económi- 
camente valuables y relevantes, se verifica. el daño, la lesión del 
interes, a cuya garantia tiende la definición del delito de falsedad 
en documento público. 

Ya resueltas las discrepancias surgidas en la Junta, he de recti- 
ficar, además, en parte, la calificación jurídica de los hechos. Ante 
todo, en consonancia con las observaciones hechas a la redacción 
del escrito, hay que eliminar de éste lo relativo a la calificación de 
los hechos imputables a los procesados rebeldes; en segundo lugar, 
debe calificarse de falsedad en documento público cometida por 
particulares y mediante imprudencia temeraria, los hechos imputa- 
dos a .....; en tercer lugar, respecto a .,... no debe estimarse, como 
se hace, la falsedad como elemento constitutivo (medio tipico), de 
realizar la estafa, sino como delitos distintos, aunque unificados a 
efectos de la penalidad con arreglo al art. 75 del Código. 

En cuanto a la responsabilidad civil, debe solicitarse que se 
condene a ....., como indemnización de los perjuicios causados por 
los delitos de que es autor a la .. .. a pagar a ésta ..... pesetas, me- 
nos lo que importen las tres fincas que legalmente debían ser expro- 
piadas; que se condene a ..... a pagar a la ..... las ..... pesetas que 
indebidamente cobró de ella; que se condene al ..... a pagar a la ..... 
la cantidad de ..... pesetas, y a ..... a indemnizar a la ..... en la can- 
tidad de .. .. pesetas, más lo que importen los pagos que visó sin 
haberlos presenciado, rebajando de la indemnización el importe de 
la parte de finca de que era copropietario. 

Respecto de los demás procesados no rebeldes, como según la 



doctrina antes expuesta, los actos culposos que realizaron no están 
en relación de causa a efecto con los perjuicios sufridos por la ....., 
no ha lugar a solicitar que se les condene a indemnizar. 

Aplicabilidad de la amnistia. 

Por haber causado perjuicio con sus actos a la . . .. . y por ser 
estimable en algunos el ánimo de lucro, no se hallan incluidos en el 
núm. 21 del apartado A de la ley de amnistia, los procesados ....., 
cuyos delitos, además, no puede decirse que fuesen exclusivamente 
originados por tramitaci6n o resolución defectuosa. 

Es, en cambio, aplicable la amnistia a los procesados ....., por- 
que si de los delitos que cometieron dimand el perjuicio sufrido por 
la ....., solamente fue por la actuaci6n dolosa posterior de otras per- 
sonas, porque no hubo ánimo de lucro y porque fueron aquellos 
actos originados por defectuosa tramitach. 

Y no hay que ocuparse de si la amnistia es aplicable a los pro- 
cesados rebeldes, porque no se hallan en la inexcusable situacidn 
requerida por la ley de amnistía, para que ésta se les pueda aplicar; 
la de hallarse a disposición del Tribunal. 

Dada la complejidad de los hechos y el estado de la causa, es 
conveniente partir de la calificaci6n para fundamentar las peticiones 
relacionadas con la amnistía; y, por lo tanto, debe hacerse el escrito 
de calificación, teniendo en cuenta las observaciones y rectificacio- 
nes indicadas, y por medio de otrosi hacer dichas solicitudes. 

23 de Agosto de 1934. 



A P E N D I C E  Q U I N T O  

E s t a d í s t i c a  . 



Estado n8m. 1. 

F I S C A L ~ A  GENERAL DE LA R E P O B L I C A  

Causas pendientes en l a s  Audiencias y Juzgados de  s u  circunscripcidn e n  1.' de Enero de 1933, incoadas desde es fa  fecha hasta 31 de  Diciembre de 1933 
y e n  framitacidn e n  z.O de Enero de 1934, clasificadas por Audiencias. 



Estado ntim. 2. 

FISCALIA GENERAL DE LA W Y U ~ L I C A  

causas mcoadas desde I.O de Enero a 31 de Diciembre de  1933 en los Juzgaaos ae Instrucción correspondientes a cada una de  las Audiencias u ~ ~ ~ i n c i a l e s ,  clasificadas por la naturaleza de los hechos. 



Estado n. 

A ;CALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Causas pendientes en las Fiscalías de las Audiencias en 1.' de Enero de 1933, ingresadas desdb esta fecha hasta 31 de Diciembre de 1933 

y pendientes de despacho en las mismaa en 1.' de Enero 34. 



Estado núm, 4. 

FISCALIA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Juicios orales ante )una1 de derecho, terminados desde 1.' de Enero a Sr de Diciembre de 1933, 



Estado núm. 6. 

F I S C A L I A  G E N E R A L  DE LA R E P U B L I C A  

ii Juicios ante el Tribunal del Jurado, celebrados desde 1 . O  de Enero a gr de Diciembre de rg33. 



FISCALÍA GENERAL DE LA REPUBLICA 

Acusaciones retiradaspor las Fiscalias de las Audiencias des e Enero a 31 de Diciembre de 1933. 

Estado núm. 6. 



Estado niim. 7. 

FISCALÍA G E N E R A L  DE LA R E P U B L I C A  

RESUMEN de todos los asuntos sin distincidn c lespachados por las Fiscalías de las Audiencias desde 1." de Enero 
a 31 de Diciembre de 1934. 

Lérida . 
Logroií 



FISCALIA GENERAL DE LA REPUBLICA 

Asizntos civiles tramitados en 10s Juzgados de  I insfancia en que ha intervenido el Nioisterio Fiscal desde r.O d e  Enero 

a 31 de Diciembre de 1933. 



Estado núm. 9, 

FISCALIA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Asuntos civiles tramitados en las Audiencias territoriales en que he intervenido 
el Ministerio Fiscal desde 1.' de Enero a 31 de Diciembre de 1933 

-- 
PUNCI~NARIOS QUB LOS BAN DESPACUADO 

de asuntos 
Fiscal. Aspirantes. despachados 

I 
AUDIENCIAS 

TERRITORIALES 

IURISDICCION VOLUNTARIA 
-U__--- 

>> 
Barcelona ........ 43 206 27 7 9 1 224 150 
Albacete ........ 19 89 69 
Burgos ........... 17 8 7 
Cáceres .......... 2 1 8 33 
Coruíia ........... 15 77 32 
Granada ......... 41 
Laspalmas..... . 13 2 
Oviedo.. ........ 1 1 47 61 13 D 

Palma.. .......... 28 >> 9 36 >) . 
Pamplona.. .... 3 4 S D 
Sevilla ........... 27 49 16 2 S 93 B 2 D 

Valencia ......... 35 12 11 S 10 19 29 
Valladolid ....... 25 24 4 n 48 5 m ...... Zaragoza.. 7 30 2 27 Y 4 S 

....... TOTALES 476 766 1 52 417 314 370 587 1.168 8 

-- 

'Orn- 

petencias. 
Con rela- 

ci6n a las 
personas. 

37 1 

JURISDICCI~N CONTKNCIOSA 

374 
108 
33 
33 

1 3'2 
70 
15 

121 
45 
7 

94 
58 
53 
40 

2.123 

Con rela- 
ción a las 

cosas. 

206 

Con rela- 
ción a las 
personas. 

95 942 Madrid ........... 

Con rela- 
ción a las 

cosas. 

67 203 2 942 



RESUMEN d e  los a sun tos  criminales despachados  p o r  es ta  Fiscalía, desde  1 . O  d e  E n e r o  

a 3 r  d e  Diciembre d e  1933. 

N A T U R A L E Z A  D E  L O S  A S U N T O S  N ~ ~ M E H O  

O E  A S U N T O S  --i 
Procedimientos atribuidos al Tribunal Supremo en pleno, constituido en Sala de Justicia. )) 

Kecursos de casación por infracción de ley,/ Interpuestos ............................... 4" 

preparados por los Fiscales.. ............ ............................... ( Desistidos .1 3" 

............................. Recursos de casación por quebrantamiento I Sostenidos 6 

de forma, interpuestos por los Fiscales.. . Desistidos .s.............................. i 
I l l 

............... ( Interpuestos por las partes.. D 

Recursos de revisión.. .................... 
Idem por elFiscal. , .................. 

( Interpuestos por las partes.. 3 .............. 
Recurscs de súplica ..................... 1 Idrm por el Fiscal... .....-....... 

........... 

\ 
Apoyarlos total o parcialmente. 56 

1 Recursos de casación, interpuestos por las Impugnarlos totalmente o en parte.. 25,) .... 
partes: acordado en Junta de Fiscalía,, .................... respecto dc ellos.. I;ormular o apoyar adhesión ............... 6 

Sala segunda de lo / ............. Combatirlos en la admisión.. 83 Criminal. ..... .\ 
Recursos de casación admitidos de derecho en beneficio de los reos.. 1 .................. 
Idem íd. interpuestos íd.  id. .................... 

..... Idem íd. desestimados por ires( Intrrpuestos en beneficio de los reos.. 15 

Letrados.. .............................. . . . . . . . . .  Despachados con la nota -Visto>. ,191 

( Con dictamen de procedentes.. 3 ............ .................... l Recursos de queja. ........... " 1  Idcm de improcedentes.. 5 

...................................................................... Competencias.. 3 

............. ( Informados favorablemente.. 19 
Expedientes de indulto.. .................. ........... 1 Idem desfavorablemente.. 300 

Causas cuyo conocimiento está atribuido a la Sala de lo Criminal del Tribunal Supremo. 125 

Dictilmenes de tasaci6n de costas. R '1 ................................................... 
................................................................. Idem varios 15 

Total.. -- 1.555 ............................ 
Cuestiones de competencia.. 1 4 1  ........................................................ 

.......... I ................. Despachado~favorable~~nte. .  
Expedientes de indulto.. 

Idem desfavorablcrnente.. 
1 

......... 1 1 46 ..... Causas cuyo conocimiento está atribiiido a la Sala Militar del Tribunal S~iprcmo.. l ls 

( Con dictamen de procedcntes 1 I ............ 
4 

:34 

Sala sexta, Militar. 

Recursos de queja.. ...................... 
Idcm de improccd~ntes.. ....... 

( Interpuestos por las partes.. .............e ' Idem de revisión.. ..................... ( Idem porelFisca1 .................. 
Dictámellesvarios .................................................................... 

............................ zofn l .  

............... ( Interpuestos por las partes.. 
Idem de súplica.. ....................... 

Idem por el Fiscal.. ...-............. 
Idem de alzada.. ................................................................. 

6 

* 

>> 

1 ,518 

1 
TOTAL GENERAL DE ASUNTOS.. 

1 ....................... 
1 1  -- -1 



Estado núm. 11. 

FISCALIA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
R E S U M E N  d e  los  a sun tos  despachados  p o r  e s t a  Fiscalia e n  ma te r i a s  civil, confencio a y social 

desde  1.' de E n e r o  a 31 d e  Diciembre d e  1933. 

1 Reci 

irsos de 
rtrs.. . . .  

:os . . . . . .  

dos con : 

1 u i i A L E Z A  D E  L O S  

R~~~~~~~ de cazación preparados por Desistid 
Fiscal.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  :. . . . . . . . . . . . . .  

casación intcrouestos por las 
. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .  

Idem de nulidad de actuación . . . . .  

Idem absténiéndose . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . .  \ Jdem adhiriéndose 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .  Recursos de audiencia en Justicia.. 

Idem de queja.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

( Interpuestos por el Fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . .  
Idem de revisión en divorcios . . . . . . . .  

Cuestiones de competencia.. . . . . . . . . .  . . . . . . . .  

Expedientes de ejecución de sentencias cs~iaii~e~ aa . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Den: e responsabilidad civil.. . . . . . . . . .  
Dictarnenes de tasación de costas . . . . . . . . .  

Intervenciones varias . . . . . . . . . . . . . . . .  

ltal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

/ Recursos de apelación.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Idem de queja.. 

Contencioso. Salas 

. . . . . . . . . . . . . . . .  "das de todas clases.. . . . . . . . . . . . . . .  S 

1 
' \  

\ Demandas interpuestas en nombre de la Administración general del Estado.. . . . . . . . . .  
,. . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . . . .  ( =  ursos preparados por el Fiscal.. . . . . . . .  
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1 1 ,,,,, ,,,,tos 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . .  Combatidos en la admisión 

.... socia'' Recursos interpuestos por las partes 
1 ta.. .............. 

. . . . . . . . . . . . . .  Idem abstenihndose 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Recursos de revisión interpuestos por las partes.. 

Competencias.. ................................................................ 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  i TOTAL GENERAL DE ASUNTOS. 

Iontestac 

ncidente 

(1) Llevan ilota de i~istos los dict&n!enes eu qiie el Fiscal iio se  opone a In adniisión del reciirso, Y nota de oisfo los dictsmcnes en qiie el Fiscal i ~ o  halle 
m6ritos para iiiterponer recilrso, despiies i~tic iio lo liar1 creido pri~cedeiile trcs Lctrndo' 

~ - pp - -- - --- - - - ~~ - - -  - 



Estado núm. 12. 

FISCALLA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

R.RSUMEN de los asuntos gubernativos en que ha intervenido le Fiscalía 

desde 1.' de Enero a 31 de Diciembre de 1933. 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS. 

Comunicaciones registradas..  . . . . . . . . . . . . . 

Consultas de  los Fiscales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 



Estado núm . 13; 

Juicios celebrados ante los Tribunales de urgencia de las Audiencias hasta el 30 de Junio de 1934 . 

rila ..... 
dajoz . . .  

1 % ~ ~  

rida .... 
groño . . 
"-A 

ense .... 
lencia . . 
ntevedra 

ntander 
zovia . . ... 

...... 

:oria .... 
nora . . . .  

. 

............ r*i,cIAs 
Madrid . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Barcelona . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Albacete . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Burgos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Cáceres . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
P?ruña ........................... 

. . 

Niimero de 

j i i i c i o s  . 

36 1 

33.1 

29 

103 

I S2 

301 
.anad a .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
LS Palmas ....................... 
dedo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
. lma ............................ 
mplona . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
villa ............ . . . . . . .  
llencia . . . . . . . . . .  . . . . .  , . 
~lladolid . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Zaragoza . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Alicante . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Almeria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
AT . . . . .  
Ba . . . . .  
Biluau . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Cádiz . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Castellón . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Ciudad Real ...................... 
Córdoba . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Cuenca . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Gerona ... ... . . . .  
Guadalajar . . . . . . .  
Huelva . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Huesca . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Jaén . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Le6n . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Le . . . . . . .  
LO . . . . . . .  
LuSv . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Málaga ........................... 

. 

Terminados 
p o  r  c o n d e n a . 1 tramitacidn En . ( 

l 
236 

118 
23 
35 
62 

107 
21 1 

105 
316 

3 1 

159 

225 

S6 

86 

46 

340 

245 

' I U  

323 

52 

34 
56 

178 

79 

216 

64 

32 

i n 

::: ' 1 

. 99 
36 

75 

14 

48 

Murcia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
0 r 1  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Pal . . . . . . . . .  . . . . . . .  
Po1 L . . . . . . . .  . . . . . . .  
Salamanca . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
San Sebastián .................... 
Santa Cruz de Tenerife . . . . . . . . . . .  
Sal ............... 

. . . . . . . . . . . . . . .  Sel 
Solia ............................. 
Tarragona . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Teruel 
Toledo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Vil ......,........ 

. . . . . . . . . . . . . . .  

.. ~ .- 

Terminados 
por absolucidn . 

83 

79 
6 

7 
22 

20 

........ 

i 
por Terminados eñt i i i c i i in  1 

2 1 

14 

50 
2 

25 

de acciOri. 

28 
16 

13 
19 

por sobreseimiento 

9 1 

27 

205 
2 

67 

S 

a 

5 
S 

2 

t) 

2 

a 

2 

62 
S 

3 

6 
. 6 

)) 

1 
B 

1 1  

I 

14 

32 

7 :I5 
18 1 109 

I 162 
179 

19 

60 
D 

D 

12 

192 

62 
* 
53 
6 

126 

15 
11 

25 

75 

3 1 

25 

3 

5 

56 

55 

158 

135 1 
115 
20 

4 1 

26 

23 
40 

7 

12 

16 

5 

4 

60 

17 

44 

1 S 

21 

62 

22 
16 

5 

46 

30 

13 
6 

15 
2 1 

2 

2 

5 
3 1 

7 

35 
5 

3 

9 

15 

25 
19 

13 
14 

9 

15 
2 

12 

15 
6 

3 
4 

5 
3 

4 

8 

254 i 

n 

I 

48 

2.718 

1 128 
I 80 

44 

103 

59 

70 
27 

102 

153 

34 

36 
49 

114 

35 

18 

20 
66 

41 

155 

56 

13 

61 

61 

130 

100 l 
57 

33 

40 

34 
34 

29 

56 

S 

18 

13 

27 

43 

1 0 .  

32 

1 S5 
68 

90 

77 

63 

9 1 

78 

26 

37 

25 

37 

175 

31 

84 

1143 /1 

2 

61 

97 
1 29 

937 
--- 

P 

1 
B 

2 

4 

1 O 

S 

3 
1 

69 
S 

D 

393 . . . . . . . . . . . . . . .  
-. 

3.072 7.120 



Estada nCim. i4. . 
FISCALIA GENERAL DE LA REPÚRLICA 

Procedimientos incoados en virtud de la Ley de  vagos y maleantes, hasta el 30 de Junio de 1934. 

A U D I E N C I A S  

Madrid . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Barcelona . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Albacete. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
B U ~ ~ O S  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

~ú~~~~ 
de 

procedimientos. 

431 

I . I 61 

42 

56 

-. l 
PROCESOS POR EL ART. 2.0 DE LA LEY' PRocesoS POR EL ART. 3 . O  DE LA  LE^ 

- 1 
Con absolución. 1 i Con condena. Con absolución. Con condena. 
- 

32 
I 

289 I 2 6 

5'15 ,173 2  5 
l 

2 30 7 
14 1 4 ' 1  9 1.1 

En 

trsmitaci6n. 

105 

136 
3 

), 1 Cáceres . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Coruna . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

)) 9 

69 
, 

Granada . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . .. 

5 

9 

I 

2.1 . 
6 

7 !  1 

2 j 5 
26 ~1 17 

B 

3 
:1 

6 

ti5 

1 S 

)? 

30 
1 1  

.1 

3 

3 5 

8 

10 

1 

>) 

5 
P 

27 

3 
Las Palmas.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . l a  1 

1 '  ! 
Oviedo . . . . . . . . . . . . . . ... . . . . . .. . . I 52 I 7 
Palma . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1 I I 2  
Pamplona . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

18 Il 5 
Sevilla.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

166 / !  S6 

! 

D i ,  
15 i i  ,1 

) >) 

)) ii 
15 l 1  >) 

96 Valencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . , 1 20-1 

23 
2 

i> 

27 63 

Valladolid . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ] 
10 1 I Zaragoza . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . i 

1 
156 

Alicante . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 120 

Almería . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ¡ 27 
Avila . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 

Badajoz . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1 7 6  
Bilbao . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

57 l Cádiz . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1 59 

CasteIl6n . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
76 1 Ciudad Real.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1 6  

C6rdoba . . . . . . . . . . . . . . . . . I 

Cuenca . . . . . . . . . . . . . . . . . . l 7 31 l i Gerona . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . , 98 

Guadalajara . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . , 2 

1 5 
4 l 

Huelva . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 38 

H 2 

:I 

5 
1 5 

Huesca . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 28 

Jaén . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17 

1 

1 l >> 
13 1 ;t 1 )) l 30 11 3 
5 18 1 .  P 

I 

1 I: 

> 

3 
13 
6 

9 

4 

3 

9 

I l i  4 1 :: >> I 

1 :  55 1 ,  
12 15 

3 
l ~ 8 1 2 11 4 

3.1 1 4 1 

2 2 1 1  2 

Lerida . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . : 3 

Logroño . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ! 49 31 

I I 
l 1  7 - 

1.1 1 12 

1 2 

39 1 28 

1 >> 

3 

17 

. I Le6n. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
44 / 91 ! 
12 

I I 

6 

1 : 

3 

:: 

Lugo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . i SO 3 1 

Mñlaga . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1 154 

Murcia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1 65 

Orense.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 64 

73 

21 

38 

15 

5.1 *2 

25 - 1  
2 1 II » 

I 34 

2 

25 

33 
2 

1 

5 
I 

1 

l 
R 

5 
I 

)) 

>) 

3 
n 

)) 

4 
.n 

189 
l 

I >j 

1 i 

I l r  
l 2  

I 
4 i !  Palencia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pontevedra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14 1 :: Salamanca. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . , 
San Sebastign . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . , 1 63 14 

Santa Cruz de Tenerife.. . . . . . . . . . I 19 14 

Santander . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 27 1 Y 

24 

13 

4 
2 

2 1 

2 

11 
I 

14 
S 

4 
5 

1 

658 

10 / 
1 
l 

.4 > 

35 2 
4 S 

I I 3 
l 

1 ,598 ! 75 
: l 

I 

61 

4 

Segovia.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . i 1 
. l  Soria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tarragona . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Teruel ............................ 

S 

105 

13 

I I 
1 I 

Toledo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Vitoria . . . . . . . . - . . . . . . . . . . . . . . . . 
Zamora . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

I 

7 

TOTALES.. . . . . . . . . . . . . . 3.953 1 1.1132 



Estructura de la Memoria.. .............................. 
1. A) Estadistica .................................... 

~ismjnución de la criminalidad.. ........................ 
.................... Causas despachades por las Fiscafas.. 

Juicios celebrados; proporción de sentencias condemt(erias y 
absolutorias.. ..................................... 

............... Desigualdad de trabajo entre las Fiscalías. 
.... Necesidad de crear el Cuerpo de Oficiales de Fiscalfa.. 
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La Estadistica relativa a los procedimientosde urgencia y a 
.............. los expedientes de vagos y maleantes.. 

Deficiencias de la actual Estadistica; necesidad de reformarla. 
.......... B) Examen de algunas cuestiones jurídicas.. 

¿Deben ratificarse los autos de prisión provisional?. ........ 
La Ley de Orden público ............................ 

a) ¿Debe extenderse e¿ procedimiento de urgencia a toda 
............................. clase de iuicios?. 

b) El concepto de los delitos contra el orden publico se- 
gdn la ley de 28 de Julio de 1933.. ............. 

c) ¿Puede decretarse la prisión atenuada en los procedt- 
mientos de urgencia? .......................... 

d) El procedimiento de urgencia g el art. 5.O de la ley so- 
bre abono de prisidn prenentiua; ................. 

La libertad condicional de los septuagenarios.. ............. 
Compatibilidad entre la responsabilidad dimanante del riesgo 

profesional y la civil, principal o subsidiaria por. dolo o 
culpa: Relacidn entre ambas.. ...................... 

El concepto de suspensión de pagos en relación con el de 
quiebra.. ......................................... 

Vlll 

IX 

1X 

XII 

XII 

XIU 

xv 
WI 

XVll 

XVlll 

XXI 

XXI 

XXI 
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